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Resumen 

Título en español: El Enfoque Territorial en la política de agricultura y desarrollo rural de 

Colombia: análisis desde el Acuerdo de Paz y la Subregión Cuenca del Caguán y 

Piedemonte Caqueteño   

 

El enfoque territorial, como enfoque de política, toma fuerza en Colombia a través de la 

Reforma Rural Integral (RRI) del Acuerdo de Paz de 2016. Así mismo, constituye el centro 

de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), los cuales son 

reconocidos dentro de la RRI como una de las políticas principales para la transformación 

de los territorios más afectados por el conflicto. En este sentido, el presente trabajo tiene 

como objeto estudiar de manera crítica el enfoque territorial dentro de la RRI, así como 

identificar y plantear criterios que permitan su implementación en las políticas rurales. 

 

A través del estudio de caso de la Subregión PDET Cuenca del Caguán y Piedemonte 

Caqueteño, se logran evidenciar las diferencias de un marco político que desde la norma 

y el discurso incluyen una posición fuerte del enfoque territorial de los PDET, frente a la 

realidad de su implementación. En esta subregión, los PDET presentan una alta 

dependencia del nivel central y una desarticulación entre sectores, lo que limita una visión 

integral del territorio. La financiación local es reducida y la nacional se concentra en 

iniciativas individuales y sectorizadas.  

 

Para el análisis se tuvo en cuenta una metodología de corte mixto, de revisión documental 

y observación participante. Así mismo, en la revisión de documentos institucionales y de 

seguimiento a la implementación de la RRI, se buscó precisar la estructura y el estado de 

este enfoque en las políticas rurales.  

 

 

 

Palabras clave: Acuerdo de Paz, Enfoque Territorial, paz, desarrollo territorial 
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Abstract 

 

Title in English: The Territorial Approach in Colombian Agriculture and Rural 

Development Policy: An Analysis from the Peace Accord and the Caguán Basin and 

Caquetá Piedmont Subregion 

 

The territorial approach, as a policy approach, takes force in Colombia through the 

Comprehensive Rural Reform (RRI), of the 2016 Peace Agreement. Likewise, it constitutes 

the center of the Development Programs with a Territorial Approach (PDET), which are 

recognized within the RRI as one of the main policies for the transformation of the territories 

most affected by the conflict. In this sense, the aim of this work is the critical study of the 

the territorial approach within the RRI, as well as identifying and proposing some criteria 

that allow its implementation in rural policies. 

 

Through the case study of the PDET Subregion “Cuenca del Caguán y Piedemonte 

Caqueteño”, it is possible to show the differences between a political framework that, from 

the norm and the discourse, includes a strong position of the territorial approach of the 

PDET in relation with its implementation. In this subregion, PDETs present a high 

dependence on the central level and a disarticulation between sectors, which limits a 

comprehensive vision of the territory. Local financing is reduced and national financing is 

concentrated on individual and sectoral initiatives. 

 

For the analysis, a mixed methodology was taken into account, of documentary review and 

participant observation. Likewise, in the review of institutional documents and monitoring 

of the implementation of the RRI, it was sought to specify the structure and status of this 

approach in rural policies. 

 

 

Keywords: Peace Agreement, Territorial Approach, peace, territorial development. 
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Introducción  

 

A inicios del presente siglo, las cifras de pobreza rural en Latinoamérica mostraban una 

amplia brecha en relación con lo urbano. Por razones de expectativas de vida y de la difícil 

situación socio económica y política que enfrentan muchos territorios rurales, acompañado 

de debilidad en la provisión de bienes públicos, la migración de población hacia las 

ciudades sigue siendo una constante. En este contexto, surge el enfoque territorial como 

una propuesta de política que busca aprovechar las ventajas de un territorio, tener una 

mirada más amplia de lo rural, no solo desde lo agropecuario, y superar la pobreza rural 

vinculando también lo urbano. Este enfoque inicialmente ha sido trabajado en 

Latinoamérica principalmente por Schejtman y Berdegué (2004), Sepúlveda, Echeverri y 

otros (2003), quienes han desarrollado una amplia bibliografía y seguimiento a 

experiencias y políticas en toda la región.  

 

En Colombia, un hito del enfoque territorial es la Reforma Rural Integral (RRI) del Acuerdo 

de Paz firmado en el 2016 con las ex FARC – EP. Este enfoque en el país tiene algunos 

antecedentes y es gracias al Acuerdo de Paz que se convierte en un pilar estructural de 

las políticas rurales. Para autores como Alejandro Reyes Posada, “es el corazón 

conceptual de la RRI” (Reyes, A., 2023, Episodio 3, 9:37), y constituye un principio 

fundamental de la Misión de Transformación del Campo (2015). Una de las políticas 

emblemáticas del enfoque territorial son los PDET, que conforman 170 municipios y 

constituyen 16 subregiones. Los PDET fueron creados mediante el Decreto Ley 893 de 

2017 y su proceso de construcción ha sido participativo, involucrando a más de 200 mil 

personas, a través de una metodología que parte del nivel veredal hasta llegar al 

subregional. Como resultado del proceso, se llegó a un consenso que consolidó 33 mil 

iniciativas, clasificadas en 8 pilares y consagradas en 16 Planes de Acción para la 
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Transformación Regional (PATR). Los pilares representan la integralidad al compilar las 

33 mil iniciativas en 8 aspectos fundamentales como lo son: ordenamiento social de la 

propiedad rural y el uso del suelo, infraestructura y adecuación de tierras, salud rural, 

educación rural y primera infancia, vivienda rural, agua potable y saneamiento básico rural, 

reactivación económica y producción agropecuaria, derecho a la alimentación, y uno de 

importancia para el contexto de conflicto del país: “la reconciliación”. Otro aspecto 

relevante de los PDET es su estructuración en subregiones. Las 16 subregiones acogen 

los 170 municipios que representan el 36% del territorio nacional y el 24% de la población 

rural1.  

 

En materia de política debe destacarse que se presentan innovaciones, en el sentido de 

que el abordaje territorial supera las divisiones político-administrativas y propone la 

integración de territorios. Integración que se da, ya sea por las características culturales, 

geográficas o económicas de los territorios, o por cercanía y relación con el conflicto, como 

es el caso de la subregión estudiada que integra al municipio de Algeciras (Huila) con el 

departamento del Caquetá. Los PDET buscan la transformación de los territorios y la 

superación de la pobreza, en conjunto con los otros dos ejes de la RRI: el acceso a tierras 

y los Planes Nacionales para la RRI (PNRRI). Estos tres ejes son estratégicos de la paz 

territorial2 y de la superación de brechas entre lo urbano y lo rural. 

 

Son varios los aspectos a destacar de la concepción de los PDET: su implementación a 

15 años, como programa de Estado de varios gobiernos; sus propósitos de integralidad; 

su construcción participativa desde las bases territoriales; y, su focalización territorial 

amplia y por subregiones, como estrategia para dinamizar las economías locales y la 

consolidación de iniciativas que recojan las necesidades y prioridades municipales. 

Considerando estos aspectos, en este trabajo se plantean unos criterios que podrían ser 

tenidos en cuenta para la estructuración de políticas con enfoque territorial.  

 

 
 

1 Cifras tomadas de: https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/conoce-los-pdet/ 
 
2 JARAMILLO, S. (2016). La Paz Territorial. Conferencia dictada en la Universidad de Harvard en marzo de 
2016. En:  https://interaktive-demokratie.org/files/downloads/La-Paz-Territorial.pdf 
 

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/conoce-los-pdet/
https://interaktive-demokratie.org/files/downloads/La-Paz-Territorial.pdf
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El análisis se ubica en el escenario actual de política inscrito en la RRI y en el marco de la 

experiencia de la Cuenca del Caguán y el Piedemonte Caqueteño.  

 

Planteamiento del problema 

 

La Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño se ha tomado como muestra para el 

análisis de los PDET como política con enfoque territorial. De las 16 subregiones PDET 

del país, esta cuenca es la segunda de mayor importancia por el número de municipios, 

que son 17, y la tercera por el número de iniciativas PDET con 3.322. Además, ha sido una 

de las más afectadas por el conflicto. Incorpora la totalidad de los 16 municipios del 

departamento del Caquetá y el municipio de Algeciras en el Huila por su cercanía y su 

historia alrededor del conflicto. Sus pobladores son principalmente campesinos colonos 

que llegaron a inicios de los años 20 del siglo pasado.  

 

El Caquetá es un departamento amazónico con un 19% de frontera agrícola, 23% de 

bosques y 57% de exclusiones legales tipo reservas forestales y Parques Nacionales 

Naturales, entre otras (UPRA, 2023, P.9). Su vocación, por tanto, es principalmente 

ambiental. Prevalece un alto porcentaje de informalidad sobre la tierra, cercano al 60% de 

los predios (UPRA, 2019, P.18). Su PIB evidencia una economía de servicios: representa 

el 33%, sumado a un 19% de actividades comerciales, esto es, algo más del 50%. Uno de 

los mayores generadores de actividad económica corresponde al gasto de la 

administración pública (Gobernación del Caquetá, 2024, P. 288), lo que hace pensar en 

una economía dependiente de las transferencias del nivel nacional y de los programas 

sociales. 

 

La construcción del PDET de la Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño constituyó 

un ejercicio relevante de participación, hecho que favorece el enfoque territorial. Pero no 

tomó al territorio como eje para la implementación de los pilares. Su formulación se 

fraccionó al depender de la disponibilidad presupuestal definida desde el nivel central con 

un muy bajo diálogo entre los sectores. La destinación de recursos hacia un territorio no 

garantiza la integralidad de las inversiones, así esté preconcebida. Al final cada sector 

ejecuta sus proyectos de manera independiente, incluso duplicando esfuerzos. Esto 

evidencia problemas de gobernabilidad y gobernanza territorial. 
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La experiencia de construcción e implementación de los PDET en esta subregión, es 

importante para esta investigación no solo por su historia, la situación de conflicto, o por 

sus características sociales y geográficas. También lo es, ya que el estado a la fecha de 

este PDET, representa a otros territorios PDET.  Es un ejemplo de lo que está sucediendo 

en otras zonas, en relación al alto centralismo, la primacía de los sectores sobre los 

intereses territoriales, la falta de planeación y la implementación de políticas fragmentadas.   

 

Esta investigación parte del problema de que el enfoque territorial es solo visible desde el 

discurso de política, pero a nivel de implementación carece de elementos que estructuren 

una real construcción y participación territorial. De la misma manera, el análisis de un 

PDET contribuye a examinar las siguientes preguntas: ¿Qué es el enfoque territorial? y 

¿Cómo se implementa en la práctica? 

 

A partir de esta problemática, surgen las siguientes preguntas de investigación: 

 

• ¿Desde una experiencia empíricamente objetiva de un PDET, pueden ser estos 

considerados como instrumentos de implementación del Enfoque Territorial? 

• Teniendo en cuenta el caso de la subregión Cuenca del Caguán y Piedemonte 

Caqueteño, ¿cómo este caso contribuye a enriquecer las políticas públicas y los 

enfoques que son tenidos en cuenta para el “desarrollo rural”? 

• Considerando los recientes reportes de seguimiento sobre los avances de la RRI y 

principalmente de los PDET, ¿se está implementando una estrategia estructural de 

transformación del campo que considere lo acordado en el Acuerdo de Paz? 

 

Objetivos 

 

Objetivo General 

 

Contribuir al análisis del enfoque territorial desde la experiencia de Colombia en la 

implementación de la Reforma Rural Integral del Acuerdo de Paz. 
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Objetivos Específicos 

 

• Aportar elementos conceptuales y de aplicación de políticas de agricultura y de 

desarrollo rural con enfoque territorial. 

• Analizar la ejecución de los instrumentos de política con enfoque territorial 

concebidos en la Reforma Rural Integral y aplicados en el departamento del 

Caquetá. 

• Diagnosticar el papel estratégico, en el contexto de la región amazónica, del 

departamento de Caquetá con respecto al Acuerdo de Paz. 

 

Esta investigación se ha estructurado en los siguientes capítulos: para el desarrollo de los 

objetivos planteados y el análisis del enfoque territorial se utilizó una metodología mixta, la 

cual se presenta en el capítulo uno.  

 

En el capítulo dos, se parte de los antecedentes teóricos y prácticos de inicio del siglo en 

Europa y Latinoamérica, esto debido a que se quiere hacer un énfasis en los orígenes del 

enfoque. En Colombia se hace un acercamiento especial, ya que el enfoque territorial tiene 

un desarrollo diferencial, originado por el conflicto y los esfuerzos por construir y reconstruir 

los territorios y la paz. Se cierra el capítulo con una propuesta de criterios claves del 

enfoque territorial en las políticas públicas, así como de su concepto. 

 

En el capítulo tres, se hace un recorrido por los planes de desarrollo de los tres gobiernos 

que hasta la fecha han implementado el Acuerdo de Paz, con el objeto de identificar su 

marco político frente al enfoque territorial, así como un balance del estado actual de la RRI 

a la luz de los criterios de enfoque territorial propuestos en este trabajo.  

 

En el capítulo cuarto, se presentan los resultados del trabajo, a partir del análisis de caso 

de la Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño, como una de las dieciséis subregiones 

PDET. Este territorio es una muestra de las dinámicas de los demás territorios PDET y 

ayuda a visibilizar el estado del enfoque territorial en la política. 

 

Finalmente, se cierra con las conclusiones y recomendaciones. 
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Capítulo 1: Metodología de investigación 

 

Este trabajo se origina en la experiencia de la autora como funcionaria del Ministerio de 

Agricultura en el 2015 y posteriormente como Oficial de Cooperación del Fondo Europeo 

para la Paz de la Delegación de la Unión Europea en Colombia. Durante este periodo del 

2015 al 2024, se dio curso al alistamiento y firma del Acuerdo de paz, así como su 

implementación a través de tres gobiernos. Para la autora, causó inquietud que, en el 

discurso institucional, de la cooperación internacional y de la academia, se mencionara el 

enfoque territorial de manera persistente. Este enfoque fue estructural en el Plan Nacional 

de Desarrollo de 2014 – 2018, así mismo en la normativa de transformación del Sector de 

Agricultura y Desarrollo Rural de 2015 y, por supuesto, en las normas que se expidieron 

para la implementación del Acuerdo de Paz a partir de 2017. Una mención tan persistente 

de este enfoque en los discursos e intervenciones de funcionarios de gobierno y en los 

hacedores de política y otras autoridades, ameritaba un análisis que permitiera entender 

en qué consiste este enfoque y cómo se implementa en la práctica. 

Con el fin de alcanzar los objetivos, se utilizaron métodos mixtos de investigación que 

combinaron la revisión documental y la observación participante para alcanzar 

construcciones complementarias entre la teoría, lo que se reporta en informes 

institucionales, y los espacios activos de participación de los actores de la política pública. 

El análisis se concentró en los informes de índole gubernamental y no gubernamental, 

reportados en las páginas web institucionales y algunos presentados en espacios de 

rendición de cuentas y socialización de resultados. De la misma manera, y a través de la 

observación participante se levantó información de las reuniones con líderes y 

representantes de las comunidades beneficiarias de los PDET, así como con funcionarios 
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de gobierno del orden local y nacional. Debido a que permitió la conjugación de estas 

perspectivas y fuentes de información, esta metodología se consideró la más adecuada 

para alcanzar los objetivos del presente trabajo.  

La revisión documental se adelantó mediante los siguientes componentes: 

1. Revisión teórica. Con el objeto de identificar qué es el enfoque territorial, sus 

orígenes y concepción como enfoque de política, fue necesario hacer una 

búsqueda de los autores que desarrollaron el concepto. Así mismo, y a través de 

bases de datos como Scopus y Scielo, se logró llegar al documento seminal del 

concepto del enfoque territorial en Latinoamérica, elaborado por Schejtman y 

Berdegué (2004). A partir de este documento, se profundizó en los orígenes del 

concepto, su desarrollo y experiencias principalmente en Colombia. Debido a que 

los autores latinoamericanos hacían citaciones de la política europea, fue necesario 

hacer una búsqueda de la misma, a través de las páginas web de la Unión Europea. 

Se revisaron informes, evaluaciones, normativa y demás publicaciones de esta 

política rural, la cual desarrolló varios elementos que le dieron piso al concepto del 

enfoque territorial. 

 

2. Revisión de informes institucionales. Se entiende por informes institucionales, 

aquellos que fueron presentados oficialmente por entidades gubernamentales y no 

gubernamentales. Se tuvo en cuenta los informes reportados por la Alta Consejería 

para la Estabilización, entidad encargada durante el gobierno 2018 - 2022 de la 

implementación de la política PDET. Posteriormente, se revisaron los informes de 

la Agencia de Renovación del Territorio (ART) entidad que empezó a tomar mayor 

liderazgo de los PDET en el gobierno 2022 – 2026. El portal web 

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/ de la ART, el cual fue creado a 

finales del gobierno 2018 – 2022 y puesto en funcionamiento en el presente 

gobierno, brindó cifras e información actualizada de los PDET. Esta fue una 

importante fuente de consulta, en la cual reconozco el esfuerzo del gobierno por 

mantener reportes actualizados y de fácil acceso para quienes quieran consultar el 

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/
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estado de los PDET3.  La información gubernamental fue contrastada con los 

informes de las entidades como el Instituto Kroc y CINEP/CERAC (conocido como 

la Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación), quienes por 

mandato del Acuerdo de Paz hacen seguimiento a la implementación de este. 

 

3. Revisión de reportes de estado y avances de políticas y programas de 

gobierno. Para conocer cómo fueron concebidas ciertas políticas mencionadas en 

el trabajo, así como sus avances y resultados más próximos, se consultaron los 

reportes del Departamento Nacional de Planeación (DNP), entidad que cuenta con 

documentos de análisis de construcción y evaluación de políticas públicas. Así 

mismo, en la página del DNP reposan las bases y normativas de los planes de 

desarrollo de los gobiernos, también reportes de rendiciones de cuentas e informes 

finales de culminación de mandatos de las administraciones. 

 

4. Revisión de informes de entidades no gubernamentales implementadoras de 

PDET y reportes de índole local. Debido a que la agenda PDET también es 

implementada por ONG’s o cooperación internacional que contribuyó (y que lo 

sigue haciendo) a la RRI, se tuvo acceso a informes de avances de proyectos 

implementados en la Subregión Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño, con 

el objeto de revisar cómo se están implementando, los espacios de toma de 

decisiones y su interlocución con las entidades de gobierno.  

 

La metodología también incluyó la observación participante. Resultó decisiva para 

comprender la posición de los beneficiarios PDET, escuchar los discursos y los 

lineamientos de los gobiernos, tanto locales como del nivel nacional, en relación con esta 

política, y presenciar en terreno los proyectos y obras denominadas PDET.  

 
 

3 Quisiera mencionar que la creación del Portal Web ha sido reconocida por las entidades encargadas de hacer 
seguimiento a la implementación del Acuerdo de Paz, como una herramienta necesaria de transparencia y 
monitoreo. Es de resaltar que antes de este portal, la información se encontraba principalmente en la página 
de la Alta Consejería para la Estabilización https://portalparalapaz.gov.co/ (esta página sigue vigente y en el 
gobierno actual está siendo liderada por la Unidad de Implementación del Acuerdo de Paz), sin embargo era 
una información que debía ser complementada con los reportes de cada una de las entidades de gobierno que 
tenían responsabilidades PDET, esto hacia más dispendiosa la búsqueda.  
 

https://portalparalapaz.gov.co/
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Se tuvo acceso a estos espacios debido a que la autora, como se mencionó, trabajó desde 

el gobierno y la cooperación internacional en la implementación de la RRI en varias 

subregiones PDET del país, entre estas, la analizada en este trabajo. Gracias a esta 

experiencia directa, se contó con información de primera mano para el análisis de la 

problemática. La complementación entre la revisión documental y la observación 

participante contribuyó a la identificación de la percepción territorial y a la constatación en 

terreno de algunas menciones que entidades como el instituto Kroc y el CINEP/CERAC 

hicieron en sus informes frente a la satisfacción o no de los pobladores en la 

implementación de la agenda PDET. También la observación participante fue útil para 

escuchar los discursos de los gobiernos locales y del gobierno nacional, la interlocución 

con los pobladores, así como las diferentes posiciones que se presentaron con la 

implementación de los PDET.  

La metodología utilizada permitió analizar ejemplos concretos de proyectos PDET, sus 

dinámicas en territorio y su relación con el nivel nacional. En la implementación de esta 

metodología se desarrollaron las siguientes fases: 

1. Mapeo de actores y espacios relevantes. Se requirió hacer una lista de las 

entidades de gobierno encargadas de la RRI. Este ejercicio fue importante ya que 

en los tres gobiernos estudiados las entidades encargadas fueron cambiando, así 

como, los discursos y el alcance del enfoque territorial. También se delimitaron los 

espacios territoriales relevantes y los actores que allí participaban, como: 

representantes de juntas de acción comunal y organizaciones de productores 

locales. El énfasis de estos espacios se hizo teniendo en cuenta criterios como los 

siguientes:  

• Espacios en los cuales estos actores territoriales tuvieran interlocución 

con las entidades de gobierno competentes de los PDET. 

• Espacios de seguimiento y monitoreo a proyectos PDET financiados por 

la cooperación internacional. 

• Proyectos PDET que tuvieran énfasis en más de un pilar PDET. 

 

Por otra parte, se delimitaron espacios relevantes del nivel nacional, como las 

reuniones de seguimiento a proyectos financiados por la cooperación internacional, 
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en los cuales participaban las entidades de gobierno del nivel nacional. En estos 

espacios, se escucharon los discursos y las posiciones políticas de los gobiernos. 

2. Definición de criterios de análisis de los espacios relevantes. Para estudiar 

estos espacios, fue necesario construir unos criterios que permitieran filtrar la 

información hacia el objetivo del presente trabajo, esto es el enfoque territorial. En 

este sentido, se partió de la propuesta de criterios del enfoque territorial del 

documento seminal de Schejtman y Berdegué (2004), para posteriormente terminar 

de consolidar una propuesta propia de criterios, presentada en este trabajo al 

finalizar el segundo capítulo, la cual permite caracterizar qué se entiende por 

enfoque territorial en la implementación de una política pública y qué se debe tener 

en cuenta en un proyecto cuando se habla de este enfoque en la práctica. Estos 

criterios son: 1.   Identificación de vínculos que conecten o conformen territorio; 2. 

Multisectorialidad; 3. Descentralización; 4. Capacidad territorial; 5. Cohesión social 

y construcción o reconstrucción del tejido social; 6. Política a largo plazo e inversión 

presupuestal (flexibilidad); 7. Gobernanza; 8. Diversidad y diferenciación de 

contextos; 9. Integración de actores; y, 10. Participación. A partir de estos criterios 

se hizo el análisis de los discursos, intervenciones y abordajes del gobierno 

nacional, principal responsable de la implementación de los PDET. Estos criterios 

permiten tener una propuesta de delimitación del concepto de enfoque territorial.  

 

3. Entrevistas semiestructuradas. Con base en el mapeo de actores y de los 

espacios relevantes, se realizaron encuentros directos con funcionarios de 

gobierno y representantes de la población, con quienes se tuvo un diálogo más 

abierto. 

 

Esta metodología permitió profundizar en el análisis, mediante la conjugación de los 

documentos oficiales con las voces de los actores.     
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CAPITULO 2: El Enfoque Territorial en las Políticas 
Públicas 

Introducción 

 

A inicios del presente siglo, las cifras de pobreza rural en Latinoamérica mostraban una 

amplia brecha en relación con lo urbano. La globalización, la economía de mercado y las 

políticas de los últimos años habían intensificado la concepción de atraso en lo rural, 

generando grandes éxodos hacia las ciudades y por ende reducción de la población rural. 

Lo rural empieza a transformarse y a exigir nuevos enfoques de política, que permitieran 

atender los retos que iban dejando los tratados de libre comercio, el direccionamiento cada 

vez más fuerte hacia las exportaciones, la especialización agrícola y el valor agregado en 

la producción y comercialización. El cambio climático a inicio del 20004 también hace parte 

de la agenda de discusión global. Desde ese momento eran inminentes sus efectos y las 

afectaciones hacia el sector agropecuario, la producción de alimentos y el acceso a los 

recursos naturales. 

 
 

4 Conferencia cambio climático La Haya, Holanda: noviembre 2000. 
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En Colombia, además de este panorama global en materia de comercio y ambiente, se 

agrega la situación de conflicto, que justo hace dos décadas reportaba más de 6 millones 

de desplazados internos5 (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015, P. 236). Esto como 

consecuencia del aumento de disputas por el territorio a cargo de los grupos armados al 

margen de la ley, las cuales afectaron principalmente a la población rural. Las 

problemáticas en la ruralidad, no solo han sido a causa del conflicto, también han sido 

producto de las políticas y decisiones de los gobiernos que, por ejemplo, han repercutido 

principalmente en la inequidad sobre la tierra y en las reducidas inversiones de bienes 

públicos en las zonas rurales. Para nuestro país, las consecuencias de la globalización se 

intensificaron con el conflicto armado. Colombia no estaba preparada para responder a 

estas nuevas exigencias, y los efectos fueron tangibles en: aumento de la pobreza, quiebra 

de agroindustrias, abandono de cultivos, inseguridad alimentaria y éxodo de la población 

rural hacia las ciudades en condiciones de vulnerabilidad.  

 

Para Latinoamérica el cambio de las políticas dirigidas hacia lo rural era inminente, la 

región debía enfrentar los desafíos de la globalización de los mercados. Esta respuesta 

implicaba dejar de ver lo rural como algo separado de lo urbano, identificar y aprovechar 

las ventajas de un territorio para hacerlo competitivo, consolidar cadenas de valor y 

construir políticas de manera integral para superar brechas, superando los sesgos 

sectoriales. Todo esto llevaba necesariamente a lograr una mirada más amplia de lo rural, 

no solo desde lo agropecuario, lo distante, o lo que no es urbano, si no desde sus aportes, 

demandas, necesidades y relación con todo el territorio. En este contexto, surge el enfoque 

territorial como un enfoque de política, que busca atender esos nuevos desafíos, que 

nacen a inicios de siglo y que marcan a la fecha la situación del sector rural.  

Teniendo en cuenta este panorama de inicios de siglo, en este capítulo se hace énfasis en 

los autores, normativa y experiencias de esta época, con el objeto de entender el contexto 

 
 

5 Centro Nacional de Memoria Histórica. Una nación desplazada: informe nacional del desplazamiento forzado 
en Colombia, Bogotá, CNMH - UARIV, 2015. En: 
https://www.centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2015/nacion-desplazada/una-nacion-
desplazada.pdf 
 

https://www.centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2015/nacion-desplazada/una-nacion-desplazada.pdf
https://www.centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2015/nacion-desplazada/una-nacion-desplazada.pdf
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en el cual se originó el enfoque territorial. Esto se contrasta con algunas cifras y menciones 

conceptuales actuales. 

Este enfoque, aún en construcción, cuenta con interesantes experiencias de 

implementación. Su desarrollo, más tangible en Europa con el enfoque Leader, logra darle 

un valor al territorio en medio de la globalidad, con las denominaciones de origen y el apoyo 

a nichos de mercado, así como con la definición de presupuestos participativos y 

planeación, de las comunidades rurales en las decisiones de política.  

En Colombia, un hito del enfoque territorial es el Acuerdo de Paz firmado en el 2016 con 

las ex FARC – EP. Este enfoque en el país, tiene algunos antecedentes, pero se convierte 

en un pilar estructural de las políticas rurales con el Acuerdo de Paz. De la misma manera, 

la experiencia del enfoque territorial en Colombia a diferencia de la región, se ha construido 

desde las experiencias de reconciliación y construcción de tejido social, producto de los 

esfuerzos por alcanzar la paz. Este capítulo tiene como propósito presentar las bases del 

enfoque territorial como enfoque de política rural, los antecedentes europeos, los autores 

latinoamericanos que lo abordan y contribuyen a su desarrollo, y la experiencia de 

Colombia a través de una línea del tiempo que tiene como centro el punto No. 1 del 

Acuerdo de Paz de 2016 Reforma Rural Integral (RRI). El capítulo cierra, con una 

propuesta de criterios que ameritan profundización, de manera que puedan ser parte de la 

estructuración de políticas con enfoque territorial.  

2.1 La importancia de un enfoque de política pública 

 

Cada vez que se hace transición de un gobierno del nivel nacional o local a otro, vemos 

reflejadas las líneas políticas, metas y soportes argumentativos bajo los cuales se 

implementan sus gobiernos y se aprueban los planes de desarrollo. Los planes de 

desarrollo reflejan las propuestas que los candidatos presentaron para ser elegidos a 

través de un ejercicio democrático. Es así como, citando a André – Noel Roth las políticas 

públicas (Roth Deubel, et al., 2010, P. 19), “son el proceso de elaboración y de puesta en 

marcha por autoridades públicas o gubernamentales de programas de acción pública” 6. 

 
 

6 Roth Deubel, et al., (2010). Enfoques para el análisis de políticas públicas. Universidad Nacional de Colombia. 
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Así mismo, citando a este autor, es necesario agregar otros elementos, que amplían el 

alcance del concepto y le dan una connotación más allá de las autoridades públicas y de 

los programas.  En un ejercicio de políticas públicas, las redes y los diferentes actores, 

como la sociedad civil y el sector privado, movilizan intereses y problemáticas que 

requieren ser atendidas y frente a las cuales la acción desde las autoridades no es 

suficiente, se requieren de respuestas en red. Así mismo, sectores de la sociedad o grupos 

minoritarios, buscan reivindicar procesos que han sido desatendidos tiempo atrás y que 

han ocasionado inequidades y violación o no reconocimiento de derechos. Estos procesos 

de reivindicación o de movilización, también hacen parte de ese diálogo necesario como 

sociedad que, a su vez, integra otra esfera de lo público, que no cubre únicamente lo 

gubernamental como fuente de políticas públicas. 

 

Es así como, las políticas públicas corresponden a ese diálogo como sociedad, en la cual 

median intereses, fuerzas y posiciones, que finalmente se reflejan en normas, leyes, 

planes, programas y proyectos, que atienden las necesidades y problemáticas de una 

sociedad cambiante. Este concepto, tiene un marco y es la concepción de un Estado 

democrático y de derecho7.  

 

En este sentido, las decisiones de política tienen un límite y un derrotero, la Constitución 

Política Nacional como “norma de normas” y consenso sobre lo fundamental. En relación 

a este marco normativo, temas como la paz, la superación de la pobreza, la libre expresión 

de la personalidad, la diversidad y la multiculturalidad, entre otros derechos de primera y 

segunda generación, son y deben ser políticas de Estado. Es por esto por lo que las altas 

cortes, amparadas en la Constitución, emiten jurisprudencia exigiendo a las autoridades 

cumplimiento de derechos y de sus obligaciones como entidades competentes. Un ejemplo 

es la Sentencia STC 4360-20188 de la Corte Suprema de Justicia, en la cual se reconoce 

a la Amazonía como sujeto de derechos. Esto a raíz de una tutela presentada por un grupo 

de jóvenes, quienes manifestaron ver amenazados sus derechos, como generación futura, 

a la vida digna, a la salud, a la alimentación y al agua debido al no cumplimiento de la 

 
 

7 Villar Borda, L. (2007). Estado de derecho y Estado social de derecho. Revista Derecho del Estado, (20), 
73–96. Recuperado a partir de https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derest/article/view/705 
 
8 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona; 5 de abril de 2018. 
 

https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derest/article/view/705
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Constitución Política de Colombia [Const] Art. 79, que establece el derecho a vivir en un 

ambiente sano. Existen otros ejemplos como, la sentencia emitida por el Tribunal Superior 

del Distrito sala penal, que en fallo de segunda instancia, el 26 de abril de 20219, ordena a 

la Agencia Nacional de Tierras (ANT) y a su Consejo Directivo, darle trámite y culminar con 

los procesos de constitución de las Zonas de Reserva Campesina  (ZRC) de Güejar-Cafre, 

Losada Guayabero y Sumapaz. Esto debido a que el Tribunal evidencia dilación indebida 

para la toma de esta decisión por parte de la Agencia. Posteriormente se pone el caso a 

instancias de la Corte Constitucional a través del mecanismo de acción de tutela. 

 

Los anteriores son algunos ejemplos de cómo el orden constitucional y del Estado de 

Derecho, es el que establece el marco de actuación de las autoridades y consagra de 

manera jerárquica y superior lo acordado en la Constitución Política Nacional. Es por esto 

que en materia de políticas públicas y haciendo relación a lo fundamental, es necesario 

propender por políticas de Estado que trasciendan los gobiernos de turno y atiendan de 

manera estructural intereses colectivos y derechos, como por ejemplo la paz y el ambiente.  

 

En este sentido, la negociación del Acuerdo de Paz de 2016, se inicia a través de un 

respaldo que la Constitución confiere al presidente de la República a través de los Artículos 

22 “derecho fundamental a la paz” y 189.4, que habilitan la posibilidad al mandatario de 

iniciar negociaciones con grupos armados. Posteriormente se emite el Acto Legislativo 01 

de 2016 que permite la expedición de normas para la implementación del Acuerdo, previa 

revisión de su constitucionalidad. Es así como, este Acuerdo de Paz se consolida como 

Política de Estado. Es un deber por parte de los gobiernos que entran dentro del periodo 

de implementación del Acuerdo su cumplimiento. Otro debate es sobre cómo dan 

cumplimiento a este marco normativo y sobre las decisiones que se tomen como gobierno. 

Esto será objeto de análisis más adelante. Por ahora, la posición central, es cómo el 

Acuerdo de Paz de 2016 se constituye en una política de Estado, consagrada en la 

Constitución y en las normas que posteriormente fueron expedidas10, y cómo este marco 

 
 

9 Corte Constitucional. Acción de tutela instaurada por la Asociación Campesina Ambiental del Losada-
Guayabero y otros, contra la Agencia Nacional de Tierras -ANT- y el Consejo Directivo de la ANT. M.P. José 
Fernando Reyes Cuartas; SENTENCIA T-090 del 29 de marzo de 2023. 
10 A través del Procedimiento Legislativo Especial para la Paz (Fast Track) en Colombia se permitió expedir 
leyes y decretos para implementar el Acuerdo Final de Paz, entre estas normas son: Decreto 121 de 2017, 
sobre control constitucional, Decreto 191 de 2017, sobre el Fondo de Programas Especiales para la Paz, 

https://www.dejusticia.org/presentamos-una-tutela-para-exigir-que-se-garantice-el-derecho-al-territorio-campesino/
https://www.dejusticia.org/presentamos-una-tutela-para-exigir-que-se-garantice-el-derecho-al-territorio-campesino/
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normativo es de obligatorio cumplimiento por los gobiernos que tienen bajo su 

responsabilidad su implementación. 

 

Siendo el Acuerdo de Paz una política de Estado, el enfoque principal que esta política 

incorporó es el territorial, y lo hizo de manera central en el punto No. 1 RRI. Al respecto, 

Alejandro Reyes Posada, asesor en las negociaciones del punto No. 1 del Acuerdo, 

menciona que11: 

 

“Se acordó que el país debía hacer una reforma rural integral, integral en cuanto no 

solo cobijara el tema de la tierra, sino se decía, un pedazo de tierra que se entregue 

a una familia campesina no vale nada si no está cubierto con vías, con educación, 

con salud, con acceso al agua potable, con crédito agrario, con apoyos en 

mercadeo, asistencia técnica. A esto se refiere la integralidad de la reforma, pero, 

el corazón conceptual de la reforma que se pactó fue el enfoque territorial. Es un 

cambio grande del paradigma del problema agrario, porque, primero reconoce que 

Colombia no tiene un problema agrario, si no más o menos 100 problemas agrarios 

diferentes, porque Colombia tiene 100 territorios diferenciados. El enfoque territorial 

significa que el Estado debe territorializar sus políticas públicas, hacerlas 

diferenciadas según lo que necesiten los territorios, que no es igual de un territorio 

a otro. En un territorio se puede necesitar más educación, en otro se puede 

necesitar más crédito agrícola, en otro se puede necesitar llevar vías terciarias. El 

enfoque territorial, no corresponde a la división político administrativa del país, si 

no que corresponde a la geografía natural, social, económica y cultural del país, y 

no tienen una creación legal, no tienen una existencia legal los territorios. El 

enfoque territorial quedó en el acuerdo agrario de paz y poco a poco ha ido 

convirtiéndose en una realidad en la política pública que hoy conocemos como por 

ejemplo los PDET - Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial-, que están 

definidos para 170 municipios, de 16 territorios diferenciados que son las más 

 
 

Decreto 248 de 2017, sobre la implementación del Acuerdo de Paz, Decreto 587 de 2017, sobre el Comité de 
escogencia de la Jurisdicción Especial para la Paz, Decreto Ley 588 de 2017, sobre la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad, Decreto Ley 589 de 2017, sobre la Unidad de Búsqueda de personas dadas por 
desaparecidas. 
 
11 Reyes, A., & Reyes, C. (Presentadores). (2023, 25 de abril). Las Negociaciones (Episodio Tres, min. 9:37). 
En Padre Tierra. Spotify. https://open.spotify.com/show/67BxgTVF34cs95vfqxLTLK 



26 

 
afectadas por el conflicto armado, la pobreza, los cultivos ilícitos, etc.” (Reyes, A., 

2023, 9:37)       

 

En las negociaciones y posteriormente en el texto del Acuerdo, así como de la normatividad 

sobreviniente para la implementación, el enfoque territorial tiene un protagonismo. Este 

enfoque también tiene antecedentes en la Misión de Transformación del Campo (MTC) de 

2015, la cual si bien no fue convocada para asesorar el punto No. 1, si sirvió de plataforma 

conceptual, con datos e insumos técnicos para las negociaciones de este primer punto del 

Acuerdo y para la toma de decisiones de política en lo rural. Con el Acuerdo de Paz en 

Colombia, el enfoque territorial trasciende las causas de su concepción a inicios de siglo, 

y se configura como el camino pertinente para abordar las problemáticas rurales del país, 

que en gran parte son consecuencia del conflicto y de las omisiones y/o decisiones por 

parte del Estado. 

 

2.2 Antecedentes del Enfoque Territorial en Europa 

En este punto, quisiera hacer énfasis en los orígenes de la política rural europea que 

actualmente se implementa, la PAC (Política Agrícola Comunitaria). Esto con el objeto de 

encontrar desde allí las características de una política “Territorial”. En este sentido, me 

concentraré en las bases y principios de la PAC y del contexto de la época, lo cual da 

insumos para entender por qué el enfoque territorial es relevante y pertinente como 

enfoque de política. Desde 1988 a la fecha, Europa ha venido liderando una serie de 

políticas comunitarias, las cuales han reconocido los cambios en lo rural y la necesidad de 

equiparar brechas y diferencias de ciertos territorios rurales europeos, que presentaban 

bajos aportes a los productos internos brutos de sus países y a sus posibilidades de ser 

competitivos en relación a los demás. Estas políticas abrían los caminos hacia la 

constitución de la Unión Europea en 1992, buscando integrar territorios e intercambiar 

conocimientos y experiencias, a favor de la consolidación de una región y hacia una 

equitativa distribución de las inversiones, sobre todo focalizada hacia aquellas zonas que 

presentaban mayores disparidades.  
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La política rural a finales de la década de los 80 en Europa inicia con el documento The 

future of rural society12, que reconoce los cambios de la sociedad rural, la cual, presentó 

declive en muchas regiones de la Comunidad, pero especialmente en las zonas periféricas 

del Mediterráneo; por la despoblación y el abandono de la tierra en partes que son 

particularmente marginales, como ciertas colinas y zonas montañosas. En estas zonas, se 

produjo la reducción de la agricultura, por tal motivo, surgió la necesidad de diversificar las 

actividades en este sector y buscar otro tipo de ingresos. En materia presupuestal13, la 

ayuda estuvo destinada a iniciativas rurales familiares pequeñas y a las zonas con mayores 

desventajas estructurales, se hizo una apuesta por la calidad del producto y la innovación 

(que incluya etiquetas y las denominaciones de origen). 

 

El objetivo principal de la política regional fue fomentar la constitución de centros o polos 

productivos, a través del estímulo de iniciativas locales (pequeñas y medianas empresas) 

y el reconocimiento e identidad de un territorio. Se impulsaron iniciativas de turismo rural, 

servicios y transformación agropecuaria basada en los conocimientos propios y 

ancestrales, para la agroindustria local y de exportación. Se sumó a esta política, los 

centros educativos rurales para el desarrollo y el fortalecimiento de capacidades, y los 

instrumentos financieros de crédito y de fomento para las pequeñas y medianas empresas 

rurales. 

 

The future of rural society es el inicio de una política estructural denominada Liaison Entre 

Actions de Développement de l’Économie Rurale, la cual se conoce como el enfoque 

LEADER14, que inicia en los años 90 y que se mantiene a la fecha con repercusiones en 

todas las zonas rurales de la Unión Europea. Su propósito principal, fue y ha sido el 

involucramiento de la población rural en la toma de decisiones y en la definición de 

 
 

12 Comisión Europea. (1988). The Future of Rural Society. En: 
https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/en/P_88_100. 
 
13 Se crearon los Fondos Estructurales rurales, que fueron focalizados teniendo en cuenta el número de 
personas en la agricultura, su nivel de desarrollo agrícola, lo periféricos que son y como se vean afectados por 
los cambios en el sector especial en lo que respecta a la reforma de la agricultura común política. 
 
14 Comisión Europea. (2018). Kit Herramientas Leader. En: 
https://ec.europa.eu/enrd/sites/default/files/leader_clld-explained_es.pdf 
 

https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/en/P_88_100
https://ec.europa.eu/enrd/sites/default/files/leader_clld-explained_es.pdf
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presupuestos. De acuerdo con los documentos oficiales de la Unión Europea, este enfoque 

tiene siete características que se describen a continuación: 

 

1. Enfoque ascendente: es la participación de “abajo hacia arriba” por parte de la 

población rural, en la toma de decisiones que conciernen y hacen parte de su 

desarrollo. Esta participación se formaliza a través de los GAL (grupos de acción 

local), los cuales están integrados por una diversidad de representantes de la 

localidad.  

 

2. Enfoque basado en la zona o enfoque territorial: se supera la visión de 

financiación por proyectos, y se busca financiar en conjunto las prioridades 

identificadas por los GAL en un territorio específico. Para poder hacer esta 

priorización y financiación, el territorio debe cumplir con unas condiciones:  

 

• Son territorios demarcados, no necesariamente por límites geográficos, 

sino por una identidad local, por compartir tradiciones e intereses comunes. 

Estos criterios de definición de territorios son más funcionales que de tipo 

administrativo. Así mismo, la Unión Europea incorpora en la misma línea 

de funcionalidad de criterios, un rango mínimo y tope de población, la cual 

está entre los 10.000 a 150.000 habitantes. 

 

• Este territorio debe contar con una masa crítica, cohesión y capacidades, 

que le permita asumir y sostener las inversiones que se hagan. El territorio 

y las prioridades presentadas deben ser viables. Muy difícilmente en un 

territorio que no tenga capital humano con voluntad y capacidades, se van 

a poder desarrollar estrategias sostenibles. 

 

• Los territorios definidos se pueden modificar teniendo en cuenta las 

prioridades de desarrollo que se vayan identificando. 

 

3. Asociación local: es la gobernanza y el espacio de toma de decisiones, en el cual 

convergen representantes del sector privado, sociedad civil y sector público, 

ningún sector puede superar en representatividad más del 49%. 
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4. Enfoque integrado y multisectorial: se parte del territorio y las prioridades desde 

allí definidas, con el objeto de atender de manera coherente las necesidades 

identificadas, en temas de educación, infraestructura, mercados, etc. Estas 

temáticas son diversas, y desde una política sectorial se atenderían de manera 

segmentada. Desde una visión multisectorial, se integran todas estas temáticas 

sobre un foco, el cual es el territorio.  

 

5. Trabajo en red15: consiste en conectar a las GAL de los diferentes Estados 

miembros, con el objeto de cooperar, establecer apoyos, promover intercambio de 

experiencias, entre estos grupos de acción. La red es mucho más amplia, y 

conecta a las redes rurales nacionales que son creadas en cada uno de los países 

europeos. 

 

6. Innovación: el valor agregado del enfoque Leader es la permanente innovación y 

la resolución de problemáticas o necesidades teniendo en cuenta varias 

alternativas y no cayendo siempre en las recurrentes formas de abordarlos. A las 

GAL se les brinda la posibilidad de tomar ciertos riesgos e implementar acciones 

con ideas nuevas y diferentes. 

 

7. Cooperación: es un relacionamiento de apoyo financiero, técnico y de 

experiencias, al interior de los territorios, entre Estados miembros y a nivel 

internacional. Este intercambio y apoyo externo, debe ser establecido de manera 

estratégica identificando bien los actores a involucrar y los asuntos a tratar. 

 

Desde los años 90, este enfoque se ha renovado y ajustado, teniendo en cuenta que los 

territorios rurales son cambiantes y las necesidades también. Inicialmente este enfoque 

estaba direccionado únicamente a los territorios que presentaban mayores disparidades, 

posteriormente se amplió a todos los territorios rurales. De la misma manera ha sido 

permanentemente evaluado y revisado su presupuesto, incluso en momentos de crisis 

económica como la del año 2008, que implicó buscar nuevas fuentes de financiación y 

 
 

15 Comisión Europea (2020). Red Europea de Desarrollo Rural. https://ec.europa.eu/enrd/sites/enrd/files/publi-
enrd-booklet-2016-es.pdf 
 

https://ec.europa.eu/enrd/sites/enrd/files/publi-enrd-booklet-2016-es.pdf
https://ec.europa.eu/enrd/sites/enrd/files/publi-enrd-booklet-2016-es.pdf
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compromisos comunitarios por parte de la Comisión Europea. En una de sus más recientes 

evaluaciones,16 la cual cubrió el periodo 2014 – 2020, se ratificó el impacto de este enfoque 

y de su alcance en relación a la dinamización de los GAL. Es así como, de 7.000 millones 

de euros invertidos (que es alrededor del 7 %, del presupuesto Fondo Europeo Agrícola 

de Desarrollo Rural –FEADER-) se establecieron 2.784 GAL. Por otra parte, esta 

evaluación también encontró que la política ha sido capaz de atender de manera pertinente 

y adaptada a los contextos rurales las necesidades allí identificadas. 

Por supuesto, esta política ha presentado debilidades, las cuales han sido identificadas en 

la evaluación mencionada, como:  

• Falta de diálogo regular entre las estructuras de los GAL y hacia afuera para 

implicar a otros actores. 

• Se requieren renovar y ampliar a más actores, los espacios de participación de los 

GAL. 

• Se presentan altas cargas administrativas en la ejecución de los fondos asignados, 

lo cual repercute en los resultados y en la calidad de los proyectos a implementar.  

 

A pesar de las debilidades encontradas, el enfoque Leader se complementa también con 

la reglamentación comunitaria, expedida por el Parlamento Europeo que, de manera 

integrada a las iniciativas locales, busca atender problemáticas globales de la Unión 

Europea o de un territorio rural en específico. Un ejemplo de ello es el REGLAMENTO 

(CE) No 1698/2005 DEL CONSEJO17, de fecha 20 de septiembre de 2005, relativo a la 

ayuda al desarrollo rural a través del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural – 

FEADER-, al respecto el reglamento parte del siguiente principio: 

“La política de desarrollo rural debe acompañar y completar las políticas de ayuda 

al mercado y a los ingresos aplicadas en el marco de la política agrícola común y 

contribuir de este modo a la consecución de los objetivos políticos establecidos en 

 
 

16 Comisión Europea. (2022). Evaluation support study on the impact of leader on balanced territorial 
development. https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/bd6e4f7c-a5a6-11ec-83e1-
01aa75ed71a1/language-en 
 
17 Comisión Europea. (2005). Reglamento No. 1698 de 2005. En: https://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/ALL/?uri=CELEX%3A32005R1698 
 

https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/bd6e4f7c-a5a6-11ec-83e1-01aa75ed71a1/language-en
https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/bd6e4f7c-a5a6-11ec-83e1-01aa75ed71a1/language-en
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/ALL/?uri=CELEX%3A32005R1698
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/ALL/?uri=CELEX%3A32005R1698


31 

 
el Tratado. La política de desarrollo rural debe tener en cuenta también los objetivos 

generales en materia de política de cohesión económica y social establecidos en el 

Tratado y contribuir a su consecución, integrando al mismo tiempo las demás 

importantes prioridades políticas recogidas en las conclusiones de los Consejos 

Europeos de Lisboa y Gotemburgo relativas a la competitividad y el desarrollo 

sostenible.” (Comisión Europea, 2005). 

Como puede observarse, este reglamento del 2005 incorpora desde el inició de la 

implementación del enfoque Leader, un principio de coherencia entre los presupuestos 

comunitarios y los propios de los Estados miembros, así como con las políticas y 

decisiones como Unión Europea, como Estado miembro y a nivel local. En las 

consideraciones de esta reglamentación, se hace énfasis en la política de desarrollo rural 

común y localizada, y en la integralidad que debe haber entre las prioridades allí 

establecidas: 

“(9) Sobre la base de las directrices estratégicas, cada Estado miembro debe 

elaborar su plan de estrategia nacional de desarrollo rural, el cual constituirá el 

marco de referencia para la elaboración de los programas de desarrollo rural. Los 

Estados miembros y la Comisión deben presentar informes sobre el seguimiento 

de la estrategia nacional y comunitaria. 

(10) La programación del desarrollo rural debe ajustarse a las prioridades 

comunitarias y nacionales y completar las demás políticas comunitarias, 

especialmente la política relativa a los mercados agrícolas, la política de cohesión 

y la política pesquera común”. (Comisión Europea, 2005) 

Con el objeto de tener una comprensión más general de esta política y la manera como se 

encuentra dentro de las disposiciones comunitarias de la Unión Europea, se propone el 

siguiente esquema: 
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Figura 1. Esquema Política Agrícola Común (PAC) 

Enfoque Leader 

 

 

Fuente: Elaboración propia 

 

A la fecha, se mantienen los mismos principios de inicio del siglo y esquema de operación 

de la PAC. El enfoque Leader se sigue implementando, ahora bajo la PAC 2023 – 2027. 

Esta PAC, trae nuevos retos, ya que la política ha tomado un viraje hacia la protección de 

lo ambiental, lo cual implica adecuar las herramientas de este enfoque, hacia las 

necesidades y requerimientos que surjan de las zonas rurales, debido a que están 

recibiendo una carga de normativas que los obliga a modificar sus modelos de producción.  

 

Esto ha generado que la política europea sea cuestionada por los agricultores, 

presentándose manifestaciones a inicios del año 2024. Los motivos están relacionados 

con las estrategias marco de la comunidad como lo es el pacto verde, el cual, dentro de 

sus metas, tiene previsto la producción agropecuaria cada vez más limpia. Esto implica la 

reducción de pesticidas, químicos y transformación de sistemas de producción. Las 

medidas no solo están dirigidas a los países de la Unión Europea, sino también al comercio 

internacional y a quienes quieran exportar sus productos a la Unión Europea. Colombia en 
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el 2023, en conjunto con otros países18 presentaron una reclamación para la revisión del 

reglamento contra la deforestación, el cual podría afectar la exportación cercana de café y 

aceite de palma a esta región.  

 

Los agricultores europeos, han sido subsidiados de manera significativa, tanto así, que un 

72% del presupuesto de la PAC19 se dirige a ayudas directas, como: estabilizar ingresos 

por costos que los mercados no compensan, las medidas para atender por ejemplo una 

caída de precios y los programas para atender el desarrollo rural. Estas ayudas directas 

tuvieron que incluir apoyos relacionados también con la preparación que estos agricultores 

deben tener para atender estas medidas ambientales exigibles en la política común 

europea.  

 

Para cerrar, el enfoque Leader, y en general la política europea de desarrollo rural, nos 

deja los siguientes aprendizajes de política: 

 

Aportes del Enfoque Leader para una política con Enfoque territorial 

 
1. La definición de presupuestos focalizados del nivel nacional, territorial y 

comunitario. 
2. La coherencia entre las políticas comunitarias, nacionales, territoriales y/o 

regionales, dando prioridad a lo local. 
3. La constitución de redes de apoyo, aprendizaje y mejoramiento de prácticas 
4. La evaluación permanente, que permite tener políticas más pertinentes. 
5. La multisectorialidad y la atención de las necesidades y problemáticas rurales 

desde los análisis locales. 
6. La participación local y la toma de decisiones integrando a diversos actores, 

tomando medidas para que ninguna de los intereses o posiciones se 
sobrepongan o sean superiores. 

7. La heterogeneidad de los territorios rurales, motivo por el cual se definen 
diferentes presupuestos y políticas, no son disposiciones homogéneas. 
 

Fuente: Elaboración propia 

 

 
 

18 En: https://elpais.com/clima-y-medio-ambiente/2023-09-11/brasil-mexico-colombia-indonesia-y-otros-13-
paises-reclaman-a-la-ue-que-reconsidere-su-ley-contra-la-deforestacion.html 
 
19 En: https://agriculture.ec.europa.eu/common-agricultural-policy/cap-overview/cap-glance_es 

https://elpais.com/clima-y-medio-ambiente/2023-09-11/brasil-mexico-colombia-indonesia-y-otros-13-paises-reclaman-a-la-ue-que-reconsidere-su-ley-contra-la-deforestacion.html
https://elpais.com/clima-y-medio-ambiente/2023-09-11/brasil-mexico-colombia-indonesia-y-otros-13-paises-reclaman-a-la-ue-que-reconsidere-su-ley-contra-la-deforestacion.html
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2.3 Aportes de los autores latinoamericanos al 
Enfoque Territorial 

 

Son múltiples los autores que desde finales de los años 90 e inicios del 2000 vienen 

planteando abordajes y enfoques de política con el objeto de reducir la pobreza rural y las 

brechas entre lo urbano y lo rural. Esto teniendo en cuenta que la concepción de lo rural 

requiere de un cambio y de una atención diferenciada, ya que las problemáticas rurales 

son múltiples y diversas. 

Las cifras muestran que, si bien para el año 2000 se incrementó la población urbana en 

relación con la rural, la pobreza fue mayor y más acentuada en lo rural. Citando a la CEPAL 

(Echeverria, 2000, P.148)20, en materia porcentual, la pobreza rural a finales de los años 

90 incluso alcanzó a triplicar la pobreza urbana. Mientras en lo urbano se llegó a un 30% 

de pobreza y un 10% de pobreza extrema, en lo rural aumentó la situación de pobreza en 

un 54% y pobreza extrema en un 31%.  

Los años 90 se caracterizaron por la consolidación de la apertura de la economía, la cual 

redujo las políticas proteccionistas por parte del Estado, principalmente las dirigidas al 

sector agropecuario. Los acuerdos comerciales entre países y la posibilidad de importar a 

un menor precio, hizo que algunas agroindustrias se quebraran. La producción 

agropecuaria que logró sobrevivir fue aquella que ya contaba con un mercado externo o 

interno sólido, y con las posibilidades de mantenerse. Esta situación hizo que gran parte 

de los empleos rurales se perdieran. A esto se sumó la baja inversión pública en 

infraestructura y bienes en las zonas rurales, que no contribuyó a la sostenibilidad del 

sector. Al respecto, fue una constante en la política latinoamericana de los años 80 y 90, 

que la inversión rural se concentrara en la producción de alimentos a gran escala y se 

descuidaran los bienes públicos sociales dirigidos hacia la educación, salud, vivienda, 

comunicación y acceso rural (CEPAL, 2016)21.  

 
 

20 Echeverría, R.G. (2000). Opciones para reducir la pobreza rural en América Latina y el Caribe, Revista de la 
CEPAL 70. En: https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/4a8ae60d-97ef-49c8-8869-
2b946866d3e6/content 
 
21 Ramírez, J., Renata, P., Acosta, O & Uribe, L. (2016). Bienes y servicios públicos sociales en la zona rural 
de Colombia Brechas y políticas públicas. Bogotá, Colombia: CEPAL. 
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Las inversiones públicas tenían un claro enfoque hacia el crecimiento de las ciudades y los 

servicios que esta población demandaba. Los polos de desarrollo se concentraron 

alrededor de las mismas, y lo rural seguía siendo concebido solo como lo agropecuario, lo 

distante y lo de difícil acceso. En estas zonas rurales, también convergen una diversidad 

de poblaciones, como la indígena y afrodescendiente, que, según la CEPAL, son los más 

pobres de los pobres rurales.  

En la actualidad, y citando de nuevo a la CEPAL22 (CEPAL, 2024, P. 21 y 22) de 45,3% de 

pobreza en la región a inicios de los 2000, en la primera década del siglo, se presentó una 

reducción de la pobreza, la cual llegó al 27,7%. Sin embargo, estos avances se vieron 

afectados por la pandemia en 2020, lo cual aumentó la cifra en 32,8%. A la fecha, nos 

encontramos en una cifra de pobreza del 26,8%, que muestra avances en los últimos 20 

años, los cuales hipotéticamente podrían estar mejor, si no fuera por la pandemia en 2020.  

Por otra parte, en Latinoamérica el acceso a la tierra ha sido una problemática latente, la 

cual ha incidido en profundizar las condiciones de pobreza rurales. De cara a los años 90’ 

y 2000, quienes tienen acceso a la tierra tienen mayores facilidades para acceder a la 

tecnología, al crédito y a la información de mercados. Esta dinámica fomentó con gran 

fuerza las exportaciones, la dependencia a las importaciones de ciertos productos, la 

reducción de las semillas locales, esto por las exigencias de los mercados en las 

características de calidad e inocuidad de productos agro y, por ende, en la desmejora de 

la alimentación rural y, por supuesto, también urbana (se limita el acceso a ciertos 

alimentos). Los paquetes de agro insumos tienen un costo alto y son necesarios para 

responder a los requerimientos de los mercados. Al respecto, tiene un peso importante el 

contar con los ingresos para adquirirlos, lo que hace cada vez más “exclusiva” la 

participación en las dinámicas de mercado. 

Con este panorama, y con el nuevo papel del Estado de una intervención más regulada 

por lo macroeconómico23, durante las décadas mencionadas los sistemas de compras 

 
 

22 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Panorama Social de América Latina y el 
Caribe, 2024 (LC/PUB.2024/21-P/Rev.1), Santiago, 2024. 
 
23 La OMC (Organización Mundial para el Comercio) hace un seguimiento y solicita reportes anuales a los 
países de sus decisiones de política en relación a los subsidios, compensaciones por tipos de cambio 
diferenciados, fijación de precios básicos, entre otros.  
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públicas se fueron extinguiendo, así como, los servicios de acopio público o de 

estabilización de precios. Era lógico, que la consecuencia de todo este contexto descrito, 

así como la baja inversión rural y la falta de preparación de los países latinoamericanos 

para enfrentar los mercados, dejó en la pobreza a un porcentaje alto de pobladores rurales 

(DNP, 1996)24. 

Estas causas de la pobreza rural fueron abordadas por Schejtman y Berdegué (2004) a 

través de su documento sobre el enfoque territorial en Latinoamérica 25. Ambos autores 

encaminan el enfoque territorial, como una respuesta hacia el comercio global y la 

competitividad que se exige. Se suma a este esfuerzo Sepúlveda y otros autores (2003)26, 

con una propuesta de enfoque territorial que brinda elementos más allá de los demandados 

por el mercado y le da un valor al capital humano, social y natural del territorio rural.  

Estos autores abogan por un nuevo enfoque de política que considere la diversidad y la 

heterogeneidad de lo rural, mire lo rural no solo como lo agropecuario y vea que en el 

campo la población requiere de alimentación local y diversificada, que el campo también 

brinda servicios y posibilidades de hacer turismo y/u otro tipo de economías, y que tiene 

un papel fundamental en la conservación y cuidado de los recursos naturales. Así mismo, 

que el campo requiere tener un vínculo con lo urbano, es decir, no se puede abordar lo 

urbano sin tener en cuenta lo rural y viceversa. Es una visión más amplia y no segmentada 

de lo rural, la cual tiene como base el territorio, como unidad de intervención de política. 

Edelmira Pérez (Pérez, 2004, P. 182) desde su planteamiento de la nueva ruralidad 

cuestiona cómo toda esa visión de desarrollo, que tiene sus inicios en la industrialización 

del siglo XIX, va relegando lo rural hacia lo atrasado. Se suma a esa visión de desarrollo, 

 
 

24 Departamento Nacional de Planeación, DNP, (1996). Documento CONPES- Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Idema. En: 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/2884.pdf 
 
25 Schejtman, A., & Berdegué, J. (2004). Desarrollo Territorial Rural. Centro Latinoamericano para el Desarrollo 
RuralRIMISP.En:https://www.rimisp.org/wpcontent/files_mf/1363093392schejtman_y_berdegue2004_desarrol
lo_territorial_rural_5_rimisp_CArdumen.pdf  
 
26 Sepúlveda, S., Rodríguez, A., Echeverri, R., & Portilla, M. (2003). El enfoque territorial del desarrollo rural. 

Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura IICA. En: 

https://repositorio.iica.int/bitstream/handle/11324/7536/BVE19039821e.pdf?sequence=1&isAllowed=y 

 

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/2884.pdf
https://www.rimisp.org/wpcontent/files_mf/1363093392schejtman_y_berdegue2004_desarrollo_territorial_rural_5_rimisp_CArdumen.pdf
https://www.rimisp.org/wpcontent/files_mf/1363093392schejtman_y_berdegue2004_desarrollo_territorial_rural_5_rimisp_CArdumen.pdf
https://repositorio.iica.int/bitstream/handle/11324/7536/BVE19039821e.pdf?sequence=1&isAllowed=y
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la globalización económica, y sus efectos para quienes no estuvieron preparados. En 

ambos escenarios, persiste y persistió la pobreza.   

Con el propósito de contar con unas bases que permitan la construcción de políticas con 

este enfoque, estos autores propusieron unos elementos que sirven como base estructural 

para implementarlo.  

A continuación, se hace una compilación e interpretación de las características que, según 

los autores descritos, coadyuvan a la construcción de políticas con enfoque territorial. El 

ejercicio presentado muestra una selección de los elementos que se consideraron 

relevantes en este trabajo para construir un concepto de lo que es este enfoque. Así 

mismo, corresponden a reflexiones teóricas de los primeros años de este siglo con el objeto 

de adentrarse en el origen y contexto histórico del enfoque. También, son la base 

conceptual para la construcción propia de los criterios del enfoque territorial que este 

trabajo propone.     

• Territorio: los autores que analizan el enfoque territorial coinciden en que el 

territorio no se limita a una división administrativa entre municipios y 

departamentos, sino que es un concepto más amplio que involucra otro tipo de 

criterios cercanos a lo cultural, a la identidad sobre un lugar y a las interacciones 

sociales y económicas entre sus pobladores. El territorio, según el documento del 

IICA (Sepúlveda, Rodríguez, Echeverri y Portilla, 2003, P. 69) “es considerado 

como un producto social e histórico lo que le confiere un tejido social único, dotado 

de una determinada base de recursos naturales, ciertas formas de producción, 

consumo e intercambio, y una red de instituciones y formas de organización que se 

encargan de darle cohesión al resto de los elementos”. Es así como se convierte 

en un desafío para la política pública, implementar estrategias que superen los 

límites espaciales, más teniendo en cuenta que mayoritariamente la política se 

implementa de forma sectorial. 

  

• Interacciones rurales – urbanas: este elemento planteado por Edelmira Pérez 

desde la nueva ruralidad, es incluido en el enfoque territorial como parte del 

reconocimiento de esas relaciones que existen y que son determinantes para definir 

una política territorial. No es posible obviar la relación entre el campo y la ciudad, 
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existen diversos intercambios en materia de salud, educación, trabajo, etc. que 

generan conexiones para la construcción de políticas pertinentes. 

 

• La transformación productiva y el desarrollo institucional se deben abordar 

de manera simultánea. El desarrollo institucional hace referencia a la interacción 

de actores y a los espacios de gobernanza, a la posibilidad de tener incidencia y 

participar en la definición de la toma de decisiones. Esta construcción de 

institucionalidad también hace referencia a la creación de redes, alianzas y 

escenarios impulsados por lo público, o por la sociedad civil o lo privado, en los 

cuales puedan interactuar todos estos actores. Al mismo tiempo que se consolida 

el diálogo, se debe trabajar en las iniciativas productivas y en cómo ese diálogo o 

alianzas, contribuyen a la sostenibilidad y desarrollo de estas. Con frecuencia, 

vemos los proyectos productivos fracasar, porque no logran la comercialización o 

no tuvieron en cuenta al mercado, y los esfuerzos se pierden ya que se 

concentraron en las mesas o talleres de participación o de incidencia. Ambos 

elementos, tanto la participación como la iniciativa productiva, son determinantes, 

no se puede descuidar el uno sobre el otro. 

 

• Los programas de desarrollo territorial rural deben operar con un concepto 

ampliado de lo rural. No se trata solo de iniciativas o proyectos de desarrollo rural 

aislados, el objetivo es lograr integrar lo rural a lo urbano y establecer o fortalecer 

esos vínculos de interacciones comerciales, sociales, culturales, etc. La unidad de 

trabajo es el territorio, el cual es ampliado y se define teniendo en cuenta esas 

interacciones y cómo las mismas contribuyen a la superación de brechas. 

 

• El territorio es un espacio con identidad y con un proyecto de desarrollo 

concertado socialmente. Las divisiones administrativas de los territorios 

responden a criterios legales que posibilitan desde las autoridades centrales y 

locales, la designación de presupuestos, la toma de decisiones, el recaudo de 

impuestos, los asuntos electorales, etc. Sin embargo, esta división no siempre 

coincide con los lazos culturales o de identidad que unen a las poblaciones, o con 

las demandas y ofertas potenciales que se pueden establecer entre zonas. El 

enfoque territorial busca superar esas limitaciones administrativas y abrir el 

espectro de la política a esas relaciones de identidad, las cuales deben ser 
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aprovechadas por su potencial de sostenibilidad. Las intervenciones en territorios 

donde no exista ese relacionamiento cultural o estratégico, se quedan en acciones 

puntuales con pocas posibilidades de mantenerse en el tiempo. 

 

• Los programas de desarrollo territorial deben considerar explícitamente la 

heterogeneidad de los territorios. Los autores Schejtman y Berdegué, (2004) 

plantean este elemento desde el punto de vista de la cantidad de actores en un 

territorio, principalmente productivos, como empresas, comercializadoras, 

transformadoras, etc. La propuesta es ubicar a estos actores, sus relaciones 

comerciales ya existentes y las que tienen potencial. En ese mapeo, se verán 

territorios con escasa presencia de empresas, otros con recursos y un alto potencial 

de interacción y generación de relaciones. Es a esta “heterogeneidad” a la que 

hacen relación los autores, a la disparidad en capacidades, recursos, 

infraestructura, etc. que existen entre los territorios, y en la necesidad de asociarlos 

favoreciendo las interacciones de producción y comercialización. 

 

• Tener en cuenta las distintas rutas de salida de la pobreza. Aprovechar la 

identidad local y los recursos disponibles. No solo los commodities o productos 

básicos son los que se deben incentivar. Los territorios pueden prestar otros 

servicios y generar productos para nichos específicos de mercado o integrarse a 

cadenas existentes o promisorias. 

 

• Compleja arquitectura institucional. Es una institucionalidad orientada a 

enfrentar las fallas de mercado y abrir las posibilidades de la población más 

vulnerable a equilibrar esos desbalances, con el objeto que, puedan participar en 

mejores condiciones. 

 

Si bien el foco principal ha sido el contexto de inicios y antecedentes del enfoque territorial, 

quisiera plantear el estado más reciente de este enfoque según los autores ya 

mencionados y otros que han trabajado el tema. En los últimos 20 años, se han 

desarrollado múltiples experiencias de enfoque territorial en toda Latinoamérica, 

impulsadas ya sea por las mismas entidades de gobierno o por organizaciones de la 

sociedad civil. Los análisis de estas experiencias han permitido decantar el concepto, más 
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hacia los desafíos que implica su implementación, que hacia los elementos que lo 

constituyen.  

 

Lo primero que hay que resaltar es que el enfoque territorial fue relevante en el discurso 

de las políticas rurales en Latinoamérica y se convirtió en un punto de referencia reiterativo, 

casi obligatorio de mencionar. Lo cierto, es que su implementación es un desafío debido a 

que no es un enfoque de política convencional, como lo ha sido el sectorial o el poblacional.  

 

Como fue mencionado anteriormente, requiere de una serie de elementos y características 

que implican mayor articulación institucional, periodos más largos de implementación y 

flexibilidad de los marcos normativos institucionales. Autores como Berdegué y Favareto, 

(2019, P. 7)27 han señalado otro punto importante que revela el estado actual de este 

enfoque, y es la falta de evaluaciones rigurosas a programas o políticas que lo 

implementen, en este momento se puede decir que no se cuenta con análisis que muestren 

resultados e impactos contundentes.  

 

Esto nos lleva a afirmar que a la fecha tenemos diversos programas, proyectos y políticas 

que incluyen en su denominación o principios este enfoque, pero que con certeza no 

conocemos si efectivamente el mismo hace la diferencia en las políticas rurales.  Se cuenta 

en Latinoamérica con un número importante de iniciativas denominadas como territoriales, 

las cuales probablemente a nivel de proyecto presentan resultados positivos en su 

implementación e interacción con el territorio, sin embargo, a nivel de política es en donde 

se encuentran los vacíos. Los desafíos se presentan en el nivel de las instituciones de 

gobierno nacional, en los programas ministeriales, en la definición de presupuestos y en 

los mecanismos de implementación de política, los cuales están cada vez más alejados de 

las dinámicas territoriales. 

 

Lo cierto es que este enfoque ha sido creado con el fin de superar las brechas entre lo 

rural y lo urbano y de transformar la manera de hacer y abordar las políticas rurales. En 

este sentido, el concepto ha evolucionado más hacia los retos en su implementación, que 

 
 

27 Berdegué, J.A. y Favareto, A. 2019. Desarrollo Territorial Rural en América Latina y el Caribe. 2030 - 

Alimentación, agricultura y desarrollo rural en América Latina y el Caribe, No. 32. Santiago de Chile. FAO. 18 
p. 
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hacia la inclusión de nuevos elementos. Los autores no difieren demasiado en su 

concepción y estructura, se puede decir que hay más complementariedad que 

desacuerdos. Las diferencias teóricas podrían estar más encausadas en la manera de 

abordar el enfoque, por ejemplo, Schejtman y Berdegué (2004) son de corte más 

economicista, su centro es la superación de la pobreza a través de la generación de 

ingresos y el desarrollo productivo territorial. Las características que resaltan del enfoque 

están relacionadas en cómo debería funcionar el Estado, en materia de provisión de bienes 

y servicios públicos y en la consolidación de cadenas de valor. Otros autores, le dan un 

tinte más dirigido a las características culturales, identitarias y ambientales de los 

territorios, dando primacía a los espacios de gobernanza propios y los mecanismos de 

coordinación que se crean a nivel local (Samper, 2020)28. Este trabajo recoge estas 

posiciones, ya que como se mencionó, se consideran complementarias y no riñen entre sí. 

Para transformar un territorio rural se requieren políticas que lo conciban en su integralidad, 

que entiendan sus dinámicas y permitan mecanismos flexibles de implementación.   

 

Como lo mencioné, el estado actual del enfoque territorial amerita reflexionar sobre sus 

desafíos, al respecto, cito a Berdegué, Christian y Favareto (2020, P. 41)29, quienes, en un 

trabajo de compilación de iniciativas con enfoque territorial en Latinoamérica, concluyen 

que el enfoque territorial sigue siendo el más acertado para abordar las políticas rurales, 

pero que su implementación no se ha podido dar con plenitud. La multisectorialidad es uno 

de los cuellos de botella más críticos, lo sectorial sigue predominando, es la manera 

tradicional de ejecutar la política. Cambiar, por ejemplo, los mecanismos de financiación y 

de asignación de presupuestos, los cuales generalmente son ministeriales, es un factor 

que pesa, ya que son los ministerios representantes de los sectores los responsables de 

implementarlos. Por otra parte, la falta de mecanismos de coordinación entre entidades de 

gobierno y otros actores como el sector privado, no favorece la implementación 

multisectorial, quien termina cooptando tanto a nivel financiero como técnico, es el 

ministerio o la entidad encargada del programa territorial.      

 
 

28 Samper, M. (2020). Aprendizajes de experiencias latinoamericanas en gestión social del desarrollo territorial: 
Reflexiones e implicaciones conceptuales, metodológicas y político – institucionales. Cuaderno de trabajo 
sobre inclusión No. 20. IICA. 
 
29 Berdegue, J.,Christian, C. & Favareto, A. (Ed). (2020). Quince años de desarrollo territorial rural en América 
Latina: ¿qué nos muestra la experiencia?. – 1a ed. – Ciudad Autónoma de Buenos Aires: Teseo. 



42 

 
  

Teniendo en cuenta los elementos anteriormente planteados, quisiera hacer énfasis en un 

punto que es crucial del enfoque territorial y es la necesidad de superar la dicotomía entre 

lo rural y lo urbano. Al respecto, en Colombia se presentaron dos estudios base para la 

estructuración de políticas públicas en materia de desarrollo territorial, estos son: la Misión 

del Sistema de Ciudades (2014) y la Misión de Transformación del Campo (2015). A 

continuación, se presenta un análisis de sus aportes hacia el concepto de enfoque 

territorial. 

2.4 ¿Qué es lo rural?30 

 

La Misión del Sistema de Ciudades (MSC, 2014)31 tenía como propósito analizar la 

situación de los territorios con mayores aglomeraciones. Esto teniendo en cuenta que hacia 

el 2050, se tiene previsto que el 86% del territorio nacional será urbano (DNP, 2017, P.7). 

Hacia la época de la misión, el porcentaje de urbanización era de un 76%, correspondiente 

a 34,7 millones de personas en lo urbano (CONPES 3819 de 2014) y lo rural correspondía 

al 23,7% (DNP, 2014, P.12).  

 

En contraste, la Misión de Transformación del Campo (MTC, 2015) aporta una cifra mayor 

de población rural de 30,4% (DNP, 2015, P. 32).  Es de aclarar que el concepto de ruralidad 

no estaba definido y se consideraba por el DANE como “el resto” aquello que está fuera 

de las cabeceras o de los centros poblados. Al respecto, la MTC, abre el concepto de lo 

rural a una serie de categorías que contemplan diversas ruralidades, entre esta la ruralidad 

dispersa. Una categoría no visible aún, pero que integra los municipios que cuentan con 

cabeceras reducidas y una densidad poblacional de menos de 50 habitantes por Km2. Son 

318 municipios con ruralidad dispersa, que corresponden a 3.6 millones de personas y 

cubre un 64.9% del territorio nacional. 

 
 

30 Es de aclarar que, para efectos del presente trabajo, se contempla el concepto de rural que se propone para 
la toma de decisiones de política, es decir los documentos elaborados y aprobados por el DNP. Esta definición 
tuvo en cuenta principalmente elementos como la densidad poblacional y las distancias entre centros poblados, 
no tuvo en cuenta aspectos culturales, sociales o de identidad. 
 
31 La MSC se desarrolló durante los años 2012 y 2013, la publicación de sus resultados se realizó en el 2014. 
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La MTC aporta un concepto de lo que es rural, ampliando una visión que se integra al 

sistema de ciudades como un instrumento para cerrar las brechas entre el campo y la 

ciudad. A continuación, los resultados de la clasificación de la ruralidad: 

 

Tabla 1. Categorías Ruralidad 

Categorías Número de 
municipios y 
ANM* 

Población 
Cabecera 

Población 
resto 

Población 
rural 

Población 
total 

Ciudades y 
aglomeraciones  

117 28.529.930 2.088.360 2.088.360 30.618.290 

Intermedios 314 4.644.221 3.337.839 3.337.839 7.982.060 

Rural 373 2.291.912 3.110.823 5.402.735 5.402.735 

Rural disperso 318 893.205 2.765.497 3.658.702 3.658.702 

Total General 1.122 36.359.268 11.302.519 14.487.636 47.661.757 

Porcentaje de la 
población 

 76.3% 23.7% 30.4%  

*ANM áreas no municipalizadas 

 

Fuente: Tomo I – El Campo Colombiano un camino hacia el bienestar y la Paz (2015).32 

 

Estas cuatro categorías proponen un espectro más amplio para la focalización de políticas 

públicas y logra visibilizar a una población inmersa en las ciudades que es rural, así como 

municipios rurales. Un punto que quisiera resaltar de este ejercicio de definición de 

categorías, fue la necesidad de un diálogo entre ambas misiones. Se requirió entender 

donde se encuentra lo rural para poder establecer lo urbano, de la misma manera lo urbano 

se define en su conexión con lo rural. Son categorías que necesariamente interactúan. 

En conclusión y para efectos de la política pública, la ruralidad ya no solo es lo que está 

fuera de lo urbano, la ruralidad es diversa y requiere entenderse desde lo territorial, es 

decir, desde su interacción con los municipios, ciudades y centros poblados. En este 

sentido, quisiera resaltar un concepto que fue planteado en la MSC y que considero clave 

para ver la ruralidad desde el enfoque territorial, y es el de territorios funcionales. 

 
 

32 Departamento Nacional de Planeación. (2015). Misión de Transformación del Campo: Tomo I. En: 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Agriculturapecuarioforestal%20y%20pesca/TOMO%201.pdf. 
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2.5. Territorios funcionales 

 

Estas propuestas de hacer territorios funcionales surgen de las teorías de clúster o de 

aglomeraciones que buscan dinamizar la economía en un territorio específico. Se tiene 

como centro, una iniciativa productiva líder que escala otras economías y hace más 

eficiente la producción y la comercialización. El objeto es concentrar los eslabones de una 

cadena productiva en un solo espacio, aprovechando los potenciales y recursos con los 

que cuenta ese territorio para consolidar redes de proveeduría y servicios que mejoren los 

procesos y la hagan más competitiva. Si bien, se parte desde la dinamización de las 

economías y el fin de hacerlas más eficientes, lo que extraen los territorios funcionales de 

estas teorías, son las interacciones que se presentan entre diversos actores y la manera 

como estas impulsan el desarrollo en un territorio. 

El Departamento Nacional de Planeación (DNP) con el objeto de plantear estrategias que 

ayuden a superar las inequidades territoriales del país, propuso en el 2013 los lineamientos 

de focalización territorial para la política de generación de ingresos33. A través de un 

análisis de la movilidad laboral, de las distancias entre municipios y ciudades, de la oferta 

en educación, de la presencia de industrias y potenciales inversiones, reconoció en el país 

tres nodos de desarrollo. Los lineamientos principales de este estudio consistieron en el 

mercado laboral, en la oferta de mano de obra, en la presencia de empresas industrias y 

en las capacidades de los territorios para responder a los mercados. Los resultados fueron 

limitados en la medida, en que son evidentes las inequidades entre territorios y la 

concentración de capital en las grandes ciudades como Bogotá y Medellín. En materia rural 

no se ahondó, salvo en la presencia y la dinámica del sector agropecuario como industria 

y proveedor de empleo. Sin embargo, este estudio da elementos para entender que 

cualquier tipo de política, principalmente la relacionada con la generación de ingresos no 

puede estar aislada de las dinámicas territoriales.  

 
 

33 Gélvez, C., Pérez, A., Obando, M., Brigard, B., & Baracaldo, P. (2013). Lineamientos de Focalización 
Territorial para la Política de Generación de Ingresos. Bogotá, Colombia: DNP. 
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Otro estudio, esta vez liderado por RIMISP (Centro Latinoamericano para el Desarrollo 

Rural) y el DNP, es el de las subregiones funcionales de 201834. El estudio buscó ser 

insumo para el PND 2018 – 2022, y presentó una propuesta de subregiones a partir de las 

funcionalidades de los territorios que no se limitan solo a la movilidad laboral. La 

funcionalidad corresponde a todos aquellos flujos de conexión entre territorios, relaciones 

no solo delimitadas por lo laboral o lo comercial, sino que también tienen en cuenta lo 

ambiental, así como los vínculos sociales, en salud y educación. El resultado fueron 100 

subregiones que se conectan entre territorios urbanos y rurales.  

En el 2022, la CEPAL35 en Bogotá, presenta su estudio Vínculos rural‑urbanos y tejidos 

territoriales para el desarrollo inclusivo en Colombia. Los tejidos territoriales reconocen la 

existencia de redes sociales y sobre todo culturales entre los pobladores que dinamizan 

otras economías, más relacionadas con la identidad y la tradición. Economías como el 

turismo, o las vinculadas a las fiestas o celebraciones propias de las poblaciones, movilizan 

los territorios y fortalecen vínculos. Estas relaciones también superan las divisiones político 

administrativas y tienen tendencia a permanecer en el tiempo, es decir, hacen parte de la 

tradición y la cultura de los pueblos. Los tejidos se crean también por la producción y el 

consumo de alimentos, la migración, los servicios ambientales y los flujos laborales. Es 

interesante esta propuesta, ya que logra vislumbrar vínculos más cercanos a la ruralidad y 

a esa ruralidad dispersa de la MTC, que no logra estar inmersa en las propuestas de nodos 

de desarrollo e incluso en la de territorios funcionales. 

A partir de estos tres estudios se proponen las siguientes ideas fuerza que considero 

constituyen elementos para la construcción de un concepto de enfoque territorial. Las tres 

propuestas son base e insumo para la política pública, que permite tomar decisiones frente 

a la focalización de presupuestos, la descentralización y el fortalecimiento institucional.   

• Para superar pobreza, generar ingresos y cerrar brechas, la política 

necesariamente debe incluir los vínculos y las conexiones territoriales. La inversión 

 
 

34 RIMISP & DNP. (2018). Lineamientos conceptuales y metodológicos para la definición de una 
subregionalización funcional en Colombia. 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Desarrollo%20Territorial/Portal%20Territorial/Kit%20Asociatividad%20T
erritorial/Documento%20Metodol%C3%B3gico%20Subregiones%20Funcionales.pdf. 
 
35 Ramírez, J., Acosta, O., Miranda Y., Niño, J., Mora, D., & Monroy, S. (2022). Vínculos rural-urbanos y tejidos 
territoriales para el desarrollo inclusivo en Colombia. Bogotá, Colombia: CEPAL. 

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Desarrollo%20Territorial/Portal%20Territorial/Kit%20Asociatividad%20Territorial/Documento%20Metodol%C3%B3gico%20Subregiones%20Funcionales.pdf
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Desarrollo%20Territorial/Portal%20Territorial/Kit%20Asociatividad%20Territorial/Documento%20Metodol%C3%B3gico%20Subregiones%20Funcionales.pdf
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en un solo municipio, o en una sola familia u organización no genera 

transformaciones ni desarrollo. Se requieren identificar y dinamizar esos vínculos 

para jalonar procesos, ya sean comerciales, culturales, de educación o 

ambientales. 

 

• Una focalización de política a partir de estos vínculos territoriales contribuye a 

superar las asimetrías regionales y las restricciones de presupuesto que tienen 

ciertos departamentos y municipios, ya que las inversiones estarían dirigidas a la 

dinamización de la producción e intercambio de determinados productos, o al 

impulso de cierto evento cultural. Se tocarían cada uno de los eslabones de estas 

iniciativas independientemente de donde estén ubicadas espacialmente. Por 

supuesto, una propuesta de focalización de política y de inversiones desde los 

vínculos territoriales, se convierte en un reto para la forma tradicional de ejecutar la 

política, la cual es a través de los sectores y desde el nivel central.  

 

• La identificación de vínculos permite hacer visibles las asimetrías y las carencias 

en los territorios, que si bien requieren de esas conexiones no cuentan con las 

capacidades, la infraestructura y las condiciones mínimas para interactuar. Es en 

estos territorios en donde se deben priorizar las inversiones y generar las 

condiciones para que se dinamicen procesos que jalonen desarrollo. 

2.6. Colombia y el enfoque territorial 

 

En Colombia las cifras son consecuentes con el panorama latinoamericano, pero se 

agravan con la situación de desplazamiento que se presentó a finales de los años 80 y que 

se intensificó hacia los años 90 y 2000. Este desplazamiento, ocasionado por el conflicto 

armado interno, afectó principalmente a las zonas rurales y fue un determinante de 

crecimiento periférico de poblaciones marginales de las zonas urbanas. De acuerdo con la 

CEPAL y con el método de medición de la pobreza por ingresos36, en el 2000 la pobreza 

 
 

36 Método cuestionado ya que la pobreza es multidimensional, sin embargo, este debate se consolida más 
adelante hacia el 2010, periodo desde el cual el DANE hace una medición de pobreza monetaria, pero también 
multidimensional. 
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rural correspondía al 85% de la población, en contraste con la pobreza urbana la cual se 

encontraba cerca del 45% CEPAL (2002, P. 8)37. 

 

La pobreza rural en Colombia se ha caracterizado también por los siguientes puntos, 

señalados por el DNP y autores como Santiago Perry (2010)38, estos son:  

 

• El acceso a la tierra y a otros factores productivos: el despojo, el desplazamiento y 

concentración de la tierra en pocas manos, así como la coincidencia de que estas 

tierras sean las más productivas o fértiles y/o ubicadas en zonas estratégicas para 

grandes proyectos de agroindustria o minero. Esta falta de acceso a la tierra ha 

movido a la población hacia las zonas rurales más distantes, a ampliar cada vez 

más la frontera agrícola y a intensificar la propiedad informal. 

 

• El desarrollo socioeconómico y la generación de ingresos: la falta de acceso a la 

tierra es un determinante de pobreza, o el acceso a esta, pero la imposibilidad de 

trabajarla, debido a políticas débiles que promuevan la inversión y el desarrollo de 

proyectos pertinentes productivos. 

 

• La infraestructura: en las áreas rurales en Colombia hay una baja infraestructura 

social y productiva. Esta falta de inversión pública ha sido muy determinada por el 

conflicto, por la ausencia de Estado en algunas zonas del país, las cuales fueron 

siendo ocupadas por grupos armados al margen de la ley. Así como, por la 

colonización y el desplazamiento forzado, que llevo a la población a las zonas más 

distantes. Estas zonas “distantes” no cuentan con acceso vial, ni distritos de riego, 

ni centros de acopio o distribución, ya que en su mayoría son zonas de 

conservación ambiental y sin seguridad jurídica sobre la tierra, sobre la cual no es 

posible hacer inversiones públicas. 

 
 

 
37 Nuñez, J. & Ramirez, J. (2002)- Determinantes de la pobreza en Colombia. Años recientes. CEPAL. En:  
https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/fd8b91af-0bf0-4cc5-89d3-874c5820ae3e/content 
 
38 Perry, S. (2010). La pobreza rural en Colombia. RIMIPS. En: https://www.rimisp.org/wp-
content/files_mf/1366386291DocumentoDiagnosticoColombia.pdf. 
 

https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/fd8b91af-0bf0-4cc5-89d3-874c5820ae3e/content
https://www.rimisp.org/wp-content/files_mf/1366386291DocumentoDiagnosticoColombia.pdf
https://www.rimisp.org/wp-content/files_mf/1366386291DocumentoDiagnosticoColombia.pdf
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• Servicios sociales y públicos: la dispersión poblacional y territorial, hace que 

servicios como la salud, educación, vivienda, agua y saneamiento, sean precarios 

y en la mayoría de las zonas rurales inexistentes. 

 

• El tema institucional: es una institucionalidad con baja capacidad y centralizada, la 

cual impide respuestas pertinentes a los territorios y a la población más vulnerable. 

 

En la actualidad, de acuerdo con el reporte del DANE de julio de 2024 (Departamento 

Nacional de Estadística, DANE, 2024, P. 2)39, la pobreza monetaria en 2023 para Colombia 

llegó al 30,6% en contraste con la rural, la cual se cifra en 41,2%. 

Estas cifras indican que la situación de la pobreza rural sigue siendo mayor que la pobreza 

urbana, y que factores ocasionados por el conflicto armado, han agudizado más la 

situación. De la misma manera, han incidido factores como: la ubicación de población rural 

en zonas distantes, debido a los despojos o desplazamientos por acaparamiento o 

intereses sobre la tierra y la falta de acceso a la tierra, lo cual fue un factor discutido en las 

negociaciones de paz de la Habana. En este sentido, si se quieren hacer políticas de 

superación de la pobreza rural con un enfoque territorial, las mismas deben tener en cuenta 

el conflicto y la necesidad de reconstrucción el tejido social, es decir, lo que el conflicto ha 

destruido. A continuación, se plantea una propuesta de línea de tiempo de iniciativas y 

políticas que representan el enfoque territorial para Colombia y que contemplan la situación 

de conflicto como un elemento relevante. 

2.7. ¿Cuál es el enfoque territorial para Colombia?  

 

Esta cronología inicia en el 2000 con los Programas Regionales de Desarrollo y Paz 

(PRDP) que se crean inicialmente en la zona del Magdalena Medio, como iniciativas 

lideradas por la sociedad civil para construir desde los territorios y con amplia participación 

 
 

39 Departamento Nacional de Estadística, DANE (2024). Comunicado de prensa. En: 
https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/pobreza-y-condiciones-de-vida/pobreza-monetaria. 
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ciudadana, modelos de desarrollo para la paz en escenarios de conflicto. Estos programas 

parten de la premisa que la paz no se reduce al cese al fuego o a la entrega de armas, la 

paz se construye transformando las condiciones de vida de las comunidades que han 

vivido la violencia, que han sido desplazados y pierden su arraigo y contacto con el 

territorio, así como de comunidades que se han roto en sus lazos colectivos de 

asociatividad, de cercanía, de vecindad, porque han asesinado a sus líderes. Estos 

programas fueron apoyados por el Gobierno Nacional e incluidos en el PND 2010 – 2014 

y en el subsiguiente, y contaron con un crédito del Banco Mundial para su financiación. De 

igual manera, la cooperación internacional a través de la Unión Europea y sus Estados 

miembros, dieron aportes no solo desde la financiación, si no desde la experiencia 

transfiriendo buenas prácticas de la metodología Leader. Se implementaron en el 

Magdalena Medio, Norte de Santander, Oriente Antioqueño, Macizo Colombiano y Alto 

Patía, Meta y Montes de María, beneficiando a 9 departamentos y 120 municipios, con una 

población aproximada de 4 millones de habitantes (DNP, 2008, P. 12)40. 

La estructura de estos programas y su origen, el cual se da desde los territorios como una 

propuesta local, tenía elementos de un modelo con enfoque territorial. Esto lo menciono, 

ya que conocí los PRDP en el 2007, trabajando desde el Ministerio de Justicia en un 

programa de acceso a la justicia para las comunidades rurales. El Ministerio era convocado 

por el nivel territorial, quienes, a través de espacios propios de discusión, definían los 

lineamientos de inclusión de programas del nivel nacional en el territorial. Era el mismo 

territorio el que planteaba las necesidades, focalizaba a la población y hacia seguimiento. 

Fueron estos mecanismos de gobernanza, así como, el empoderamiento de las 

organizaciones y pobladores de su desarrollo territorial, los que motivaron que el nivel 

nacional, incluyera estos programas como políticas públicas y no viceversa.  

Estos programas le aportan al enfoque territorial un elemento esencial para la 

reconstrucción de territorios rotos por la violencia, es la reconstrucción de confianza, el 

fortalecimiento de capacidades y la definición de visiones propias de desarrollo, que se 

construyen desde las realidades del conflicto y desde la reconciliación. Si bien, estos 

 
 

40  Departamento Nacional de Planeación, DNP. (2008). Evaluación de Impacto de los Programas Paz y 
Desarrollo y Laboratorios de Paz: Línea de Base e Impactos Preliminares Hacia la consolidación de una 
propuesta para evaluar el impacto de los Programas Regionales de Desarrollo y Paz. En: 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Prensa/Publicaciones/7-Laboratorios%20de%20paz_web_2.pdf 
  

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Prensa/Publicaciones/7-Laboratorios%20de%20paz_web_2.pdf
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programas promovieron un componente productivo robusto, el mismo no se constituyó en 

un pilar fundamental, el foco fue el impulso de un modelo que se cimentó en la dignidad 

de las personas, en su reconocimiento como actores activos y creadores de su propio 

desarrollo. Por este motivo, el programa trabajó muy fuerte en la reconstrucción del tejido 

social, en la participación democrática e incidencia de políticas públicas de género, 

jóvenes, derechos humanos, etc. Los espacios de gobernanza y discusión local se 

activaron, volviendo a establecer vínculos entre la misma comunidad, las instituciones y 

sus autoridades. Se establecieron las condiciones básicas de cohesión social que fueron 

la base para el emprendimiento de otro tipo de acciones41. 

Les siguieron los Nuevos Territorios de Paz (NTP), financiados por la Unión Europea e 

implementados por el gobierno nacional como parte de la ampliación de esa política de 

reconstrucción del territorio. Hago referencia a la reconstrucción, ya que el conflicto lo ha 

fragmentado. Cada grupo armado tenía una concepción del territorio según sus intereses. 

Las disputas por este incluían el establecimiento de corredores del narcotráfico, el refugio 

ante los ataques del ejército, el control de la población y la implantación de “justicia” en 

escenarios de ausencia total de Estado. Los NTP tuvieron desafíos como el ingresar a 

departamentos como Caquetá y Guaviare, en los que para la época el nivel de 

organizaciones locales era débil. Este programa contribuyó a la dinamización de la 

sociedad civil y de sus organizaciones.  

Menciono estos programas desde los resultados de las evaluaciones realizadas por el DNP 

en las que se parte del siguiente concepto: 

“Los Programas Regionales de Desarrollo y Paz (PRDP) son iniciativas lideradas 

por la sociedad civil, que, mediante amplios procesos de participación ciudadana, 

han logrado convocar a las comunidades y a distintos actores institucionales para 

construir propuestas de trabajo conjunto encaminadas a fomentar condiciones de 

desarrollo y paz en regiones de Colombia especialmente afectadas por la violencia 

y la pobreza. A través de la puesta en marcha de diversas iniciativas de tipo regional 

en los ejes de desarrollo productivo, fortalecimiento institucional y cultura de paz 

 
 

41 Departamento Nacional de Planeación, DNP. (2011). Evaluación de impacto de los programas paz y 

desarrollo y laboratorios de paz. En: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Sinergia/Documentos/Labpaz_2.pdf 
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estos programas pretenden, en el largo plazo, producir transformaciones de tipo 

económico, social, político y cultural encaminadas a consolidar modelos de 

desarrollo proclives a la paz”. (DNP, 2008, P. 12) 

El DNP hizo un esfuerzo por analizar en sus estudios no solo los resultados tangibles de 

los programas, como lo son los asuntos productivos con indicadores cuantitativos, si no 

también, la acción colectiva, capital social, liderazgo y resolución de conflictos. En últimas 

estos “intangibles” generaron mayor impacto en la reconstrucción de una comunidad 

afectada por el conflicto. 

En cuanto a los pilotos PDRIET (programas de desarrollo rural integral con enfoque 

territorial) se realizaron dos inicialmente, en el sur del Tolima y posteriormente en el norte 

del Cauca. Estos pilotos fueron incluidos en la política de consolidación del gobierno del 

presidente Uribe 2006 – 2010 y son el origen de los Contratos Plan. Alrededor de los pilotos 

se presentó todo un movimiento desde la academia, la cooperación internacional y el nivel 

central representado por el Ministerio de Agricultura, con el objetivo de definir el enfoque 

territorial, capacitar en este enfoque y dejar herramientas para el sector público y la 

sociedad civil42. El ejercicio, que también fue de gestión del conocimiento, propuso unos 

elementos para el diseño de iniciativas con enfoque territorial, estos son: i) abordaje 

multisectorial, ii) coordinación entre el nivel local y la política nacional, iii) la conformación 

de redes, iv) alianzas público – privadas y v) la innovación. 

Los Contratos Plan liderados por el Departamento Nacional de Planeación – DNP-, 

recogieron de estas experiencias piloto la posibilidad de diseñar iniciativas de abajo hacia 

arriba, con liderazgo local y visión regional o subregional. Es decir, no se concentran 

exclusivamente en un departamento o en un municipio, se pueden integrar varios 

municipios y pueden ser presentadas propuestas por asociaciones de municipios. Las 

propuestas también tienen un elemento claro de enfoque territorial, el cual es la 

multisectorialidad, lo que permite que estos contratos contengan diversas prioridades 

asociadas a diferentes sectores como el de infraestructura, rural, ambiente, comercio, etc. 

(Reyes, J., Restrepo, L., Peñuela, F., & Rodríguez, M., 2014) 

 
 

42 Reyes, J., Restrepo, L., Peñuela, F., & Rodriguez, M. (2014). Enfoques del desarrollo rural para territorios 
en conflicto: el caso del sur del Tolima (Colombia). Ibague, Tolima. UNIBAGUE 
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Una vez presentados al DNP, se consolidan en un CONPES y se estructuran proyectos a 

ser financiados por las entidades nacionales. Las prioridades son definidas por el nivel 

local, aportando también recursos. Estos se unen con los del nivel nacional, generándose 

así una concurrencia de esfuerzos y una visión presupuestal orientada a resultados. A la 

fecha se han implementado 7 Contratos Plan y 6 específicos para la paz, denominados 

Contratos Paz. Se resaltan de los Contratos Plan, elementos como la financiación 

multisector y el establecimiento de prioridades desde el territorio. De la misma manera, la 

integración de diversos actores locales y la articulación y diálogo con el nivel central. Como 

herramienta de descentralización también constituye un elemento a ser tenido en cuenta, 

ya que quienes definen prioridades, implementan y ejecutan presupuesto, son las 

entidades del orden territorial. También el CONPES refleja una visión de territorio y 

desarrollo compartida que surge desde la base.  

He realizado una descripción de proyectos específicos y/o programas que contienen 

elementos de enfoque territorial y que además son considerados hitos dentro de la política 

pública, ya que fueron incorporados en los planes de desarrollo de los respectivos 

gobiernos en los cuales se implementaron, y en los que fueron dispuestos recursos para 

su ejecución. Me he centrado en la estructuración de estos programas y en la concepción 

de sus diseños, pero no en sus resultados. Es tangible que son iniciativas con enfoque 

territorial, sin embargo, sus efectos y repercusiones han sido y están siendo evaluadas. En 

el caso de los PRDP el impacto territorial y de su enfoque es evidente. El DNP ha 

confirmado las transformaciones en cuanto a la participación comunitaria, el aumento de 

organizaciones locales, el mejoramiento del diálogo con las autoridades locales y 

nacionales y la incidencia en política. Sin embargo, algunos de estos programas no 

pudieron continuar, una vez finalizado el crédito y la financiación de la cooperación.  

Un punto importante también, dentro del enfoque territorial, es el discurso político que se 

expresó con mucha fuerza en los dos gobiernos del presidente Santos 2010 – 2014, 2014 

– 2018, principalmente en el segundo gobierno. Las negociaciones de paz en el 2012, el 

acuerdo de la RRI en el 2013, la Misión de Transformación del Campo en el 2015 y la firma 

del Acuerdo de Paz 2016, le dieron base conceptual a ese gobierno para emitir normas, 

programas y políticas con enfoque territorial.  

El proceso de paz es el que marca una línea clara de cambio en el enfoque de política. 

Esto debido a que las conversaciones para llegar al Acuerdo fueron más allá del cese de 
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hostilidades, de la entrega de armas y o de la desmovilización de los combatientes. Se 

debatió acerca de la inequidad territorial y las condiciones de vida de la población más 

afectada por el conflicto. En las conversaciones se plantea la diversidad poblacional y 

geográfica de nuestro país, así como las brechas urbano – rurales, también la necesidad 

de construir una paz territorial (Jaramillo, 2016). 

Esta paz territorial, es la que se pone en el centro del proceso y es la que da la base de 

una propuesta de gobierno (Jaramillo, 2016, P. 5) “basada en una nueva alianza entre el 

Estado y las comunidades para construir conjuntamente institucionalidad en el territorio. 

“Institucionalidad” entendida nuevamente no sólo como la presencia de unas entidades 

estatales, sino como el establecimiento conjunto de unas prácticas y normas que regulen 

la vida pública y produzcan bienestar”43. Es así como, un número importante de normas 

expedidas durante esos periodos de gobierno incluyen no solo la denominación de enfoque 

territorial, también elementos que buscan hacer operativo este enfoque y que tienen el 

propósito de cumplir un objetivo: incluir de manera directa a las comunidades, sus 

realidades, necesidades, y transformar territorios. 

En la cronología propuesta a continuación, normas como la de modificación del Ministerio 

de Agricultura en el 2013, dan cuenta de una transformación del sector que requiere 

superar lo solo agropecuario. En esa oportunidad, se amplían las funciones del Ministerio 

con los temas de restitución de tierras, así como de uso y planificación del suelo, se ratifica 

su rol de cabeza del sector y se fortalecen sus competencias de rector de la política. El 

Decreto 1985 de 2013 otorga al Ministerio, dos objetivos claves: “el diseño de una política 

de desarrollo rural con enfoque territorial y la multisectorialidad en su implementación”. 

Artículo 2° (Decreto 1985 de 2013) objetivos. El Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural le compete dentro del marco de sus competencias desarrollar los 

siguientes objetivos: 

– Promover el desarrollo rural con enfoque territorial y el fortalecimiento de la 

productividad y competitividad de los productos agropecuarios, a través de 

 
 

43 JARAMILLO, S. (2016). La Paz Territorial. Conferencia dictada en la universidad de Harvard Marzo de 

2016.  En: https://interaktive-demokratie.org/files/downloads/La-Paz-Territorial.pdf 
 
 

https://interaktive-demokratie.org/files/downloads/La-Paz-Territorial.pdf
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acciones integrales que mejoren las condiciones de vida de los pobladores rurales, 

permitan el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales, generen 

empleo y logren el crecimiento sostenido y equilibrado de las regiones. 

– Propiciar la articulación de las acciones institucionales en el medio rural de 

manera focalizada y sistemática, bajo principios de competitividad, equidad, 

sostenibilidad, multisectorialidad (sic) y descentralización, para el desarrollo 

socioeconómico del país. 

(negrillas fuera del texto). 

Siguiendo la línea de las entidades rectoras en la implementación de la política, la Misión 

de Transformación del Campo sugirió la reestructuración del Sector de Agricultura y de 

Desarrollo Rural, es así como y a través de la ley que aprueba el PND 2014 – 2018, se 

dan facultades extraordinarias al presidente, para modificar el sector y crear las Agencias 

de: Tierras, de Desarrollo Rural y de Renovación del Territorio. La normativa que crea estas 

agencias ordena la supresión del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural -INCODER- y 

le otorga un mandato a la nueva institucionalidad de estructurar programas y proyectos, de 

abajo hacia arriba que mejoren las condiciones de vida de la población rural. De la misma 

manera, promueve los diálogos Inter agenciales e intersectoriales, movilizando hacia una 

política integral que une la formalización de la tierra con el desarrollo de proyectos 

productivos, la competitividad con la superación de la pobreza y la concentración en las 

zonas más afectadas por el conflicto, para la superación de brechas. 

A continuación, se mencionan los decretos de creación de las Agencias de Desarrollo Rural 

y Renovación del Territorio, señalando específicamente los artículos en los cuales se 

describen sus objetos de creación. En estos se puede ver que son entidades con un 

mandato de ejecución de política con enfoque territorial.  

Decreto 2364 de 2015 por el cual se crea la Agencia de Desarrollo Rural ADR 

ARTÍCULO 3°. Objeto. El objeto de la Agencia Desarrollo Rural -ADR-es ejecutar 

la política de desarrollo agropecuario y rural con enfoque territorial formulada por el 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, a través de la estructuración, 

cofinanciación y ejecución de planes y proyectos integrales de desarrollo 

agropecuario y rural nacionales y de iniciativa territorial o asociativa, así como 
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fortalecer la gestión del desarrollo agropecuario y rural y contribuir a mejorar las 

condiciones de vida de los pobladores rurales y la competitividad del país. 

Decreto 2366 de 2015 por el cual se crea la Agencia de Renovación del Territorio 

ART. 

“…crear una entidad especializada, encargada de promover la consolidación 

económica, social e institucional de dichos territorios, y de adelantar intervenciones 

integrales locales que respondan de manera estructural al limitado desarrollo de las 

zonas del país afectadas por el conflicto, con el fin de romper su marginalidad 

histórica, a través de su reactivación económica y del involucramiento en las 

dinámicas económicas nacionales, permitiendo que en el mediano y largo plazo los 

habitantes de estas zonas mejoren sus condiciones de vida e incrementen su 

movilidad social mediante el ejercicio de actividades económicas competitivas y 

sostenibles”. 

Por otra parte, las disposiciones legales que surgen del “fast track”44 una vez firmado el 

Acuerdo de Paz en el 2016, en el cual se expidieron más de 35 normas para darle un status 

legal y de política de Estado a largo plazo al Acuerdo, son disposiciones con enfoque 

territorial. Este punto, será desarrollado en el siguiente capítulo. 

Esta cronología muestra una diversidad de experiencias que surgen desde la recuperación 

del tejido social hacia propuestas intersectoriales que nacen desde las regiones, así como 

un intenso discurso de transformación territorial y de reconocimiento de las inequidades 

presentes principalmente con la población rural, que trae consigo el Acuerdo de Paz. Es 

de resaltar, que las experiencias del enfoque territorial, nacen principalmente de las 

iniciativas de la sociedad civil, no surgen solo de un proceso tecnocrático, que, si bien 

incidió, no fue el factor principal. Esto es reconocido por la MTC cuando propone los PDET 

como un instrumento de política que parte desde los territorios y sus contextos.  

 
 

44 El fast track o procedimiento legislativo especial para la paz, instituido mediante el Acto Legislativo No. 1 del 
7 de julio de 2016, fue establecido en el país para agilizar y garantizar la implementación del Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (Acuerdo Final). Tiene 
como objetivo principal asegurar que las reformas necesarias para cumplir con los compromisos del acuerdo se 
pongan en marcha de manera rápida y claramente eficiente, permitiendo así la terminación efectiva del conflicto 
armado y la construcción de una paz duradera 
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La tabla a continuación, señala con años la cronología ya descrita y permite ver una 

evolución del enfoque territorial hasta el Plan Nacional de Desarrollo del actual gobierno. 

 

Tabla 2. Cronología del Enfoque Territorial en Colombia 

 

Año Programa, Política, Ley 

 2000 

-2011 

Programas Regionales de Desarrollo y Paz (PRDP) y Laboratorios de Paz. Se impulsaron 

exitosamente en algunas regiones del país muy afectadas por el conflicto armado. Su objeto 

fue la reconstrucción del tejido social y la construcción desde los territorios de modelos propios 

de desarrollo con la participación de actores locales.  

2011-

2013 

Nuevos Territorios de Paz. Son una continuación de los Laboratorios de Paz. Promovían la 

base social para la construcción de modelos de producción y desarrollo acordes con el 

contexto poblacional. Territorios incorporados: Guaviare, Caquetá y Canal del Dique. 

2009- 

2018 

 

Contratos Plan/Paz, pilotos PDRIET - sur del Tolima y Norte del Cauca (Programas de 

Desarrollo Rural Integral con Enfoque Territorial). Constituyen el primer piloto de 

programas con un enfoque específico territorial. Las dos zonas en donde se implementaron 

se caracterizan por su afectación derivada del conflicto armado. Posteriormente se crean 7 

contratos plan y hacia el 2016 a través del Decreto 1675 de 2016, se crean 6 Contratos Paz.  

2013 Decreto 1985 de 2013 por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Agricultura 

y Desarrollo Rural y se determinan las funciones de sus dependencias. Entre las 

funciones del ministerio establece: Formular y dirigir la política de desarrollo rural con enfoque 

territorial en los temas relacionados con el ordenamiento social de la propiedad rural y uso 

productivo del suelo, capacidades productivas y generación de ingresos y gestión de bienes 

públicos rurales. 

2014 Plan Nacional de Desarrollo 2014 – 2018. Este plan incluyó la construcción de la paz, con 

las prioridades de finalización del conflicto armado, la garantía de derechos y el fortalecimiento 

de las instituciones desde un enfoque territorial. Reconoce que el conflicto afectó a los 

territorios de forma diferenciada con las mayores secuelas en el ámbito rural. 

2015 Misión de Transformación del Campo. El enfoque territorial y participativo es una de las tres 

ideas fuerza de este estudio integral de la realidad rural de Colombia. Reconoce la ruralidad 

diferenciada y a los habitantes como gestores de su propio desarrollo. 

2015 Creación de las Agencias del Sector de Agricultura y Desarrollo Rural: Agencia de 

Desarrollo Rural ADR, Agencia Nacional de Tierras ANT y Agencia de Renovación del 

Territorio ART. Creadas a finales de 2015 con el objeto de darle al país un arreglo institucional 

integral y multisectorial de presencia territorial.  Sus acciones deben responder a las 

necesidades de los pobladores rurales y los atributos del territorio, para corregir las brechas 

de bienestar y de oportunidades de desarrollo entre regiones rurales. 

2016 Acuerdo de Paz. Concibe al territorio como construcción social e histórica, y como un 

escenario de diálogo e interrelación sociocultural. Focalizado en las zonas más afectadas por 

el conflicto, busca la construcción de la paz desde los territorios, según las necesidades de 

los pobladores en sus contextos. Su estrategia es de reforma rural integral y uno de sus 

principales instrumentos son los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial - PDET. 

2017  Decreto Ley 893 de 2017 de creación del Programa de Desarrollo con Enfoque Territorial 

(PDET). Estos programas, como instrumentos claves del enfoque territorial, se construyen de 

manera participativa desde la base local hasta un nivel regional. Priorizaron 170 municipios y 

16 subregiones en el país. Integran 8 pilares: 1. Ordenamiento social de la propiedad rural y 

uso del suelo; 2. Infraestructura y adecuación de tierras; 3. Salud; 4. Educación rural y primera 

infancia; 5. Vivienda rural, agua potable y saneamiento básico rural; 6. Reactivación 
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económica y producción agropecuaria; 7. Sistema para la garantía progresiva del derecho a 

la alimentación; 8. Reconciliación, convivencia y construcción de paz. Cada uno de estos 

pilares debe incluir estrategias e iniciativas definidas por la población, para consolidarlas en 

planes regionales (Planes de Acción para la Transformación Regional PATR) a ser ejecutados 

en un periodo de 15 años.  

2019 

- 

2020 

Acuerdo 010 de 2019, modificado por los Acuerdos 004 y 011 de 2020 de la Agencia de 

Desarrollo Rural ADR Reglamento para la estructuración, aprobación y ejecución de 

los Proyectos Integrales de Desarrollo Agropecuario y Rural con Enfoque Territorial- 

PIDAR 

Es un programa de la ADR, en el cual, a través de convocatorias, identifican, estructuran, 

aprueban y financian, iniciativas productivas con un % de recursos públicos, con el fin de 

crear, ampliar, mejorar o recuperar la capacidad de producción o de provisión de bienes o 

servicios por parte del Estado en el sector rural, enfocadas a incentivar la generación de 

ingresos o excedentes de producción. 

2020 

- 

2022 

Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral PNRRI – Punto 1 del Acuerdo de Paz 

Los PNRRI tienen como objetivo la superación de la pobreza y la 

desigualdad para alcanzar el bienestar de la población rural, la integración y el cierre 

de las brechas entre la ruralidad y lo urbano. Para ello, se propone en una fase de 

transición de 15 años -con el máximo esfuerzo de cumplimiento concentrado en los 

primeros cinco desde la firma- la erradicación de la pobreza extrema y la reducción 

en todas sus dimensiones de la pobreza rural a un 50%. De acuerdo con el Plan 

Marco de Implementación –PMI– la adopción de estos tenía como fecha límite el 

2018. A mayo de 2022, se adoptaron 14 PNRRI mediante un instrumento 

normativo y dos cuentan con cierre técnico, teniendo aún pendiente su adopción. 

A continuación, tres de los 14 PNRRI dirigidos al desarrollo rural, que tienen dentro de sus 

principios el enfoque territorial: 

• Plan Nacional de asistencia integral técnica, tecnológica y de impulso a la 

investigación Resolución 132 de mayo de 2022 del Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural 

• Plan para apoyar y consolidar la generación de ingresos de la economía campesina, 

familiar y comunitaria, y de los medianos productores y productoras con menores 

ingreso Resolución 209 de septiembre de 2020 del Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural 

• Plan Nacional para la promoción de la comercialización de la producción de la 

economía campesina, familiar y comunitaria Resolución 006 de enero de 2020 del 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 

 

2022 Plan Nacional de Desarrollo 2022 – 2026. 

No se hace una mención explícita al enfoque territorial como un principio o eje catalizador de 

la Bases. Sin embargo, si contienen un fuerte propósito de “territorializar” el nivel nacional, 

teniendo como punto de partida el territorio. Este “punto de partida” constituye el eje central 

de los tres énfasis del plan:  primero, el ordenamiento del territorio alrededor del agua; 

segundo, la transformación de las estructuras productivas, de tal manera que las economías 

limpias y biodiversas reemplacen la producción intensiva en el uso del carbono; y, tercero, la 

sostenibilidad tiene que estar acompañada de la equidad y la inclusión.  

Fuente: elaboración propia 
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2.8. Propuesta de enfoque territorial y criterios en las 
políticas de desarrollo rural 

Teniendo en cuenta el contexto en el cual surge el enfoque territorial como política de 

desarrollo rural, sus antecedentes con el enfoque Leader, y la fuerza que toma en 

Colombia en el marco del conflicto y del proceso de negociación del Acuerdo de Paz 2016, 

propongo la siguiente definición y criterios de enfoque territorial, como base conceptual del 

presente trabajo. 

 

2.8.1. Enfoque Territorial 

 

Para el presente trabajo se acoge el concepto de territorio planteado en el punto No. 1 del 

Acuerdo de Paz, Reforma Rural Integral - RRI, el cual establece que: 

 

“Que la RRI concibe el territorio rural como un escenario socio-histórico con 

diversidad social y cultural, en el que las comunidades —hombres y mujeres— 

desempeñan un papel protagónico en la definición del mejoramiento de sus 

condiciones de vida y en la definición del desarrollo del país dentro de una visión 

de integración urbano-rural”. (Acuerdo de Paz, 2016) 

 

Es decir, el territorio es una construcción social, que se conecta a través de diferentes 

vínculos: culturales, comerciales, de identidad, ambientales, etc., el cual necesariamente 

debe interactuar y concebirse de manera integral para alcanzar transformaciones. Esta 

concepción de territorio está muy acorde con la realidad de Colombia, citando a Alejandro 

Reyes y como se mencionaba al inicio de este trabajo, son múltiples las “colombias” y así 

mismo los problemas rurales.  

 

Para el enfoque territorial, el territorio es el eje articulador de las relaciones sociales, 

comerciales, culturales y ambientales de la población y de los diferentes agentes que allí 

interactúan de orden público, privado y civil. En este sentido, el enfoque territorial, es aquel 

enfoque de política que no se concentra solo en la población o determinadas temáticas, 

sino que sirve de escenario para construir desde el territorio las políticas públicas con un 

alcance mayor de sostenibilidad y efectividad. Hago mención a que no se concentra solo 



59 

 
en la población, debido a que en las políticas públicas existe el enfoque poblacional, son 

políticas que se concentran en ciertas poblaciones, ejemplo: mujeres cabeza de familia, 

jóvenes estudiantes de secundaria, etc. Este enfoque puede obviar elementos territoriales, 

ya que su foco son las necesidades de esa población en específico.  

Los elementos descritos del enfoque territorial, si bien sientan las bases para definir política 

pública con este enfoque, quedan aún en la superficie y no logran consolidar programas o 

proyectos que atiendan de una manera pertinente las necesidades de un territorio. Un 

elemento que se considera esencial y que debe ser incorporado, es la “participación”. Es 

estructural y constituye la base del diálogo y el consenso territorial. Para decir que una 

iniciativa surge del territorio, es necesario que la misma se haya construido bajo 

mecanismos abiertos, de inclusión de diversos actores y sobre las necesidades 

territoriales. Esto se logra a través de la participación, espacios de discusión que pueden 

ser espontáneos o convocados por los mismos actores territoriales. Al respecto, existe un 

número importante de teorías, metodologías y abordajes, que desarrollan este tema y que 

permanentemente lo cuestionan. El lograr verdaderos escenarios de participación, no solo 

implica una convocatoria o un encuentro para hacer priorizaciones o discutir un tema, 

implica un tiempo considerable de reconocimiento del territorio, de sus dinámicas, 

potencialidades y capacidades. Este punto es incorporado en el PDET como uno de los 

ejes fundamentales de la RRI.  

Por otra parte, y partiendo del origen de este enfoque, el cual es la superación de la 

pobreza, la generación de ingresos se convierte en un objetivo. Por este motivo, se 

considera esencial centrarse en el mercado, las potencialidades y la vocación del territorio, 

así como en los diferentes actores que pueden intervenir en una visión ampliada de 

“cadena de valor”. Esto constituye un criterio que generalmente no es tenido en cuenta por 

la política. Si bien es un elemento que puede ser obvio, la mayoría de programas y 

proyectos productivos rurales, fracasan por esta falta de visión cercana al potencial 

endógeno del territorio. 

Conforme con lo anterior los criterios propuestos por este trabajo para implementar el 

enfoque territorial en las políticas públicas son: 

1. Identificación de vínculos que conecten o conformen territorio: este es un 

elemento esencial ya que una política con enfoque territorial no es solo identificar 

lo que requiere la población o atender un mapeo o diagnóstico de problemáticas in 
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situ, es lograr conectar a través de diferentes vínculos uno o varios factores que 

dinamicen y jalonen desarrollo. Una familia o una focalización por predio por sí sola 

no transforma ni genera condiciones sostenibles, en cambio una familia conectada 

con otras dinámicas fuera de su vereda, de su municipio o departamento moviliza 

de manera integral múltiples aristas del desarrollo. Este elemento es traído del 

concepto de territorios funcionales y del propósito de superar las brechas urbano – 

rurales, también de la concepción de entender lo rural ligado a lo urbano y 

viceversa. Los vínculos se pueden identificar a través de los mercados o de los 

servicios que prestan o tienen potencial de prestar ciertas zonas, también a través 

de las conexiones ambientales que, para el caso de Colombia y la RRI, están 

ligadas al cierre de la frontera agrícola y la conservación y uso productivo del 

bosque45. Este último punto a nivel territorial es crucial en la realidad del país y en 

las zonas en las cuales se ha concentrado el conflicto, que son en la ruralidad 

dispersa.    

 

2. Multisectorialidad: el territorio es el centro articulador de las políticas, es desde 

allí en donde se integran los sectores y no desde el nivel central. Alcanzar políticas 

multisectoriales siempre ha sido un desafío, ya que la institucionalidad está limitada 

en su accionar por el sector al cual pertenece principalmente por razones 

presupuestales y de estructuración del Estado. Las definiciones de los 

presupuestos y su ejecución tienen poca flexibilidad, en su mayoría son anuales y 

ligados a una planeación específica que se centra en temáticas del sector al cual 

pertenece. Los trámites y la gestión burocrática, impiden que los sectores trabajen 

de manera conjunta. La focalización territorial no es suficiente para unir a los 

sectores, ya que cada sector termina implementando sus programas de manera 

independiente, incluso duplicando esfuerzos.  

 

 
 

45 El bosque puede ser productivo a través de su uso forestal, o de los productos no maderables como lo son 
los frutos amazónicos u otros comestibles. Así mismo, los servicios ambientales que los bosques prestan, 
como lo son los bonos de carbono, el pago por conservación, etc. Demuestran que los bosques se pueden 
conservar y además generar ingresos. Esto puede ser una respuesta a la población que vive en zonas de 
conservación o frontera agrícola, por motivos de la colonización, desplazamiento o despojo, y que llevan 
asentados varios años y que su salida hacia otros territorios ya no es una opción.  
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3. Descentralización: se debe propender por una descentralización más allá de la 

elección de las autoridades locales y de la transferencia de los recursos del nivel 

central, los cuales se invierten en funcionamiento de los sectores. Este elemento 

ha sido clave en el enfoque Leader, y en la destinación de los recursos de acuerdo 

a la toma de decisiones de las GAL para las regiones. Esta mayor autonomía de 

las regiones y el acompañamiento de la población, garantizan acciones pertinentes, 

veeduría y apropiación por parte de sus pobladores. Colombia si bien es un país 

descentralizado, de acuerdo a lo que está establecido en la Constitución Política 

Nacional, sigue manteniendo con fuerza un control del nivel central sobre todo en 

el diseño y ejecución de la política. Los principales programas de los sectores se 

implementan desde el nivel central con una capacidad mínima para la atención a 

nivel territorial, generalmente son equipos muy reducidos los que están en los 

territorios. De la misma manera, se prioriza la contratación de personal desde 

Bogotá, quienes tienen que viajar, aumentando los costos, los tiempos y reduciendo 

las posibilidades de dejar mayor capacidad territorial. 

    

4. Capacidad territorial: tiene que ver con las condiciones humanas, de 

infraestructura, acceso, educativas y de recursos, que permiten que un territorio 

pueda generar ingresos, movilizar servicios y atender los requerimientos del 

mismo. En Colombia existe una enorme disparidad territorial, con territorios que 

dependen en un alto porcentaje de las transferencias del nivel nacional y una 

reducida gestión y transparencia en lo público. De la misma manera, presencia de 

recursos naturales cooptados por grupos armados al margen de la ley, con altos 

potenciales pero nula presencia Estatal para sus usos sostenibles. Es el caso de la 

minería, los bosques y la deforestación, los ríos (la contaminación) y el acceso al 

agua, son recursos esenciales que requieren ser gestionados para el beneficio 

local. El enfoque territorial debe ir acompañado de fortalecimiento y generación de 

capacidades, que posibiliten el empoderamiento y el liderazgo local, así como el 

reconocimiento de los activos territoriales y su eficiente uso. Este elemento de 

capacidad también está relacionado con el primer elemento de los vínculos que 

conectan territorios. Si un territorio presenta mayores capacidades, puede ayudar 

a movilizar otro que no las tenga, sin embargo, el objetivo es que siempre se 

promuevan mecanismos que posibiliten que un territorio sea dueño de su desarrollo 

y lo promueva. 
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5. Cohesión social y construcción o reconstrucción del tejido social: este 

elemento cobra importancia en Colombia y el recorrido que el país ha tenido que 

trasegar por el conflicto. Los Programas de Desarrollo y Paz y los Laboratorios de 

Paz, antes mencionados, nos dejan como aprendizaje la necesidad de hacer 

énfasis en entender el contexto local, las víctimas y las causas del conflicto. El 

hacer desde el enfoque territorial, una inversión en volver a confiar en el vecino, en 

comprender las diferencias y construir a partir de estas, es hacer un foco en la 

reconciliación y el perdón. La RRI plantea como premisa, el “hacer del campo un 

escenario de reconciliación en el que todas y todos trabajen alrededor de un 

propósito común, que es la construcción del bien supremo de la paz, derecho y 

deber de obligatorio cumplimiento” (Acuerdo de Paz, 2016). Este elemento desde 

la política pública, ha sido descuidado, ya que sus avances dependen de procesos 

que llevan tiempo y sus resultados no son tangibles, como por ejemplo si lo son, 

las obras de infraestructura. Sin embargo, a partir de componentes productivos o 

incluso de infraestructura, se puede promover la reconciliación, involucrando a la 

comunidad buscando promover nuevos liderazgos, formas organizativas y 

asociativas que lleven a un bien u objetivo común, o haciendo participe a víctimas 

y victimarios en espacios absolutamente necesarios para el desarrollo local. Es el 

caso de la reincorporación en el Acuerdo de Paz, que refleja a un país en el que 

los miembros de las guerrillas, en este caso de la ex guerrilla de las FARC – EP, 

son de origen rural que tienen vínculos con sus territorios y que tienen como fin en 

este proceso, contribuir y ser parte de las visiones de territorio en donde han 

iniciado su reincorporación. 

 

6. Política a largo plazo e inversión presupuestal (flexibilidad): el enfoque Leader, 

ha demostrado la transformación de territorios a partir de políticas de Estado y con 

recursos de inversión. Los elementos acá planteados, requieren de tiempo en su 

implementación y de procesos que superan los periodos de gobierno nacionales o 

departamentales y municipales. El enfoque territorial requiere de políticas 

descentralizadas que se inserten en lineamientos nacionales, con propósitos claros 

a mediano y largo plazo que involucren más de un gobierno. La destinación de 

recursos, es esencial y denota una voluntad férrea por parte de los gobernantes en 

alcanzar transformaciones y no resultados inmediatistas. De la misma manera, la 
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flexibilidad en la ejecución de los recursos, principalmente públicos se convierte en 

un derrotero del éxito de una política a largo plazo. El presupuesto público está 

regido por un principio de anualidad, que obliga a las entidades a una ejecución 

que inicia el 1 de enero y finaliza el 31 de diciembre. Sin embargo, la realidad, 

muestra cómo, nunca se inicia el 1 de enero y con dificultad se logra llegar a bienes 

y servicios a ser entregados a satisfacción a finales del año. Los procesos de 

contratación pública, así como de compromiso presupuestal, hacen que un bien o 

servicio se esté contratando hacia mediados del primer semestre o incluso hacia la 

mitad del año, reduciendo los tiempos de implementación del contrato. Esto incide 

en la calidad del mismo y en los resultados esperados, ya que muchos de los 

procesos pierden continuidad o se desarrollan buscando cumplir solo con un 

objetivo contractual, sin importar los medios. En este sentido, vemos como se 

entregan insumos o maquinaria, sin transferir capacidades a la población para su 

uso, o se hace entrega de insumos agropecuarios, sin tener en cuenta el mercado 

o procesos productivos locales, o talleres dictados en corto tiempo, que solo 

cumplen con realizarlos, pero no con alcanzar cambios. Al final, las mediciones de 

cumplimiento de política, son mayoritariamente cuantitativas, privilegiando número 

de personas o cantidad de bienes y servicios entregados, pero no midiendo los 

cambios. Por otra parte, el enfoque territorial exige metodologías de trabajo 

dinámicas, es decir que se adapten y ajusten teniendo en cuenta una permanente 

valoración. Esto está muy relacionado con la flexibilidad de un presupuesto y de la 

ejecución de la política. 

  

7. Gobernanza:  aspecto central del enfoque territorial, por la importancia del papel 

del Estado en el diálogo territorial y de la sociedad civil en crear espacios propios y 

mantenerlos. Así mismo, son espacios para la toma de decisiones y el 

fortalecimiento del diálogo entre actores. En relación con el Estado es fundamental 

para la provisión de bienes públicos, pero sobre todo para acompañar los procesos 

participativos de la sociedad civil. Hay un problema central y es la deficiencia o 

debilidad en las capacidades territoriales. En ese aspecto, el Estado debe jugar un 

papel importante para fortalecerlas, respetando la autonomía de las comunidades. 

Debe haber una concertación entre el Estado y las comunidades, no es solo lo que 

estas quieran, si no que respondan a criterios estratégicos. Se puede caer en la 

trampa de hacer solicitudes con propósitos inmediatistas para usar unos aportes 
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del Estado que no responden a esas realidades. En este sentido, cobra especial 

relevancia los espacios propios de organización y gestión de las comunidades y no 

los que desde el nivel central se establezcan. Existe la tendencia a crear nuevos 

espacios y desconocer los ya existentes. A la final vemos como se multiplican las 

mesas de participación en las que generalmente asisten las mismas personas y en 

algunas se cumplen las mismas funciones.  

8. Participación: La participación per se no es enfoque territorial, sin embargo, si es 

un elemento esencial, al igual que la diversidad y la diferenciación de contextos, es 

un elemento intrínseco y transversal. Se puede confundir con la gobernanza, ya 

que es a través de los espacios propios de los territorios en donde se construye y 

se les hace seguimiento a esas visiones locales de desarrollo, así como se 

establecen los vínculos de diálogo entre la población, las instituciones y el Estado. 

Este elemento, como lo mencioné al inicio, no ha sido tenido en cuenta por otros 

autores, o por lo menos no ha sido lo suficientemente resaltado. Por otra parte, y 

en la otra orilla, también la participación se ha entendido como el único elemento 

del enfoque territorial, es decir, que, si se requiere diseñar una política o conocer lo 

que necesita determinada población, se acude a establecer una mesa de 

participación y preguntar a los directamente implicados sobre sus necesidades. 

Esta, por supuesto, es una vía centralista y de “arriba hacia abajo”, la cual se 

confunde como un mecanismo de enfoque territorial. En este sentido, cuestiono las 

iniciativas que provienen del ejecutivo en la convocatoria de espacios para hacer 

consultas de política o discutir temas importantes para el territorio. Usualmente 

acude un miembro del gobierno nacional (puede que tenga un alto cargo o no), 

para escuchar esos requerimientos o tomar insumos para definir las políticas, 

proyectos o estrategias, se reúne con un grupo representativo de la población y 

busca responder desde el nivel central, con las debilidades de presencia y 

capacidad, así como de conocimiento profundo de los contextos. Para el enfoque 

territorial, la participación es ese elemento estructural que surge de abajo hacia 

arriba, que nace desde lo local y no se limita a la consulta o a la socialización.     

 

9. Diversidad y diferenciación de contextos: este es un elemento intrínseco y 

transversal, pero que quisiera resaltar. El enfoque territorial per se es diverso, es 

decir, si parte desde el territorio y desde los contextos locales no contiene 
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respuestas homogéneas, sino las pertinentes. En Colombia, hacer políticas 

diferenciales es un mandato constitucional. El Acuerdo de Paz tuvo que incorporar 

un capítulo étnico que permitiera que los puntos acordados se implementaran 

acordes con las realidades y necesidades de los pueblos étnicos. En este sentido, 

los mecanismos de planeación y concepción propia de desarrollo de los pueblos 

indígenas y afrocolombianos, como lo son los planes de vida, son los escenarios 

naturales del enfoque territorial.    

   

10. Integración de actores: en una política territorial el propósito es incluir de manera 

integral todos los aspectos del territorio y sus actores, un proyecto dirigido a un 

grupo específico podría ser excluyente, ya que solo atiende unas necesidades 

puntuales, pero pierde el foco integral del territorio. Los múltiples actores pueden 

aportar a esa visión de territorio. En el caso colombiano, el propósito del Acuerdo 

de Paz, es la construcción de paz a través del diálogo entre actores que en un 

territorio son muy diversos, pero en su diversidad cada uno puede aportar al 

desarrollo. De la misma manera, la posibilidad de integrar esos actores en red, 

amplia el potencial endógeno y de conexión entre variados eslabones. Esta 

integración es un factor estructural para impulsar iniciativas productivas, las cuales 

implican convocar al sector privado, la academia, los centros de investigación, 

sector público, entre otros.  

 

Con base en estos criterios propongo el siguiente concepto de enfoque territorial: 

 

El enfoque territorial para las políticas rurales es un enfoque de política pública 

multisectorial que implica un proceso de construcción social, con la participación activa de 

diversos actores del territorio, dotado de una estrategia de largo plazo y con capacidad 

institucional y territorial para llevarlo a cabo. Este enfoque se diferencia de los demás 

enfoques de política, en la medida que establece vínculos para la superación de las 

brechas urbano – rurales, y concibe el territorio como una construcción social, económica 

y ambiental.  
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 CAPITULO 3: El Enfoque Territorial en la RRI 

 

Introducción 

 

De conformidad con lo planteado en el anterior capítulo, el enfoque territorial en Colombia 

tiene su desarrollo central a través del Acuerdo de Paz firmado a finales del 2016. Este 

enfoque está integrado a la Constitución Política Nacional y a la legislación que le da 

sustento a la implementación del Acuerdo, y lo convierte en una política de Estado. 

 

El enfoque territorial en Colombia, cuenta con instrumentos de política pública reflejados 

principalmente en los tres ejes de la Reforma Rural Integral (RRI). En este capítulo serán 

analizados desde la firma del Acuerdo hasta noviembre de 2023 (con algunos datos 2024). 

En este sentido, es clave, hacer una revisión de los Planes de Desarrollo Nacionales (PND) 

de los gobiernos incluidos en el periodo mencionado, y de las gestiones y políticas 

derivadas de estos Planes, en relación a la RRI. Estos Planes de Desarrollo, que se 

convierten en Ley de la República discutidos y aprobados por el Congreso, contienen para 

el asunto que nos compete las rutas que le dan vida a la RRI. Así mismo, reflejan un 

discurso y una narrativa de gobierno que se materializa de manera práctica a través de 

decisiones que evidencian la voluntad política, como lo son la designación de presupuestos 

y la definición de prioridades.  
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Para el análisis se tendrán en cuenta los informes de seguimiento y verificación del estado 

del Acuerdo, y se hará un foco en la RRI como objeto de este estudio. Los informes 

analizados corresponden a los elaborados por el Instituto Kroc – iniciativa Barómetro y 

CINEP/CERAC. También los instrumentos de seguimiento establecidos por el Acuerdo, 

como lo son: el SIIPO Sistema Integrado de Información para el Postconflicto y el Plan 

Marco de Implementación (PMI).  

 

Criterios del enfoque territorial, como la descentralización y capacidad territorial, la política 

a largo plazo e inversión presupuestal flexible, la participación y la identificación de vínculos 

que conecten territorio y multisectorialidad, serán tenidos en cuenta para este análisis del 

estado actual de la RRI y particularmente de sus tres ejes.  

 

3.1 Acuerdo de Paz como política de Estado. 

 

Un riesgo alto que presentaba el Acuerdo de Paz en el momento de su negociación y que 

generaba alta desconfianza entre las partes era la fragilidad del cumplimiento en lo 

acordado por ser considerado asunto de un solo gobierno. Esto hacia vulnerable lo 

discutido frente a las diferentes posiciones políticas al interior del país, si bien el presidente 

de la República contaba con el mandato constitucional para realizar los diálogos y 

propender por el resguardo de la paz, no era suficiente para que lo acordado se convirtiera 

en política de Estado. 

 

En este sentido, y desde el orden legal, el Congreso de la República aprueba dos normas: 

el Acto Legislativo 01 de 2016 que dio vía al procedimiento del “Fast track”, el cual permitió 

facilitar la aprobación de los decretos y normas que implementan el Acuerdo. Por otra 

parte, está el Acto Legislativo No. 2 de 2017, el cual le da viabilidad constitucional al 

Acuerdo, ya que la Corte Constitucional se encargó de hacer la revisión de cada una de 

las normas y de blindarlo, dándole carácter constitucional en los aspectos relacionados 

con derecho internacional humanitario y derechos fundamentales. Si bien, no se logró la 

inclusión del Acuerdo dentro de la Constitución como un acuerdo especial, la Corte emitió 

sentencias de revisión de constitucionalidad de cada una de las normas expedidas, y emitió 
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la Sentencia C-630 de 2017 que, por unanimidad, aprobó el Acto legislativo 2 de 2017 

(Andrade, et al, 2016).   

 

Por ley se designaron entidades de gobierno para la implementación del Acuerdo, y se 

activaron mecanismos de la política para su desarrollo. Entre estos, se crea el CONPES 

3932 de junio de 2018 (Consejo Nacional de Política Económica y Social), con el objeto de 

articular el plan marco de implementación (PMI) con las herramientas de política, para 

hacerle seguimiento al cumplimiento del Acuerdo hasta el año 2031. El PMI es un 

documento de política, que contiene las estrategias, objetivos y el presupuesto proyectado 

para el cumplimiento del Acuerdo46. Por su parte, el SIIPO en el 2018, incorpora a través 

de indicadores y metas, lo establecido en el PMI, así como todo un sistema de seguimiento 

público, que puede ser consultado en la web (https://siipo.dnp.gov.co/inicio). A la fecha, 

estos mecanismos no se han actualizado, sin embargo, el gobierno 2022 – 2026, tiene un 

plan en cinco fases para este ajuste, que incorpora un presupuesto más completo y metas 

a ser cumplidas máximo al año 203147.  

 

3.2 Planes Nacionales de Desarrollo (PND): inclusión del 

Enfoque Territorial 

 

3.2.1. PND 2014 – 2018, gobierno presidente Juan Manuel 

Santos  

 

El PND del segundo gobierno del presidente Juan Manuel Santos tenía como lema “Todos 

por un nuevo país: paz, equidad y educación”. Estos tres pilares conformaban según el 

gobierno, un círculo virtuoso, con la paz como propósito principal. El PND estaba 

compuesto por los tres pilares ya mencionados, y cinco estrategias transversales: “1) 

 
 

46 El PMI actual cuenta con un costeo a precios de 2016 ($129,5 billones) presentado en el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo de 2017. 
 
47 Presidencia de la República de Colombia. (2024). Parámetros para la revisión del Plan Marco de 
Implementación. En: https://portalparalapaz.gov.co/wp-content/uploads/2024/06/150324_Parametros-para-la-
revision-y-ajuste-del-PMI-1.pdf 
 

https://portalparalapaz.gov.co/wp-content/uploads/2024/06/150324_Parametros-para-la-revision-y-ajuste-del-PMI-1.pdf
https://portalparalapaz.gov.co/wp-content/uploads/2024/06/150324_Parametros-para-la-revision-y-ajuste-del-PMI-1.pdf
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Competitividad e Infraestructura Estratégicas; 2) Movilidad Social; 3) Transformación del 

Campo; 4) Seguridad, Justicia y Democracia para la Construcción de Paz; y, 5) Buen 

Gobierno” (PND, 2014). Así mismo, plantea una estrategia adicional que está relacionada 

de manera intrínseca con las cinco mencionadas, y es la de crecimiento verde. 

 

Este Plan se basaba en un enfoque territorial, el cual es mencionado como punto de partida 

para la definición de política pública. Plantea una estrategia territorial para su 

implementación que reconoce las diferencias regionales, de la misma manera propone 

espacios de gobernanza a través de la estrategia buen gobierno que busca construir la 

presencia legitima del Estado, “…no Estado a los territorios, sino que se construya el 

Estado y su legitimidad desde y para los territorios” (PND, 2014, P. 28). La estrategia 

territorial consta en evaluar y diseñar los planes, programas y proyectos focalizados en un 

territorio en específico, y en esa misma línea se hace la designación de recursos. Los 

territorios se distribuyeron de la siguiente manera: Caribe, Eje Cafetero y Antioquia, centro 

oriente y Distrito Capital de Bogotá, Pacífico, Llanos Orientales y centro sur Amazonía. 

Cada región cuenta con un propósito y prioridades específicas. 

 

Si bien, hay menciones explícitas del enfoque territorial en el texto del PND, se visibiliza 

con mayor fuerza en el pilar de la paz y en la estrategia transversal de transformación del 

campo. En el pilar de la paz “La visión de paz del Gobierno nacional tiene en el centro de 

sus prioridades la finalización del conflicto armado, la garantía de derechos y el 

fortalecimiento de las instituciones desde un enfoque territorial, reconociendo que el 

conflicto ha afectado a los territorios de forma diferenciada, dejando sus mayores secuelas 

en el ámbito rural” (PND, 2014, P. 43).  

 

Desde esta visión, es claro que el medio rural tiene una relevancia para el gobierno y que 

el abordaje de política se hace teniendo en cuenta las particularidades territoriales. De la 

misma manera este pilar, establece cuatro enfoques: 1) el enfoque de derechos, 2) el 

enfoque territorial, “que implica la atención diferenciada de los territorios con el fin de cerrar 

las brechas existentes entre los ámbitos urbano y rural, especialmente en aquellos que se 

han visto más afectados por los efectos del conflicto armado interno y que tienen un mayor 

rezago en su desarrollo” (PND, 2014, P. 3), 3) el enfoque participativo y 4) la reconstrucción 

de la confianza entre los ciudadanos y entre la ciudadanía y el Estado como base para la 

reconciliación (PND, 2014, P. 46). 
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En el caso del eje de competitividad, menciona el Plan la importancia de realizar un 

fortalecimiento económico con una agenda de políticas diferenciadas por región, sector y 

producto, menciona también el encadenamiento, los clústeres y la articulación con 

diferentes actores que desarrolle el potencial productivo endógeno de los territorios. 

 

Para este Plan de gobierno, hay una relevancia en la paz, pero sobre todo en la paz de las 

zonas rurales. La Misión de Transformación del Campo aportó a este plan con un 

diagnóstico que mostraba amplias brechas entre lo rural y lo urbano, situación que se veía 

mayormente acentuada en las zonas en las cuales el conflicto hizo presencia. El Censo 

Nacional Agropecuario del (DANE, 2014) fue clave, ya que el país no contaba con unas 

cifras actualizadas del sector, desde 1970. El abordaje a estas problemáticas y la 

necesidad de construir una plataforma política y legal que le diera piso al Acuerdo, hizo 

que este Plan tuviera una ruta más dirigida hacia los territorios y que los cinco ejes 

transversales incluyeran herramientas que permitieran una construcción de política 

“bottom-up”. Sin duda, el enfoque territorial propuesto por el PND 2014 – 2018 tiene un 

pilar de paz robusto, que busca atender los territorios que presentaron mayor afectación 

por el conflicto: Estos son principalmente rurales, presentan los mayores índices de 

pobreza, tienen cultivos de uso ilícito y adolecen de presencia del Estado.  

 

A continuación, se describe el articulado del PND con elementos de enfoque territorial, así 

como algunas decisiones de política para el sector de Agricultura y Desarrollo Rural y la 

implementación de la RRI: 

 

 Políticas relevantes con enfoque territorial 

 

Articulado del 

PND 

 

Ley 1753 de 

junio 9 de 2015 

Mediante la Ley 1753 de 2015 se aprueba por el Congreso de la República 

el PND 2014 – 2018 

Artículo 100 Capítulo III Transformación del Campo. En este artículo 

se establecen los “mecanismos de intervención integral en territorios 

rurales”. Se definen unas zonas de intervención, unos aspectos a abordar 

(ordenamiento social, adecuación de tierras, proyectos productivos, entre 
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otros) la participación de las autoridades locales y unos mecanismos para 

la articulación de las instituciones que hacen presencia en esos territorios. 

Artículo 180 Capítulo VII Estrategia territorial: ejes articuladores del 

desarrollo y prioridades para la gestión territorial. Se crea el Programa 

Nacional de Delegación de Competencias Diferenciadas (PNCD), con el 

fin de firmar convenios con entidades y esquemas asociativos territoriales, 

que delegan competencias del nivel nacional a estos entes.  

Artículo 196 Capítulo VII Estrategia territorial: ejes articuladores del 

desarrollo y prioridades para la gestión territorial. A través de los 

Órganos Colegiados de Administración y Decisión (OCAD) se presentan 

proyectos de impacto regional. 

Artículo 198 Capítulo VII Estrategia territorial: ejes articuladores del 

desarrollo y prioridades para la gestión territorial. Contratos Plan. es 

un acuerdo entre la Nación y las entidades territoriales que contiene los 

arreglos programáticos para la ejecución de proyectos de desarrollo 

territorial que contemplen la concurrencia de esfuerzos de inversión 

nacional y territorial. 

Artículo 199 Mecanismos para la ejecución de los Contratos Plan. Se 

crea un Fondo Regional para los Contratos Plan como un instrumento de 

gestión para 

facilitar la ejecución de estos contratos. 

Artículo 200. Planeación y políticas públicas orientadas al cierre de 

brechas intra e interregionales. El Gobierno Nacional, y los gobiernos 

departamentales y municipales enfocarán sus planes de desarrollo y 

articularán sus políticas, estrategias e inversiones dando prioridad al cierre 

de brechas socio-económicas 

intra e interregionales, 

Reformas 

institucionales  

Se crea para el sector de agricultura y desarrollo rural: 

• Agencia de Desarrollo Rural,  

• Agencia Nacional de Tierras,  

• Agencia de Renovación del Territorio,  

• Unidad de Restitución de Tierras,  

• Unidad de Planificación Rural Agrícola (UPRA) 
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• Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca  

• Viceministerio de Desarrollo Rural  

• la Dirección de la Mujer Rural en el Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural. 

Normativa 

derivada del 

Acuerdo de Paz 

Decreto 413 del 2 de marzo 2018. Establece las reglas de las entidades 

territoriales para el acceso a recursos de regalías y del OCAD paz. 

Ley 1876 del 29 de diciembre 2017. Por medio de la cual se crea el 

Sistema Nacional de Innovación Agropecuaria 

Decreto Ley 893 del 28 de mayo de 2017. Por el cual se crean los 

Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial -PDET. 

Decreto Ley 902 del 29 de mayo de 2017. Medidas para la 

implementación de la RRI en materia de tierras. 

 

 

3.2.2. Gobierno 2018 – 2022, gobierno presidente Iván Duque 

 

El lema del PND fue “Pacto por Colombia, pacto por la equidad”. Plantea como premisa 

principal que la ilegalidad en todas sus formas es y ha sido el impedimento para el 

crecimiento económico del país. Así mismo y sobre la base de esto, desarrolla el plan a 

través de pactos, priorizando tres, que denomina estructurales: legalidad: seguridad 

efectiva y justicia transparente, emprendimiento: formalización, productividad y economía 

incluyente y equidad: política social, centrada en la familia y conectada a mercados. Por 

su parte, le siguen catorce pactos transversales, que en su orden son: 1. Sostenibilidad, 2. 

Ciencia, tecnología e innovación, 3.  Transporte y logística, 4. Transformación digital, 5. 

Calidad y eficiencia de servicios públicos, 6. Recurso minero energético, 7. Promoción y 

protección de cultura y economía naranja, 8. Construcción de paz, cultura de la legalidad, 

convivencia, estabilidad y víctimas, 9. Equidad de oportunidades para grupos étnicos, 10. 

Inclusión de personas con discapacidad, 11. Equidad para las mujeres, 12. Gestión pública 

efectiva, 13. Descentralización y 14. Productividad y equidad de las regiones. Este último 

pacto se divide en propuestas y abordajes para la clasificación que ese gobierno hace del 

país en ocho regiones, esto lo denomina “pactos regionales”. 
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A diferencia del PND del gobierno 2014 – 2018, este Plan no hace referencia explícita a 

que el enfoque territorial sea prioritario o estructural. Sin embargo, lo menciona en el pacto 

por la productividad y equidad de las regiones, en el cual hace un esquema de abordaje 

que consta de tres niveles: 1. Pactos nacionales, 2. Descentralización 3. Pactos regionales. 

En suma, este enfoque busca generar una conexión entre los lineamientos de las políticas 

nacionales, la gobernanza territorial y los proyectos para dinamizar las regiones. En este 

sentido, también lo mencionan en estrategias planteadas para la atención en salud, 

educación y conectividad, como una ruta para hacer una atención diferenciada, ya que no 

es lo mismo, por ejemplo, un modelo de salud para un área rural dispersa que para un 

centro rural urbano.  

 

En el pacto estructural por el emprendimiento se incluyen las estrategias relacionadas con 

el campo hacia dinamizar el desarrollo y la productividad. A diferencia del anterior PND, no 

hay un capítulo exclusivo para lo rural, pero si se tratan las temáticas rurales en cada uno 

de los pactos propuestos. Si bien, no se hace un abordaje del campo desde lo planteado 

en la RRI, se tocan temas relevantes para el enfoque territorial como lo son: el 

aprovechamiento de actividades no agropecuarias en zonas rurales y el uso y vocación del 

suelo. Esto teniendo en cuenta actividades como el turismo, la conservación y los servicios 

ambientales, en zonas de frontera agrícola. La propuesta en lo rural, se dirige hacia la 

competitividad, la promoción de la agroindustria, la inversión privada y la necesidad de 

innovación y emprendimiento. 

 

En relación a la paz, el pacto de construcción de paz, tiene un pilar fundamental el cual es 

la legalidad. Esta es la base de la posterior política de “paz con legalidad”48 que fue 

implementada en cabeza de la Consejería para la Estabilización y la Consolidación de 

Presidencia de la República, a través de un “ministro – consejero”, es decir, se le asignaron 

potestades de ministro a un funcionario de presidencia, para la toma de decisiones. 

También hacían parte de esta estructura para la implementación de la paz: la Agencia de 

Renovación del Territorio (ART) y la Agencia de Reincorporación y Normalización (ARN).  

 

 
 

48 Presidencia de la República. (2018). Paz con Legalidad. En: 
https://www.reincorporacion.gov.co/es/reincorporacion/Documents/Politica_PAZ_CON_LEGALIDAD_Conseje
ria_Estabilizacion.pdf 
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El Acuerdo de Paz no fue asumido de manera inmediata por el gobierno del presidente 

Duque. El pacto de paz del PND no hace mención explícita a su implementación, lo que, 

sí plantea, es la sentencia de la Corte Constitucional antes mencionada la C-630 del 11 de 

octubre de 2017, de la cual resalta que los gobiernos inmersos en la implementación del 

Acuerdo, lo harán de buena fe, que son obligaciones de medio y no de resultado y que 

existe una discrecionalidad para elegir los mecanismos de cumplimiento del Acuerdo. Por 

otra parte, establecen los pilares que desarrollan este pacto, estos son: 1. imperio de la 

ley, 2. estabilización, seguridad y orden para la libertad, 3. participación y 4. atención a las 

víctimas.  

 

A continuación, se presenta una relación de los artículos del PND que incluyen elementos 

con enfoque territorial, así como algunas decisiones de política en relación a la 

implementación de la RRI y del Sector de Agricultura y Desarrollo Rural:   

   

 Políticas relevantes con enfoque territorial 

Articulado PND 2018 - 2022 

Ley 1955 25 de mayo de 

2019 

Artículo 220. Trazador Presupuestal para la Paz. 

Para cada vigencia fiscal, las entidades estatales del 

orden nacional conforme a sus competencias 

identificarán mediante un trazador presupuestal 

especial denominado – construcción de paz- las 

partidas presupuestales tanto de funcionamiento como 

de inversión destinadas a cumplir con el Acuerdo de 

Paz 

Artículo 229. Calificaciones diferenciadas en 

compras públicas de alimentos. Las entidades 

públicas descentralizadas y las entidades territoriales 

que requieran productos agropecuarios para atender la 

demanda de programas institucionales, establecerán 

en los pliegos puntajes a favor de producción nacional. 

Igualmente 40% deben adquirir de producción local y 

10% para pequeños productores. 

Artículo 249. Esquemas Asociativos Territoriales 

EAT. Son asociaciones de departamentos, distritos, 
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municipios, quienes pueden presentar proyectos al 

OCAD. 

Artículo 250. Pactos Territoriales. Son acuerdos de 

voluntades entre la Nación y el conjunto de 

departamentos que hacen parte de las regiones 

propuestas en el PND para articular programas, 

políticas y programas de acuerdo a las necesidades de 

los territorios. 

Artículo 253. Política Pública para el Sector 

Campesino. En cabeza del Ministerio de Agricultura se 

construirá esta política con la participación de 

organizaciones campesinas, academia y los estudios 

de la comisión de expertos del campesinado. 

Reformas institucionales Art. 126 de la Ley 1955 de 2019, por medio del cual se 

crea el Ministerio de Ciencia Tecnología e Innovación. 

Una entidad importante para el SNIA (Sistema Nacional 

de Innovación Agropecuaria). 

En materia de paz: 

• Se cambia la denominación de la Alta 

Consejería para el Postconflicto a la Consejería 

para la Estabilización y Consolidación, oficina 

encargada de la implementación del Acuerdo de 

Paz desde presidencia.  

• La ART se modifica, antes estaba bajo la 

cabeza del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural y pasa a presidencia. 

Pactos territoriales se firman 11 pactos. 

 

 

3.2.3. PND 2022 – 2026, gobierno presidente Gustavo Petro. 

 

El lema del PND es “Colombia potencia mundial de la vida”, consta de cinco 

transformaciones: 1. Ordenamiento del territorio alrededor del agua, 2. Seguridad humana 
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y justicia social, 3. Derecho humano a la alimentación, 4. Transformación productiva, 

internacionalización y acción climática, 5. Convergencia regional. Así como, de tres 

énfasis: ordenamiento alrededor del agua, transformación de estructuras productivas y 

sostenibilidad.   

 

Al igual el PND anterior, este Plan no menciona el enfoque territorial de manera explícita, 

salvo para hacer énfasis en que el mismo es tenido en cuenta para implementar políticas 

como la de educación, cultivos ilícitos, justicia, entre otras. Sin embargo, desde la 

introducción plantea que las cinco transformaciones y los tres énfasis, tienen un punto de 

partida: el territorio. De la misma manera, es relevante ver cómo, el territorio se presenta 

de manera integral, es decir, no hay una separación entre lo urbano y lo rural. De hecho, 

plantea que esta dicotomía es inaceptable y que ha dejado un impacto negativo en el 

ambiente y en la manera como se produce, se hace uso del agua y en las economías que 

mueven el país. 

 

Si bien no hay una mención explícita de este enfoque, este PND contiene un número 

importante de estrategias y elementos que lo hacen ser un Plan con enfoque territorial. En 

este trabajo se ha mencionado que el enfoque territorial per se no es participación, sin 

embargo, este es un elemento clave que convoca a las poblaciones para escuchar y 

construir de manera conjunta. En este sentido, este Plan ha convocado a un número 

importante de ciudadanos, a través de espacios que dispuso el gobierno, para que 

presentaran propuestas, inquietudes y necesidades. Además de la participación, se 

plantean rutas para la planeación del territorio, partiendo desde el contexto territorial y la 

población, teniendo en cuenta características étnicas, culturales, ambientales e históricas. 

La gobernanza territorial y la participación en diversas instancias de toma de decisiones, 

así como el empoderamiento de autoridades locales y comunitarias. Sobre todo, en la 

primera transformación, muestra una apertura de este gobierno hacia el desarrollo de 

políticas incluyentes y pertinentes, y con enfoque territorial. 

 

En materia de paz, se plantea un capítulo entero de Paz total e integral, que tiene como 

premisa que los territorios se transforman partiendo de estos mismos. Este gobierno ha 

manifestado una clara voluntad de avanzar con la implementación del Acuerdo. Ha 

designado un presupuesto en el plan plurianual de inversiones por 50,4 billones de pesos, 

así como ha cruzado las cinco transformaciones del Plan con los PDET, con el objeto de 
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tener mecanismos operativos para su avance, también ha ampliado las entidades 

encargadas del Acuerdo dando potestades a la Agencia de Desarrollo Rural (ADR) y a la 

Agencia Nacional de Tierras (ANT) y, por supuesto, al Ministerio de Agricultura como 

cabeza de sector. Una propuesta a resaltar del Plan, son los Proyectos integradores a 

cargo de la Agencia de Renovación del Territorio (ART). Su objetivo es estructurar 32, dos 

por cada subregión PDET y lograr dejar 24 en implementación al finalizar el cuatrienio. La 

propuesta es innovadora, ya que su fin es integrar la agenda PDET de cada una de las 

subregiones hacia un objetivo común territorial. Este objetivo es el centro que jalona los 

pilares PDET y le da un sentido articulador a las diferentes iniciativas que se propusieron 

por las comunidades en los Planes de Acción para la Transformación Territorial (PATR). 

 

A continuación, se presenta una relación de los artículos del PND que incluyen elementos 

con enfoque territorial, así como algunas decisiones de política en relación a la 

implementación de la RRI y del Sector de Agricultura y Desarrollo Rural:   

 

 Políticas relevantes con enfoque territorial 

Aprobación del PND 

 

Ley 2294 del 19 de mayo 

de 2023 

Artículo 28. Regiones Autonómicas. Focalizar 

presupuesto de inversión anual en las regiones para el 

desarrollo de las mismas, a través de la estructuración de 

proyectos con indicadores y seguimiento con enfoque 

territorial. 

Artículo 41. Fortalecimiento de los Esquemas 

Asociativos Territoriales EAT. Se implementará una 

estrategia de asistencia técnica para los EAT, con el 

objetivo de desarrollar proyectos supramunicipales y 

supradepartamentales. 

Artículo 44. Financiación de las Regiones 

Administrativas y de planificación. 

La nación podrá realizar transferencias no condicionadas y 

de libre destinación para los proyectos de las RAP. 

Artículo 55. Concesión Forestal Campesina. Se otorga el 

uso forestal y de la biodiversidad a población campesina 
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que ha ingresado a modelos de justicia transicional. 

Reciben la concesión por 30 años. 

Artículo 67. Creación de la Transferencia Hambre Cero. 

Es una partida que se destinará a los territorios para atender 

soberanía alimentaria, agricultura campesina familiar y 

comunitaria, economía popular.  

Artículo 72. Fondo para la superación de brechas de 

desigualdad población e inequidad territorial. Es un 

fondo fiduciario bajo el liderazgo del Ministerio de la 

Igualdad para el desarrollo de proyectos territoriales 

dirigidos a superar la inequidad y desigualdad territorial. 

Artículo 274. Gestión comunitaria del Agua y 

Saneamiento básico. Se les da la potestad administrativa 

y financiera a comunidades organizadas para prestar 

servicios públicos. (este mismo esquema aplica para las 

comunidades energéticas). 

Artículo 250. Pactos Territoriales. Se promueven las 

inversiones estratégicas y la concurrencia de fondos, a 

través de acuerdos entre el nivel nacional, entidades 

territoriales y EAT. 

Artículo 359. Reconocimiento, apoyo y fortalecimiento 

de las territorialidades campesinas. Territorios· 

Campesinos 

Agroalimentarios y los Ecosistemas Acuáticos 

Agroalimentarios. 

 Decreto 780 del 24 de junio de 2024. el cual define los 

procedimientos de constitución, reconocimiento y 

formalización de los Territorios Campesinos 

Agroalimentarios (Tecam). 

Acto Legislativo 1 del 5 de julio de 2023. por medio del 

cual se reconoce al Campesinado como sujeto de Especial 

Protección Constitucional. 
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• Sistema Nacional de Reforma Agraria con ocho 

subsistemas: 1) acceso a tierras; 2) Zonas de 

Reserva Campesina (ZRC); 3) ordenamiento 

territorial y conflictos socioambientales; 4) derechos 

y servicios sociales básicos; 5) asistencia técnica; 6) 

estímulo a las economías campesinas y propias; 7) 

crédito; y, 8) territorios étnicos. De la misma manera 

se creó una comisión intersectorial para la reforma. 

• Fortalecimiento de las Zonas de Reserva 

Campesina (ZRC) 

 

3.3. Instrumentos de política con Enfoque Territorial 

derivados de la Reforma Rural Integral del Acuerdo 

de Paz 

 

La Reforma Rural Integral (RRI) contiene principalmente tres ejes, los cuales buscan 

responder a las problemáticas estructurales de la ruralidad en Colombia. Estos tres ejes 

son: Tierras, Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) y los Planes 

Nacionales para la Reforma Rural Integral (PNRRI) o Planes Sectoriales. Como es bien 

sabido, el punto No. 1 del Acuerdo, trasciende las discusiones con un grupo alzado en 

armas, en relación al fin de conflicto, la reparación a las víctimas, la justicia transicional, 

entre otros, y se concentra en ir más allá e incluir asuntos de política y de atención por 

parte del Estado a las zonas rurales, las cuales han sido las más afectadas por el conflicto. 

Para las partes, en la negociación, este punto refleja la necesidad de responder a una 

deuda histórica con el campo. 

 

La situación del campo hacia el periodo de las negociaciones mostraba un panorama 

desfavorable de inequidad, ausencia de infraestructura, bienes y servicios públicos, 

inseguridad legal sobre la tierra, cultivos ilícitos, falta de competitividad, entre otras. Se 

resaltan dentro de los análisis de la situación del campo, la Misión de Transformación del 

Campo de 2015 y el Censo Nacional Agropecuario elaborado (DANE,2014).  
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Con el objeto de dar mayor claridad a los acuerdos llegados en el punto 1 y a la 

problemática que se busca atender, en el siguiente cuadro se presentan la interacción 

entre los tres ejes de la reforma rural integral, los puntos del Acuerdo y las brechas 

identificadas: 

 

Tabla 3. Reforma Rural Integral Vs Brechas rurales 
 

Ejes de la RRI Cifras  

Censo Nacional Agropecuario 2014.49 

Reforma Rural Integral 

Acuerdo de Paz 

       Tierras  

• Según la UPRA a 2019, existe un 
60% de informalidad sobre la 
tierra50. 
 

• De la misma manera el índice de 
Gini en tierras de Colombia llega a 
un 0.89. 

 

Fondo de tierras para acceso a ser constituido por 

3 millones de hectáreas 

7 millones de hectáreas para formalización 

Jurisdicción Especial Agraria  

Catastro multipropósito 

• El 80,5% del área para uso 
agropecuario se destina a pastos 
y el 19,1% se destina a uso 
agrícola. 

 

• Son 43,1 millones de hectáreas 
con potencial de uso 
agropecuario correspondientes al 
área rural dispersa, sin embargo, 
34,4 millones de hectáreas de 
estas se usan para pastos. 

 

 

 

 

Cierre de la frontera agrícola y zonas de reserva 

campesina y Zonas de Reserva Campesina 

• El 90,7 % del área rural dispersa 
censada en territorios de grupos 
étnicos tiene cobertura en 
bosques naturales. 

Mecanismos de seguridad sobre la tierra en zonas 

de conservación 

 

Programas de 

Desarrollo con 

• 45,7% de la población rural en 
condición de pobreza 
multidimensional. 

16 subregiones PDET  

170 municipios priorizados.  

 
 

49 Departamento Nacional de Estadística – DANE. (2014). Tomo II: Resultados Censo Nacional Agropecuario. 
En: https://www.dane.gov.co/files/images/foros/foro-de-entrega-de-resultados-y-cierre-3-censo-nacional-
agropecuario/CNATomo2-Resultados.pdf. 
 
50 UPRA – Unidad de Planificación Rural Agrícola. (2019). Informalidad de la Tenencia de la Tierra en Colombia 
2019. En: https://upra.gov.co/es-co/Publicaciones/Informalidad_ten_tierra_Colombia_2019.pdf 

https://www.dane.gov.co/files/images/foros/foro-de-entrega-de-resultados-y-cierre-3-censo-nacional-agropecuario/CNATomo2-Resultados.pdf
https://www.dane.gov.co/files/images/foros/foro-de-entrega-de-resultados-y-cierre-3-censo-nacional-agropecuario/CNATomo2-Resultados.pdf
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Enfoque 

Territorial PDET 

• A 31 de diciembre de 2014, se 
reportan por UNODC 
(Organización de Naciones 
Unidas contra las Drogas y el 
Delito), 69.000 Hectáreas y para 
2023, 253.000 Hectáreas. 

Planes 

Nacionales para 

la Reforma Rural 

Integral PNRRI o 

Planes 

Sectoriales 

 

• El 16,5% de las UPAs (Unidad 
Productiva Agropecuaria) 
ubicadas en área rural dispersa, 
manifestaron haber recibido 
asistencia técnica, el 83,5% no. 

 

16 planes distribuidos en cinco temáticas que 

abarcan el sector rural: 

1. Acceso a tierras y ordenamiento social y 

ambiental 

• Plan de formalización masiva, zonificación 

ambiental. 

2. Infraestructura y adecuación de tierras 

• vías terciarias, riego y drenaje, 

electrificación y conectividad rural. 

3. Desarrollo social 

• salud, educación, vivienda, agua potable y 

saneamiento básico. 

4. Producción Agropecuaria y Economía Solidaria 

y Cooperativa 

• fomento a la economía solidaria y 

cooperativa, asistencia técnica integral e 

investigación, generación de ingresos y 

promoción de la comercialización de la 

economía campesina, familiar y 

comunitaria, derechos de los Trabajadores 

y Trabajadoras Rurales. 

5. Derecho a la alimentación 

• Garantía progresiva del derecho a la 

alimentación 

 

• El 29% tiene acceso a internet en 
las zonas rurales. 

• Hay un 88% de informalidad 
laboral en las zonas rurales. 

Fuente: elaboración propia 

 

A la fecha, no se tiene un censo agropecuario actualizado, sin embargo, en materia de 

resultados, luego de 7 años de firma del Acuerdo, aproximadamente la mitad del periodo 

de implementación “15 años”, los retos se mantienen, esto se revisará a continuación con 
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los informes de las entidades que hacen seguimiento a la implementación del Acuerdo de 

Paz. La reducción de brechas es una tarea de largo aliento y requiere de cambios 

estructurales en la manera cómo se definen e implementan las políticas.  

 

3.4. Estado de implementación de la RRI desde el Enfoque 

Territorial 

 

Un panorama general de la implementación del Acuerdo lo da el Instituto Kroc en su octavo 

informe a noviembre de 2023, en el cual mencionan que de las 578 disposiciones51 se 

reporta un avance del 32%, esto cobija los 6 puntos del Acuerdo, más los compromisos 

étnicos y de género.  

 

Figura 2. Estado de Implementación del Acuerdo de Paz, 

diciembre 2016 a noviembre de 2023 

 

Fuente: Octavo informe Instituto Kroc, 2023. 

 

Por su parte, de acuerdo con el Instituto Kroc, la RRI ha avanzado en 7 años, un 6%, el 

70% de las disposiciones se encuentra en un estado mínimo, el 18% intermedio y un 6% 

que aún no ha iniciado. En contraste con el SIIPO se evidencia un avance del 55,12%, 

 
 

51 El PMI y el SIIPO reconocen 517 disposiciones, sin embargo, el Instituto Kroc lo hace sobre un número de 
578 disposiciones.  
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basado en 10 pilares y 220 indicadores. Las diferencias entre estos, el SIIPO que es 

administrado por el Departamento Nacional de Planeación y el del Instituto Kroc, incluido 

en el punto 6.1 del Acuerdo, pueden presentarse. Por ejemplo, el indicador del SIIPO de: 

“Porcentaje de planes de la Reforma Rural Integral que incorporan el enfoque étnico con 

perspectiva de género, mujer, familia y generación” reporta un 100% de cumplimiento, sin 

embargo, el Instituto Kroc ha evidenciado que solo 8 de los 16 PNRRI tienen este enfoque. 

Lo que sucedió es que incluyeron este enfoque en la formulación, pero no en la 

implementación. Es decir, no se cuenta con indicadores concretos que evidencien 

acciones específicas dirigidas por ejemplo a mujeres indígenas. El enfoque se menciona, 

incluso se mencionan a las mujeres indígenas, pero no hay instrumentos para medir este 

enfoque (Echavarria, et al., 2024, P.51). 

 

Figura 3. Estado puntos del Acuerdo, 

noviembre 2022 vs noviembre 2023 

 

 

Fuente: Octavo informe Instituto Kroc, 2023. 

 

La gráfica muestra el avance de cada uno de los puntos del Acuerdo y un contraste entre 

noviembre de 2022 y noviembre de 2023, a modo de comparar el cierre del gobierno 

anterior con el posesionado en agosto de 2022. En el caso de la RRI, si bien se avanza 

dos puntos, los cuales se ven reflejados principalmente en la creación de la Jurisdicción 

Especial Agraria (Acto Legislativo 003 de 2023), así como en la presentación del proyecto 
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de ley de impuesto predial unificado52 y en el Sistema de Reforma Agraria, el atraso del 

punto No. 1 es significativo. Los vacíos principales se presentan en el eje de tierras y en 

las dificultades en contar con cifras claras. De la misma manera los PNRRI fueron 

constituidos a través de resoluciones, pero sus desarrollos aún están pendientes y los 

PDET requieren de financiación e interlocución nación – territorio. 

 

A continuación, se describen los avances y retos de los tres ejes de la RRI a la luz del 

enfoque territorial. 

 

3.5. Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial 

PDET 

 

Estos programas trazados desde la Misión de Transformación del Campo en 2015, 

establecidos en el punto No. 1.2 del Acuerdo y creados a través del Decreto Ley 893 de 

2017, son el mecanismo para “lograr la transformación estructural del campo, y el ámbito 

rural, y un relacionamiento equitativo entre el campo y la ciudad de los territorios rurales” 

(Acuerdo de Paz, 2016). Estos, son los programas llamados a superar las brechas entre 

lo rural y lo urbano, por tal motivo y a pesar que en el Acuerdo quedó establecido que se 

deben implementar en todas las zonas rurales del país, se acordó una inicial focalización 

hacia los territorios con mayores inequidades. En este sentido, se seleccionaron 170 

municipios, contenidos en 16 subregiones, en donde se priorizó una intervención integral, 

basada en la concertación con la población, los criterios de selección fueron: 1. Los niveles 

de pobreza, en particular de pobreza extrema y de necesidades insatisfechas; 2. El grado 

de afectación derivado del conflicto; 3. La debilidad de la institucionalidad administrativa y 

de la capacidad de gestión; 4. La presencia de cultivos de uso ilícito y de otras economías 

ilegítimas . 

 

De acuerdo con el Decreto de creación de los PDET, estas subregiones además de unir a 

los 170 municipios que cumplen con los criterios anteriormente descritos, fueron agrupadas 

 
 

52 Define los topes de impuesto predial, que le da autonomía a los territorios para su recaudación y que se 
basa en el catastro multipropósito. 
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por las dinámicas del conflicto, las cuales han afectado zonas en particular, como por 

ejemplo los Montes de María, el Catatumbo o el Urabá Antioqueño. También tuvieron en 

cuenta la estrategia de “nodos de desarrollo” del DNP, la cual buscó focalizar territorios 

para una política de generación de ingresos, basada en el Sistema de Ciudades. 

 

En relación con la participación, ya se había mencionado antes el proceso de construcción 

de los PATR a través de una metodología que partió de la base – las veredas – y escaló 

al nivel subregional. De estos procesos de participación se crearon los grupos motor, 

conformados por representantes de la población, quienes hicieron parte de todo el proceso, 

los cuales, tienen el propósito no solo de hacer seguimiento al cumplimiento de los PATR, 

sino de apoyar en su implementación. Citando a la ART en el documento de “ABC de los 

PDET”, los grupos motor son: 

 

“los delegados y delegadas que fueron elegidos por las comunidades en cada uno 

de los 170 municipios durante la fase de planeación participativa de los PDET. Hoy 

son parte fundamental en la implementación y seguimiento de las iniciativas que 

ellos mismos formularon. Los Grupos Motor no solo empoderan a sus comunidades 

con su participación directa en la implementación, sino que son vitales para 

construir confianza entre las comunidades y el Estado. También tienen la 

corresponsabilidad de gestionar, articular, posicionar y realizar el seguimiento a la 

ejecución de los PDET para el cumplimiento de los compromisos”. (ART, 2022, P.1) 

 

La manera como se concibieron los PDET, desde el momento de las negociaciones y con 

insumos de la MTC, los convierten en el instrumento de política más tangible del enfoque 

territorial, con las características propias de un país como Colombia, que busca la paz y 

que requiere de mecanismos y estrategias que atiendan de manera estructural las causas 

del conflicto. En este sentido, a continuación, describo los elementos que hacen que los 

PDET tengan un enfoque territorial en su estructura como política: 

 

1. La focalización territorial supera los límites administrativos y se presenta una 

propuesta subregional, que busca conectar territorios y establecer vínculos entre 

estos. 
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2. Está compuesto por ocho pilares53 que le dan una integralidad, es decir no se 

atiende un único aspecto, sino que es necesario abordar varios para alcanzar el 

propósito de transformar territorios. 

 

3. Tienen un componente fuerte de participación, más de 200 mil personas han 

participado en este proceso de construcción y seguimiento de los PDET. El cual 

consistió en consultas desde el nivel veredal, luego municipal hasta llegar al 

subregional. Además, se constituyeron unos grupos motor que hacen seguimiento 

y tienen diálogo con la institucionalidad.  

 

4. Se construye una agenda con una visión propia del territorio a través de los Planes 

de Acción para la Transformación Territorial (PATR). Estos PATR hacen parte de 

ese proceso de participación, el cual llega al nivel subregional y recoge las 

iniciativas planteadas por el territorio clasificadas en los ocho pilares.  

 

5. Se establecen espacios, como los grupos motor, los cuales en principio son 

mecanismos de gobernanza. De acuerdo al concepto antes citado de la ART, están 

llamados a la toma de decisiones y al empoderamiento. 

 

6. Los PATR jalonan desde el territorio una intersectorialidad. Debido a que son ocho 

pilares, es necesario que actúen de manera articulada sectores como el de 

agricultura, salud, educación, infraestructura, etc., con el objeto de responder a esa 

agenda territorial. Para facilitar su implementación, se construyeron desde el 

gobierno 2018 – 2022 unas hojas de ruta por subregión que involucran a 

instituciones, responsables y presupuestos con el ánimo de contar con un plan más 

estructurado que solo las iniciativas individuales agrupadas por pilares.  

 

 
 

53 Los ocho pilares PDET son: 1. Ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo, 2. Infraestructura 
y adecuación de tierras, 3. Salud rural, 4. Educación rural, 5. Vivienda, agua potable y saneamiento, 6. 
Reactivación económica y producción agropecuaria, 7. Derecho a la alimentación, 8. Reconciliación 
convivencia y paz. 
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7. Es una política a largo plazo, se debe implementar a 15 años (aunque la norma 

menciona que, a 10 años, a nivel institucional se plantea el mismo término de 

implementación del Acuerdo). 

 

8. Presenta características especiales por ser un instrumento de política incluido en 

un Acuerdo de Paz, tiene un componente de reconciliación y además su 

focalización se hizo en las zonas más afectadas por el conflicto, en donde las 

brechas son mayores.  

 

Teniendo en cuenta estos elementos que hacen de los PDET una política con enfoque 

territorial desde su concepción, se analizarán estas características en la práctica y a la luz 

de sus avances. Desde este análisis se podrá responder a una de las preguntas de 

investigación del presente trabajo: ¿Desde una experiencia empíricamente objetiva de un 

PDET, pueden ser estos considerados como instrumentos de implementación del Enfoque 

Territorial? Los PDET efectivamente si son una política con enfoque territorial, pero, ¿En 

la práctica los PDET implementan el enfoque territorial? 

 

3.5.1. Estado de la Agenda PDET, PATR, e iniciativas PDET 

 

El conglomerado de iniciativas de los 16 PATR, correspondientes a las 16 subregiones, 

suman 33.007. La manera como se ha medido el avance PDET es a través del 

cumplimiento de estas iniciativas. Es así como, con corte a 31 de agosto de 2024, de 

acuerdo con las fuentes oficiales de la ART, en el portal web Central PDET54, se ha 

avanzado en:   

 

• 16.116 iniciativas con ruta activa. Esto significa que fueron iniciativas que se 

estructuraron como proyectos o que está en estructuración, algunas de estas tienen 

financiación, pero no todas. Una iniciativa por sí sola no se puede implementar, es 

necesario que sea evaluada para analizar las posibilidades de estructurar o no un 

proyecto. 

 
 

54 Fuente de cifras: https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/avance-en-iniciativas/ 
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• 11.913 iniciativas en planes de desarrollo local. Un proceso importante que se 

llevó a cabo durante el gobierno 2018 – 2022, fue trabajar con las autoridades 

locales buscando incluir esta agenda PDET dentro de los planes de desarrollo local. 

Este proceso continúa y se realizó con los nuevos gobiernos locales posesionados 

en enero de 2024. El hecho, que las iniciativas estén contempladas dentro de los 

planes locales, involucra a las autoridades y además da mayor posibilidad que las 

iniciativas puedan ser financiadas e implementadas por estos gobiernos. De todas 

formas, el estar dentro de los Planes locales no garantiza que se financien, ya que 

estos municipios son categoría 5 y 6, lo cual implica presupuestos menores y 

generalmente baja capacidad de operación. 

 

• 4.853 iniciativas detonantes y dinamizadoras.  Son iniciativas que tienen un 

carácter estratégico y que logran integrar otras. Es decir, no se abordan como 

individuales ya que su implementación puede generar un mayor impacto y el 

desarrollo de otras iniciativas.  

 

La financiación de las iniciativas ha sido un asunto complejo. La ART como entidad 

encargada de implementar los PDET no tiene un presupuesto para responder a la agenda 

PDET del país, su papel ha sido el de articular institucionalidad, sector privado, 

cooperación internacional y diferentes fuentes de financiación. Así mismo, estructura los 

proyectos o hace alianzas con otros organismos o entidades, con este propósito. A nivel 

de subregión, la ART cuenta con equipos que hacen seguimiento a los 8 pilares, movilizan 

fuentes de financiación, establecen alianzas con organismos, academia, sector privado, 

cooperación, entre otros, con el fin de integrar estas iniciativas. Estos equipos tienen un 

rol de gestión, de articulación y seguimiento. Sin embargo, el rol principal está a nivel 

nacional, en donde se toman las decisiones y se gestionan las alianzas con mayores 

recursos e impacto. En algunas ocasiones estos equipos en las subregiones no tienen 

conocimiento de las gestiones a nivel nacional y viceversa. Así mismo, algunos 

cooperantes están implementando agendas PDET bajo los lineamientos del nivel nacional, 

pero con poca articulación con los equipos territoriales. También se presenta, que se 

implementan acciones denominadas como PDET ya sea por cooperación o por la misma 

institucionalidad, pero no corresponden de manera estricta a las iniciativas contenidas en 
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los PATR. Esto ha ocasionado, una “atmósfera PDET” frente a la cual, cualquier acción o 

inversión que tenga relación con los 8 pilares, sea entendida como PDET. 

 

Esta situación, también es identificada en los informes de CINEP/CERAC, particularmente 

en el informe undécimo. En relación al trazador de paz, el cual se implementó con el objeto 

de identificar dentro del Presupuesto General de la Nación (PGN), aquellas inversiones 

que solo están focalizadas hacia el Acuerdo de Paz, y que no se deben mezclar con otras 

inversiones propias de la responsabilidad de los sectores. Lo que se identificó en el 

gobierno 2018 – 2022, fue que algunas inversiones del PGN eran marcadas con el trazador 

de paz, a pesar de que no eran propiamente acciones para la implementación del Acuerdo, 

correspondían a obras, vías, escuelas, etc., que debían ser ejecutadas por competencia 

propia de estas entidades (Secretaría Técnica, 2022, P. 174). 

 

En este punto de las inversiones o financiación, que ha sido el más álgido de la 

implementación PDET, de acuerdo con el decimocuarto informe del CINEP/CERAC, con 

corte a febrero de 2024, los PDET han recibido un total de $ 25,45 billones de pesos 

corrientes, de los cuales $18.272.872 (millones de pesos corrientes) se han dirigido a 

financiar 4.466 proyectos relacionados con las iniciativas de los 8 pilares (Secretaría 

Técnica, 2024, P. 51). Las fuentes de financiación en su orden son: 

 

Tabla 4. Fuentes de Financiación PDET 

Fuente de Financiación Monto (millones de pesos corrientes) 

Sistema General de Regalías (SGR) $ 6.736.466 

OCAD Paz $ 6.509.575 

Trazador de paz PGN $ 3.050.556 

Obras por impuestos $ 1.210.327 

ART, PGN y otras fuentes $ 444.874 

Cooperación internacional y privados $ 321.074 

Total $ 18.272.872 

Fuente: decimocuarto informe del CINEP y CERAC, 2024. 

 

Las fuentes de financiación son principalmente del orden nacional, corresponden en casi 

la mitad a fuentes como el SGR y el OCAD Paz, que son fondos abiertos a convocatorias 

o que pasan por instancias de evaluación y selección. Estas fuentes, tienen una 
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importancia muy alta en la financiación de iniciativas territoriales, sin embargo, siempre 

han sido cuestionadas por los requisitos que exigen, lo cual implica que generalmente las 

entidades territoriales que tienen mayores capacidades son las que acceden a estos 

recursos. Se suma a esto, posible corrupción en el manejo de los recursos del OCAD Paz55 

dirigidos a los PDET. Estas situaciones dejan inquietudes en el cómo y qué se está 

financiando a nombre de los PDET. 

 

Conforme con lo descrito, a continuación, presento los criterios del enfoque territorial, que 

fueron presentados como resultado del presente trabajo en el capítulo 2. Los mismos, se 

analizan bajo la óptica del estado actual PDET, con el fin de identificar si efectivamente los 

PDET implementan un enfoque territorial en la práctica.   

 

• Multisectorialidad - Falta de visión integral del territorio: lo primero es 

mencionar que la manera de medir los PDET, a través del avance del número de 

iniciativas le hace perder la integralidad y la visión de territorio. El estado PDET se 

queda en una suma de iniciativas individuales, perdiéndose toda la riqueza del 

proceso de identificación que realizó la población frente a sus necesidades y 

contexto, el cual estaba direccionado a transformar un territorio, no como respuesta 

a pedidos puntuales. Así mismo, el ejercicio de pactar un PATR con 8 pilares, 

muestra como desde el territorio se presentan las prioridades integrando a los 

diferentes sectores, como salud, educación, infraestructura, etc. En consecuencia, 

el abordaje desde los sectores debiera ser articulado, con indicadores y metas 

territoriales, y no de manera individual. Una experiencia de política que aún no 

cuenta con resultados, pero que se está implementando en el actual gobierno, son 

los proyectos integradores mencionados en el PND 2022 – 2026. Los cuales 

pueden ser un mecanismo de articulación de los sectores y de consolidación de 

una agenda PDET. 

 

• Descentralización y capacidad territorial: si bien los PDET han sido construidos 

desde el territorio, su implementación ha estado marcada por el nivel central. No 

 
 

55 Prieto, J. (2022). El Escándalo de OCAD paz: en que consiste, que evidencias hay y que contiene. La Silla 
Vacia. https://www.lasillavacia.com/silla-nacional/el-escandalo-de-ocad-paz-en-que-consiste-que-evidencia-
hay-y-que-huecos-tiene/ 
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solo porque la institución responsable haga parte de presidencia y tenga presencia 

principalmente en Bogotá, sino porque presupuestalmente el control lo tiene el nivel 

central. Es reducida la participación de las autoridades locales frente a la toma de 

decisiones y la designación presupuestal. La capacidad territorial para la 

consecución de recursos es baja, limitándose a lo que sea asignado a través del 

Sistema General de Participaciones, o a lo que en materia PDET gestione la ART 

a través de cooperación internacional u otras fuentes.  Los PDET presentan una 

alta dependencia a las fuentes y decisiones del nivel nacional. 

 

• Política a largo plazo: los PDET efectivamente son una política a largo plazo, pero 

desfinanciada. Eso hace que se pueda convertir en una política que no logre 

implementarse en los 15 años previstos, si no que sea necesario sumar unos años 

más. En el decimocuarto informe del CINEP/CERAC, se presenta un ejemplo del 

PDET Catatumbo, en el cual hicieron un ejercicio de simulación de financiación 

local. Si el PDET sigue dependiendo solo de las fuentes que el nivel nacional, sin 

que haya otro tipo de apalancamiento o prioridad presupuestal, este se logra 

cumplir en 60 años (Secretaría Técnica, 2024, P.54).  

 

• Vínculos que conecten territorio: el abordaje PDET a través de las subregiones 

muestra un potencial de establecer vínculos territoriales, de buscar que ciertas 

economías o aspectos culturales de un departamento o municipio jalonen a otro. El 

abordaje regional propicia una visión más amplia de encadenamiento y de 

participación de diferentes actores, como el sector privado. Este potencial, ha sido 

desaprovechado por los PDET, volvemos a la limitante de la medición e 

implementación individual de iniciativas. Este abordaje no ha permitido que las 

iniciativas sean pensadas para conectar territorios y activar sectores como el de 

turismo, el ambiental, el comercio y las cadenas cortas.  

 

• Participación: el gobierno actual ha iniciado la actualización de los PATR, proceso 

que ha activado los espacios de participación PDET. Se resalta la constitución de 

las mesas comunitarias, como mecanismo más amplio que involucra más actores 

y propicia una revisión más profunda de los PATR (Secretaría Técnica, 2024, P. 

55). Este avance, en contraste con la disminución de la participación en el gobierno 
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pasado, la cual fue alertada por los informes de seguimiento como el del 

CINEP/CERAC, que si bien reconocieron las restricciones que generó la pandemia, 

la percepción de participación fue baja por parte de los pobladores (Secretaría 

Técnica, 2020, P, 324).  De acuerdo al duodécimo informe de CINEP/CERAC, “Hay 

un aparente desconocimiento de la institucionalidad sobre el compromiso del 

enfoque territorial y participativo de los PDET en su fase de implementación” 

(Secretaría Técnica, 2023, P, 46). 

 

• Gobernanza: quienes hacen parte de los grupos motores manifiestan que su rol 

es más de proveedores de información o de validadores de la misma que de toma 

de decisiones (Secretaría Técnica, 2020, P, 62). De la misma manera, ven limitadas 

las posibilidades de incidir en la implementación de los proyectos o iniciativas 

PDET, en relación a su enfoque o a la manera cómo son implementados. 

Manifiestan que, si se presenta un incumplimiento por parte de uno de los 

contratistas o implementadores de iniciativas PDET, son restringidas las 

posibilidades de tomar medidas, ya que dependen de las decisiones que toma la 

ART como responsable de la ejecución de los recursos. Es decir, la ART supervisa 

la ejecución de estas iniciativas debido a que se ejecutan con recursos públicos 

(Secretaría Técnica, 2024, P, 57). En conclusión, en los espacios de participación, 

no se toman decisiones, no hay incidencia de la población en la ejecución, y como 

tal hay un bajo direccionamiento de esta agenda de desarrollo territorial por parte 

de sus propios pobladores (Secretaría Técnica, 2023, P, 46).  

 

3.6. Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral 

(PNRRI). 

 

Son 16 planes que se han venido estructurando desde el 2017, a junio de 2024 está 

pendiente solo el de salud rural. A continuación, las temáticas, los planes y las resoluciones 

de expedición de cada uno de los planes. 

 

Estos planes tratan temáticas estructurales del sector rural, su objetivo es desde la política 

establecer las condiciones de: prioridades, lineamientos, responsables y presupuestos, 

para darle sostenibilidad a la RRI. Fueron concebidos como el marco de acción de los 
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PDET y del eje de tierras, en este sentido se tenía previsto que fueran construidos a la par 

de los PDET con el objeto que las implementaciones se hicieran de manera paralela, de 

tal manera que los PDET tuvieran un acompañamiento estructurado de los sectores y la 

institucionalidad. Su objetivo principal es contribuir a la reducción de la pobreza rural y a 

superar las brechas entre lo rural y lo urbano, por tal motivo se estableció como meta 

principal de su implementación, la reducción en un 50% de la pobreza rural.  

 

Tabla 5. Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral  

 

1. Acceso a tierras y ordenamiento social y ambiental 

 

Plan Resolución 

Plan de formalización masiva Resolución 0382 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural – diciembre de 2021 

Plan de zonificación ambiental Resolución 0168 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible – diciembre de 2021 

 

2. Infraestructura y adecuación de tierras 

 

Plan Resolución 

Plan Nacional de Vías Terciarias Resolución 3260 del Ministerio de Transporte 

– agosto de 2018 

Plan Nacional de Riego y Drenaje para la 

economía campesina, familiar y 

comunitaria 

Resolución 091 del Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural – abril de 2020 

Plan Nacional de Electrificación Rural Resolución 40809 del Ministerio de Minas y 

Energía – agosto de 2018 

Plan Nacional de Conectividad Rural Resolución 1722 de 2019 del Ministerio de 

Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones – julio de 2019. 

 

 

3. Desarrollo Social 
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Plan Resolución 

Plan Nacional de Salud Rural Cierre técnico 

Plan Especial de Educación Rural Resolución 021598 de 2021 del Ministerio de Educación 

Nacional – noviembre de 2021 

Plan Nacional de Construcción y 

Mejoramiento de Vivienda Social 

Rural 

Resolución 179 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural – junio de 2017 

Plan Nacional de Abastecimiento 

de Agua Potable Y Saneamiento 

Básico Rural 

Resolución 0076 del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 

Territorio – marzo de 2021 

 

4. Producción Agropecuaria y Economía Solidaria y Cooperativa 

Plan Resolución 

Plan Nacional de fomento a la 

economía solidaria y cooperativa 

rural 

Resolución 2950 del Ministerio del Trabajo – diciembre 

de 2020 

Plan Nacional de asistencia integral 

técnica, tecnológica y de impulso a 

la investigación 

Resolución 132 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural – mayo de 2022 

Plan para apoyar y consolidar la 

generación de ingresos de la 

economía campesina, familiar y 

comunitaria, y de los medianos 

productores y productoras con 

menores ingresos 

Resolución 209 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural – septiembre de 2020 

Plan Nacional para la promoción de 

la comercialización de la 

producción de la economía 

campesina, familiar y comunitaria 

Resolución 006 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural – enero de 2020 
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Plan Progresivo de Protección 

Social de Garantía de Derechos de 

los Trabajadores y Trabajadoras 

Rurales 

Resolución 2951 del Ministerio de Trabajo – diciembre 

de 2020 

 

5. Derecho a la alimentación 

 

Plan Resolución 

Sistema especial para la garantía 

progresiva del derecho a la alimentación 

Resolución conjunta 213 del 13 de julio de 

2022. 

(Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural, Ministerio de Comercio, Industria y 

Turismo, Ministerio de Salud y Protección 

Social) 

 

 

Después de la expedición de los planes, lo cual implicó un trabajo importante para cada 

una de las entidades encargadas, el avance no ha sido significativo. De acuerdo con el 

Informe del Instituto Kroc a noviembre de 2024, se reporta un avance global del 43%.  

 

El avance se ha medido, conforme a los indicadores que han sido incorporados en el SIIPO 

para hacerle seguimiento a los 16 planes, 207 indicadores en total. De acuerdo al 

decimocuarto informe del CINEP/CERAC, el gobierno ha manifestado que estos 16 planes 

están siendo incorporados en el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, 

esto seguramente repercutirá en una implementación coordinada y pertinente de los 

mismos (Secretaría Técnica, 2024, P. 59). 

 

3.7. Tierras 

 

Las tierras constituyen uno de los ejes estructurales de la RRI. La inseguridad jurídica 

sobre las mismas, el acaparamiento y un índice de Gini cercano al 0,89 demuestran que 

han sido origen y fuente del conflicto (OXFAM, 2017, P.8).  
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La RRI incorporó los siguientes compromisos principales en materia de tierras: 

 

• La constitución de un fondo de tierras, con una meta de 3 millones de hectáreas 

para quienes no tiene acceso a la tierra. 

• La formalización de 7 millones de hectáreas, para quienes poseen la tierra, pero 

no cuentan con un título 

 

También hacen parte de este eje compromisos como: 

 

• La constitución del catastro multipropósito y la actualización de todo el país. 

• El cierre de la frontera agrícola y la zonificación ambiental 

• El fortalecimiento de las Zonas de Reserva Campesina (ZRC) 

• La constitución de la jurisdicción especial agraria. 

 

Este eje de la RRI, ha presentado dificultades en relación con su reporte, las 

inconsistencias en cifras se revelaron en este gobierno56, sin embargo, es un asunto que 

viene de tiempo atrás. El sistema de tierras, la inflexibilidad de los procesos legales y 

catastrales, la falta de tecnología o de uso eficiente de la misma han ocasionado la 

dificultad de contar con información cierta y clara, desafío de la Agencia Nacional de 

Tierras (ANT). El decimocuarto informe ya mencionado del CINEP/CERAC, reporta un 

avance acumulado a 2024 de formalización de 3.761.256 ha, y en relación al acceso y el 

Fondo de tierras se ha llegado a 2024 a una meta acumulada de 2.343.257 ha (Secretaría 

Técnica, 2024, P. 39). 

 

Es de resaltar que este gobierno ha implementado medidas con enfoque territorial que han 

contribuido a la mejora de los procesos de tierras. Es así, como la ANT pasa de 9 unidades 

de gestión territorial a 32. Esto es una cobertura nacional con equipos en territorio que 

tiene potestades para avanzar en los procesos de titulación, facilitan los trámites y 

desarrollan y ejecutan directamente en cada uno de los departamentos la política de 

 
 

56 Hernandez J.M., (2023). El Gobierno Petro no ha formalizado un millón de hectáreas: las cifras engañosas 
de la Agencia de Tierras. El País.  https://elpais.com/america-colombia/2023-08-14/el-gobierno-petro-no-ha-
formalizado-un-millon-de-hectareas-las-cifras-enganosas-de-la-agencia-de-tierras.html 
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tierras. Por otra parte, el presupuesto designado por el actual gobierno a la ANT, triplica el 

del anterior gobierno. En el 2023 en comparación con el 2022, aumenta un 261%, lo que 

muestra una mayor voluntad política hacia el cumplimiento de los compromisos en tierras 

de la RRI (Secretaría Técnica, 2023, P. 33).  
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CAPITULO 4: Análisis PDET Subregión Cuenca del 
Caguán y Piedemonte Caqueteño: enfoque territorial 

 

Introducción 

 

En este capítulo se presenta el caso de una región PDET con base en los siguientes 

elementos: población, historia, caracterización geográfica y ambiental, economía y 

particularmente se hace un énfasis en sus finanzas, con el objeto de analizar su relación 

con el nivel central, la autonomía y la capacidad territorial. El propósito es mirar en concreto 

la aplicación del enfoque territorial, a través de un PDET. En este sentido, el caso de la 

subregión del Caguán es ilustrativo en cuanto a la problemática relacionada con la alta 

centralización, el predominio de las políticas sectoriales y la limitante de presupuesto. 

Estos aspectos se replican con diferentes intensidades en otros territorios PDET. 

Por otra parte, desde los informes institucionales y de seguimiento al Acuerdo se analiza 

el avance PDET de esta subregión. Lo primero es conocer qué tipo de PDET la subregión 

construyó, para posteriormente contrastarla con su estado a la fecha. Este análisis nos 

proporciona un balance, que, cruzado con los criterios del enfoque territorial, nos muestra 

si efectivamente los PDET son o no una política con este enfoque.  
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Si bien no se ahonda en las características ambientales de este territorio, si se señala su 

importancia y la necesidad de tenerlas en cuenta como eje central del desarrollo y 

transformación de la subregión. La vocación ambiental no es la prioridad de este PDET, si 

bien se construye una visión territorial alrededor de esto, el estado a la fecha muestra otros 

énfasis, los cuales reproducen los desequilibrios ya existentes en el territorio. 

4.1. Caracterización de la Subregión 

 

Esta subregión está compuesta por 17 municipios: los 16 municipios del departamento 

del Caquetá, más el municipio de Algeciras en el departamento del Huila.  

 

Figura 4. Mapa Subregión Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 
 

 

Fuente: Agencia de Renovación del Territorio (ART) 

 

A diferencia de otros departamentos del país, el Caquetá es el único en el cual, todos sus 

municipios han sido catalogados PDET. En contraste, el departamento del Huila solo tiene 

un municipio PDET, el cual es Algeciras y está articulado en esta agenda de paz al 

departamento del Caquetá. Mandatarios y pobladores de municipios que no fueron 

denominados PDET han manifestado sus inconformidades, ya que ven reducidas sus 

posibilidades de ser priorizados o favorecidos con recursos. Así mismo, convocatorias y 

programas de gobierno usan como medio de focalización las zonas PDET, situación que 

ha ocasionado desbalance de inversiones y atención. Algunas ciudades como Neiva 
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(capital del departamento del Huila), consideran que por ser receptoras de población 

desplazada y además víctimas de atentados, y múltiples delitos como la extorsión y el 

secuestro, debieron ser tenidas en cuenta en los territorios PDET, o por lo menos en 

programas que ayuden a atender el postconflicto, ya que los recursos que tiene como 

propios o a través de transferencias, son insuficientes.  

 

En relación con los pobladores, el Caquetá tiene aproximadamente 500 mil habitantes, que 

fueron llegando a este territorio a través de la colonización a inicios del Siglo XX. El 

municipio de Algeciras tiene 25 mil habitantes, con una vocación agrícola alta y una 

población campesina. El motivo principal de unir a este municipio a la subregión, es su 

cercanía con el departamento del Caquetá. Algeciras, no es un municipio de producción 

de coca alto, ni reconocido como una ruta estratégica del narcotráfico, hace parte de estos 

municipios en los que la ausencia de Estado, ha sido el principal factor de la presencia de 

los grupos armados al margen de la ley. A nivel de su geografía, el municipio está ubicado 

al oriente del Huila en el Valle del Magdalena, a diferencia del Caquetá, no es Amazónico, 

su modelo de producción es agrícola, con el café como uno de sus cultivos líderes.  

 

Esta subregión está marcada con mayor fuerza por el Caquetá, es este departamento el 

que tiene un peso territorial en la agenda PDET. Su historia y contexto, se caracterizan por 

diversos problemas agrarios, por una colonización ocasionada por la violencia y alguna 

dirigida, por la inequidad sobre la tierra y el acaparamiento como principal causa de 

ampliación de la frontera agrícola y por una concepción errada de la Amazonía, la cual, por 

su geografía y dificultades de acceso, se ha convertido en refugio y víctima de la violencia 

del país. Por otra parte, este territorio ha sido estigmatizado, según el Centro Nacional de 

Memoria Histórica (CNMH, 2017), el hecho que durante décadas esta subregión haya sido 

catalogada como “zona roja”, ha ocasionado que sus pobladores sean señalados como 

guerrilleros o subversivos. El diálogo territorial del departamento con el resto del país y 

especialmente con el centro, se ve reducido y con poca fuerza, el hecho que la atención 

en materia de políticas se haya concentrado en el orden público y en la seguridad, limita 

las inversiones en desarrollo y la visión hacia este territorio, la cual se ha concentrado en 

la atención al conflicto. 
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4.2. Contexto e historia  

 

La población del Caquetá es mayoritariamente colona. La colonización ha tenido distintas 

etapas y causas, inicia hacia los años 20 por el caucho y la quina, teniendo como centro 

de operaciones Puerto Rico, lugar en donde se constituyó la primer compañía extractora, 

le siguió San Vicente del Caguán y Florencia. Si bien, la causa principal son las bonanzas 

extractivas, hay reportes que, hacia finales del siglo XIX, perseguidos políticos de la guerra 

de los mil días, provenientes del Tolima y Cauca, llegaron a este territorio (Ariza, E., 

Ramírez, M., & Vega, L., 1998). 

 

Otro tipo de colonización fue la empresarial. Un ejemplo de ello es la emblemática 

Hacienda Larandia, mediante la cual en 1935 se compraron a colonos 15.000 hectáreas, 

luego se fue extendiendo comprando las mejoras57 a bajo costo o pagando fuerza de 

trabajo colona. De esta manera lograron apropiarse de una extensión de 40.000 hectáreas 

todas dirigidas hacia la ganadería. Este ha sido un mecanismo de acaparamiento de 

tierras, el cual se sigue presentado y ha sido un factor determinante de crecimiento de la 

frontera agrícola. Hacia los años 50 y producto de la época de la violencia, hubo un 

desplazamiento masivo de campesinos del interior y de la parte Andina del país, hacia el 

Caquetá. De acuerdo con el Instituto Colombiano de Antropología (Ariza, E., Ramírez, M., 

& Vega, L., 1998), la población aumento un 122%. También y por la misma época, se 

presenta migración de campesinos de Nariño y el Huila en búsqueda de tierra, ya que en 

sus lugares de origen eran arrendatarios o pagaban parcerías. 

 

En 1968 se inicia una colonización dirigida por el Estado, esto teniendo en cuenta la crisis 

de acceso a tierra que se presentaba hacia el interior y zona andina del país. El INCORA 

(Instituto Colombiano para la Reforma Agraria) inició el proyecto de colonización financiado 

también con créditos internacionales buscando abarcar más de tres millones de hectáreas. 

Este proyecto fracasó, en gran parte, por la falta de planeación y análisis del contexto, 

llegaron a este territorio un número amplio de familias en condición de colonos, quienes 

por necesidades económicas fueron vendiendo (o forzados a vender) las tierras ocupadas 

 
 

57 Se denominan mejoras al trabajo realizado en selva virgen, desmontándola, poniendo algunas cercas o 
algún tipo de infraestructura o vivienda, o con intervenciones agropecuarias. 
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a quienes tenían mayores ingresos y podían demostrar uso sobre la tierra. Esta situación, 

también ayuda a explicar el origen del estado actual de inseguridad sobre la tierra, el 

aumento de los pastizales y una producción ganadera extensiva, totalmente contraria al 

uso y vocación del suelo del departamento. Llegaron miles de personas, sin embargo, 

quienes lograron titular tierras fueron los grandes latifundistas que utilizaron el mismo 

mecanismo de compra de mejoras a los colonos. Así mismo, se favorecieron de los 

programas impulsados por el INCORA los cuales financiaban principalmente la producción 

ganadera (CNMH, 2017). 

 

Hacia finales de los años 70 se presenta la bonanza cocalera que también atrajo una alta 

migración, situación similar ocurrió en departamentos como Guaviare y Putumayo. La 

presencia de grupos armados como las FARC se fortalecieron con esta bonanza, si bien 

hacían presencia desde los años 50, las repercusiones del conflicto se hicieron visibles 

hacia los años 80 y con mayor fuerza en los 90, principalmente por las disputas territoriales 

por el control de los cultivos ilícitos. Es de recordar, que parte del departamento hizo parte 

de la denominada zona de distención de los diálogos de paz que fracasaron en el gobierno 

de Andrés Pastrana 1998 – 2002.  

 

La historia de colonización ha sido determinante en la manera como está constituido y se 

concibe actualmente este territorio. Primero, el hecho de que campesinos colonos se 

asentaran con otros tipos de modelos de producción, traídos de las zonas andinas, afectó 

radicalmente el paisaje selvático y de conservación de esta zona. El impulso a la ganadería 

fue otro factor que se arraigó, convirtiéndose en el primer renglón agropecuario del 

departamento y en uno de las causas que ha incrementado el crecimiento de la frontera 

agrícola. El problema no es la ganadería como tal, es el modelo extensivo y su uso como 

mecanismo para acaparar tierras. Se tumba selva, crecen los pastizales y se ponen unas 

pocas vacas, esto ya es considerado una mejora y un uso sobre la tierra. Estos modelos 

de producción contribuyeron a la inseguridad sobre la tierra. De la misma manera lo hizo 

la colonización desorganizada, la cual no tuvo en cuenta que gran parte del territorio es 

zona de reserva forestal y de Parques Nacionales Naturales, figuras ambientales con un 

peso importante, ya que son territorios frente a los cuales no debería haber ninguna 

intervención fuera de la conservación, ni posesión sobre la tierra ya que son 

imprescriptibles, inajenables e inembargables. Lo ambiental también ha ocasionado 

conflictos sobre la tierra, su uso y posesión en este departamento (CNMH, 2016, P. 415). 
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4.2.1. Caracterización ambiental      

 

El Caquetá es un departamento amazónico, ubicado en una subregión del Amazonas 

denominada amazonia occidental que contiene piedemonte y altillanura, citando al Instituto 

Amazónico de Investigaciones Científicas SINCHI (SINCHI, 2007) este departamento está 

dividido de la siguiente manera: 

 

• Zona cordillerana: con una extensión de aproximadamente 10 mil Kilómetros 

cuadrados, es la principal fuente de nacimientos y producción de agua declarada 

protegida por la Ley 2 de 1959.  

• Zona de piedemonte: son 16 mil kilómetros cuadrados, es la zona de mayor 

densidad con el 90% de la población, 13 de los 16 municipios están ubicados allí. 

Es reconocida por su biodiversidad, sin embargo, no tiene restricción ambiental 

(esta fue sustraída) salvo, la presencia del Parque Nacional Natural Fragua 

Indwasi. 

• Zona de altillanura: con 20 mil Kilómetros cuadrados es una zona que se 

caracteriza por una topografía de loma y llanura, la cual ha sido propicia para el 

asentamiento de población y el cultivo de la hoja de coca. 

• Zona de llanura oriental: son 44 mil kilómetros cuadrados que llegan hasta el rio 

Apaporis, con presencia de pueblos indígenas no tiene una densidad poblacional 

alta. En esta zona se ha declarado el Parque Nacional Natural del Chiribiquete.    
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Figura 5. Figuras de ordenamiento ambiental departamento del Caquetá 

 

 Reserva forestal de la amazonia  Parques Nacionales Naturales  Sustracción Ley 2 de 1959 

Fuente: SINCHI, Mapa estado legal del territorio (2019)58 

 

Como puede verse en el mapa, el Caquetá es un departamento con un porcentaje alto de 

restricciones ambientales, de acuerdo con la Unidad de Planificación Rural Agrícola 

(UPRA, 2023, P.9) corresponden a cerca del 57%. Un 23% es área de bosques y, por lo 

tanto, área no agropecuaria y un 19% es frontera agrícola, la cual coincide con el área que 

fue necesario sustraer con el objeto de realizar intervenciones sobre el territorio.  

 

4.2.2. Economía del departamento 

Con base en el Plan Departamental de Desarrollo, del actual gobierno se revisan las cifras 

y actividades económicas del Caquetá, estas son: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

58 Jimenez, J. (2019). Ordenamiento productivo y social de la Amazonia: casos Caquetá y Guaviare. 
Estrategias y Desarrollo. SINCHI. En: 
https://www.sinchi.org.co/files/PUBLICACIONES%20DIGITALES/Documentos%20de%20debate/03.pdf 
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Figura 6. Composición del PIB departamental, 2023 

 

 
 

Fuente: Plan de Desarrollo Departamental 2024 – 2027. Gráfica, elaboración propia 

 

Es una economía principalmente de servicios en la que el mayor generador de actividad 

económica en el departamento corresponde al gasto de la administración pública. Es decir, 

los empleos, las economías que surgen de los programas sociales, defensa y 

administración pública, así como de las obras y proyectos de la cooperación internacional 

y otro tipo de programas del nivel institucional.  

 

En un segundo renglón y con un 19% de contribución al PIB, se encuentra las actividades 

de comercio como: servicios de alimentación, alojamiento, transporte, ventas, reparación 

de vehículos automotores y motocicletas, entre otras. Estas actividades son notorias 

cuando se visitan los municipios de San Vicente del Caguán, Paujil, Puerto Rico y por 

supuesto la capital Florencia. El comercio es vibrante, y se nota cada vez su crecimiento 

debido a las demandas en incremento de la población en bienes y servicios.  

 

El tercer renglón, y quizá uno de los más importante para la agenda PDET, es el 

agropecuario con un 15%, del cual se resalta la actividad ganadera, principalmente de 

producción de leche y queso. El 20% restante, es una cifra que llama la atención ya que, 

si bien aglomera diversas actividades económicas, dentro de estas se encuentra el turismo 

y actividades artísticas. En este renglón también están incorporadas actividades como: las 

financieras, de industrias manufactureras y profesionales. 
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4.2.3. Finanzas Territoriales 

 

Los siguientes son los ingresos de los departamentos del Caquetá y Huila, de acuerdo a 

las fuentes de financiación. 

 

Tabla 6. Ingresos departamentales, cifras 2023 
 

Ingresos corrientes 

 Ingresos 

Totales 

Transferencia 

SGP 

(Sistema General 

de 

Participaciones) 

Tributarios No 

tributarios 

Ingresos 

de capital 

SGR 

(Sistema General 

de regalías) 

Caquetá 350.267 242.506 68.985 21.710 17.067 124.234 

Huila 1.265.436 653.503 253.323 88.324 270.286  

 

Fuente: elaboración propia, datos extraídos de los Planes de Desarrollo 2024-2027, DNP, Reportes SGP y 

SGR, 2024, https://sicodis.dnp.gov.co. 

 

Hacer una revisión de las finanzas territoriales es sustancial para identificar las fuentes de 

sus recursos, indicador que puede revelar capacidad o no del departamento, para su 

sostenibilidad económica y la atención de las necesidades. En la tabla se muestran los 

ingresos del departamento del Caquetá por ser el territorio principal de la subregión y el 

del Huila, más a modo de comparación, no solo porque Algeciras hace parte de este 

departamento. 

 

Ambos departamentos presentan una dependencia del nivel central. Sin embargo, es más 

alta en el caso del Caquetá con el 70%, en contraste con el 50% de los ingresos del Huila 

que dependen del sistema general de participaciones59.  En esta misma línea, el sistema 

 
 

59 “El Sistema General de Participaciones (SGP) corresponde a los recursos que la Nación transfiere por 
mandato de los artículos 356 y 357 de la Constitución Política (reformados por los Actos Legislativos 01 de 
2001 y 04 de 2007), a las entidades territoriales (departamentos, distritos y municipios) y a los resguardos 
indígenas, para la financiación de los servicios a su cargo, en salud, educación, agua potable y saneamiento 
básico y las demás competencias asignadas en las leyes 715 de 2001 y 1176 de 2007” Departamento Nacional 
de Planeación, DNP, (2023). Manual para la distribución de los recursos del sistema general de participaciones. 
P, 4. En:  https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/DNP/SIG/M-CA-
02%20Manual%20para%20la%20distribuci%C3%B3n%20del%20SGP.Pu.pdf.  
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general de regalías, también tiene una importancia en los ingresos del departamento, si 

bien no se suma dentro del total, corresponde a un 35% de este. El SGR es una fuente 

administrada por el nivel nacional y distribuida conforme a la convocatoria y presentación 

de proyectos, no es una fuente constante y depende de la gestión que haga el 

departamento para la consecución de estos recursos. 

 

Frente a los recursos propios, los cuales son los tributarios y no tributarios, se señala que 

son el 26% de los ingresos del departamento, y están representando en: el impuesto al 

consumo de cervezas, cigarrillos y tabaco. También la sobretasa al consumo de gasolina 

motor y estampillas, hacen parte de este rubro. Los no tributarios son básicamente los 

ingresos de la propiedad como: tasas, derechos y multas. 

 

En relación con los gastos, llama la atención el alto monto en funcionamiento vs la 

inversión. Los siguientes datos extraídos del Programa de Naciones Unidas para el 

Desarrollo PNUD, del año 2018, muestran que es mayor el costo de mantener a la 

gobernación y sus entidades adscritas que los recursos dirigidos hacia los programas y 

necesidades del departamento. El funcionamiento duplica la inversión.    

 
Figura 7. Egresos departamento del Caquetá 

 

 

Fuente: PNUD, 2019 
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4.3. PATR Cuenca del Caguán y Piedemonte 

Caqueteño 

 

Este Plan de Acción para la Transformación Territorial (PATR) se firmó el 31 de enero de 

201960. Participaron en su construcción casi 13.000 personas del territorio y las 17 

administraciones locales. Al igual que las otras subregiones, la construcción del PATR se 

desarrolló a través de la metodología de participación liderada por la ART, la cual tenía 

tres instancias: la primera, veredal, de la cual salían los pactos comunitarios, una segunda 

municipal, que recogía esos pactos comunitarios y los consolidaban en los pactos 

municipales, para luego y como tercera instancia acordar un solo pacto subregional.  

 

También este PATR cuenta con pactos étnicos con la presencia de 8 pueblos indígenas 

de 14 municipios del departamento del Caquetá. De la misma manera se construyó una 

visión territorial, la cual es: 

 

“En el 2029, la subregión PDET Cuenca Caguán y Piedemonte Caqueteño, es un 

modelo internacional de ordenamiento del territorio en torno al agua, que basa su 

desarrollo en educación integral, el aprovechamiento sostenible y soberano de los 

recursos naturales, los ecosistemas estratégicos, los servicios ambientales, el 

turismo de naturaleza comunitario y la reconversión agropecuaria que posicione los 

productos nativos, locales y de origen amazónico. Es un territorio que reconoce, 

respeta y fortalece su identidad amazónica pluriétnica y multicultural, donde los 

campesinos y comunidades étnicas son sujetos de derechos y gozan de un buen 

vivir”. (PATR, 2019) 

 

En relación con el número de iniciativas, esta subregión cuenta con 3.322 en total, y es la 

tercera por número de iniciativas de las 16 subregiones. A continuación, se ilustra una 

comparación de las subregiones y el número de iniciativas por cada uno de los PATR. 

 

 
 

60 En: https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/wp-content/uploads/Documentos/PATR-
Subregion%20Cuenca%20del%20Cagua%CC%81n%20y%20Piedemonte%20Caqueteno.PDF. 
 

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/wp-content/uploads/Documentos/PATR-Subregion%20Cuenca%20del%20Cagua%CC%81n%20y%20Piedemonte%20Caqueteno.PDF
https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/wp-content/uploads/Documentos/PATR-Subregion%20Cuenca%20del%20Cagua%CC%81n%20y%20Piedemonte%20Caqueteno.PDF
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Figura 8. Comparación número de iniciativas PDET por Subregión 
 

 

 

Fuente: portal web Central PDET, 2024. 

 

La subregión con mayor número de iniciativas es la de Alto Patía y Norte del Cauca, esta 

tiene 24 municipios61 ubicados en los departamentos del Cauca, Valle del Cauca y Nariño, 

eso explica la cantidad superior de iniciativas. La segunda es la de Putumayo, de sus 13 

municipios, 9 son PDET62.   

 

En cuanto a la clasificación de las iniciativas, las 3.322 se distribuyen entre los 8 pilares 

PDET, de la siguiente manera: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

61 17 municipios del Cauca, 2 del Valle del Cauca y 5 de Nariño. 
 
62 Mocoa, Orito, Puerto Asís, Puerto Caicedo, Puerto Guzmán, Puerto Leguízamo, San Miguel, Valle del 
Guamuez, Villagarzón. 
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Figura 9. Distribuciones iniciativas por pilares  

Subregión Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 
 

 

Fuente: portal web Central PDET 

 

Educación es el pilar con mayor número de iniciativas, le sigue el pilar 6 de reactivación 

económica agropecuaria y el de infraestructura. 

 

4.3.1. ¿Cuáles son las iniciativas PDET de la subregión? 

 

Se considera importante evidenciar cuales son las iniciativas PDET por pilar y además 

entender en qué consiste cada uno de estos pilares. Esto ayuda a dimensionar el alcance 

de un PATR y los desafíos en su implementación. 

 

4.3.1.1. Pilar de ordenamiento social de la propiedad rural y 

uso del suelo 

Este pilar tiene como objetivo principal el acceso a la tierra para población campesina y 

étnica, activando el Fondo de Tierras de la RRI. También la formalización de la tierra y la 

armonización de las figuras de ordenamiento territorial, buscando reducir la conflictividad 

frente al uso y ocupación del suelo. Son 290 iniciativas, las cuales se pueden clasificar de 

la siguiente manera: 

 

1. Trámites y gestiones pendientes con el nivel institucional. 

Se propone el avance o el inicio de gestiones que han sido puestas a consideración de la 

institucionalidad competente. Estas iniciativas son, por ejemplo: 
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• Que el instituto geográfico Agustín Codazzi culmine el proceso de deslinde 

de dos municipios del Caquetá con un municipio del Guaviare y otro del 

Meta. 

• Suscribir acuerdos para la instalación de una oficina de la ANT en Florencia. 

 

2. Asuntos ambientales 

Están relacionados también con el reordenamiento y la armonización de figuras de 

ordenamiento territorial que, en el caso del Caquetá, se traslapan ocasionando conflictos 

de uso del suelo e inseguridad jurídica sobre la posesión de la tierra. Por otra parte, hay 

ausencia de instrumentos de planificación del territorio, más teniendo en cuenta la 

relevancia de estos en una región con una alta sensibilidad ambiental. Estas iniciativas 

son, por ejemplo:     

• Crea una mesa de coordinación interinstitucional e intercultural regional, 

con las autoridades ambientales, demás entidades y comunidades para 

concertar temas territoriales y ambientales. 

• Formular e implementar para las zonas de conservación, preservación y 

restauración proyectos de reforestación, regeneración natural, corredores 

biológicos y huertos leñeros. 

• Creación de los Planes de Ordenamiento y Manejo de Cuencas 

Hidrográficas (POMCAS) y los Planes de Manejo Ambiental, de 

Ordenamiento Forestal y de Manejo de Suelos, con en el fin que se 

articulen con los esquemas y planes de ordenamiento territorial. 

 

3. Acceso, formalización de tierras 

Iniciativas que constituyen el objeto principal de este pilar y de la RRI en relación al fondo 

de tierras para el acceso y la meta de los 7 millones de hectáreas para la formalización. 

Dentro de estas iniciativas, también se encuentran la constitución de resguardos, zonas de 

reserva Campesina (ZRC) y territorios colectivos. En el PATR se presentan iniciativas 

como las siguientes: 

• Iniciar estudios técnicos para la adquisición de predios que permitan la 

constitución de territorios colectivos indígenas y afro. 

• Creación de una Zona de Reserva Campesina para los municipios del 

piedemonte caqueteño 
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• Constitución, saneamiento y ampliación, así como compra de tierras para 

Resguardos Indígenas. 

 

4.3.1.2. Pilar de infraestructura y adecuación de tierras 

 

El objeto principal es el acceso a bienes y servicios públicos rurales, como lo es: la energía 

eléctrica, conectividad, vías, acceso, sistemas alternativos de transporte, obras y 

programas para la mitigación del riesgo. Son 438 iniciativas que se pueden clasificar de la 

siguiente manera: 

 

1. Energía 

• Adelantar estudios, diseños e implementación de sistemas alternativos de 

energía para las zonas rurales dispersas no interconectadas 

2. Vías e infraestructura de acceso 

• Adelantar estudios, diseños y pavimentación del tramo vial de impacto 

regional en la Amazonia: Doncello – Corregimiento de Rionegro (Puerto 

Rico) 

• Realizar estudios, diseños y mejoramiento del aeródromo en Araracuara y 

pavimentación de la vía de acceso desde Puerto Arturo — aeródromo — 

Araracuara. 

• Desarrollar estudios y diseños para el mejoramiento, mantenimiento y 

construcción de muelles fluviales, fijos y flotantes en la ruralidad 

3. Riesgos 

Iniciativas relacionadas con la prevención e intervención en zonas de riesgo, para evitar 

daños en infraestructura, productivos o pérdidas humanas. Estas iniciativas son, por 

ejemplo: 

• Realizar estudios, diseños y la construcción de obras de mitigación de 

riesgo de inundaciones sobre los centros poblados ribereños. 

 

4.3.1.3. Pilar de salud rural 
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A través de este pilar se busca promover estrategias de prevención, atención oportuna, 

cobertura del servicio de salud para la población rural y ampliación de la red pública de 

infraestructura. 

 

1. Infraestructura 

• Adelantar los estudios y diseños para determinar la viabilidad técnica y 

financiera de un centro de salud móvil fluvial, para mejorar la atención en 

salud de las comunidades ubicadas en los ríos Orteguaza, Caguán y 

Caquetá. 

 

• Fortalecer la infraestructura hospitalaria del Hospital Departamental Maria 

Inmaculada 

2. Gobernanza  

• Promover la creación de acuerdos interadministrativos entre las entidades 

y las empresas administradoras. 

 

• Promover y facilitar la conformación y funcionamiento de asociaciones de 

usuarios. 

 

3. Cumplimiento de competencias y funciones de la institucionalidad 

 

• Implementar el Sistema Indígena de Salud Propia Intercultural. 

 

• Acercar la oferta de servicios y mejorar la oportunidad del acceso a 

servicios especializados de salud, de las poblaciones rurales y rurales 

dispersas. 

 

4.3.1.4. Pilar de Educación y primera infancia rural 

 

Se tiene como objetivo mejorar la cobertura rural, el acceso a la educación superior y a 

programas de cultura y recreación. La educación diferencial y pertinente para las 

comunidades étnicas también es un objetivo de este pilar. Los requerimientos de la 
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población corresponden a funciones y tareas de las entidades competentes, que presentan 

rezago o falta de atención. Algunos ejemplos de iniciativas son: 

 

• Diseñar e implementar un programa de becas integrales para educación 

superior 

• Fortalecer, ajustar e implementar los Planes Estratégicos Departamentales 

de Ciencia, Tecnología e Innovación de Caquetá y Huila. 

 

• Implementar un programa de formación inicial, con criterios de calidad, 

oportunidad, pertinencia para los docentes de la zona rural. 

 

4.3.1.5. Pilar de vivienda rural, agua potable y saneamiento 

básico 

El departamento del Caquetá presenta una grave problemática de acceso a agua potable. 

A pesar de la riqueza de las fuentes hídricas, no hay infraestructura o mecanismos de 

acceso para la población rural. Son comunes las enfermedades de la piel o 

gastrointestinales por la contaminación del agua. En este sentido las iniciativas en su 

mayoría están dirigidas a la realización de obras desde cero, también se presentan 

iniciativas para el manejo de los residuos. 

• Diseñar e implementar una estrategia integral de manejo de residuos 

sólidos 

• Realizar estudios y diseños para la construcción, ampliación y puesta en 

funcionamiento de acueductos rurales. 

• Realizar estudios, diseños e implementar acciones para la recuperación, 

conservación y protección de las fuentes y las corrientes hídricas 

abastecedoras de los sistemas de acueductos. 

 

4.3.1.6. Pilar de reactivación económica y producción 

agropecuaria 

 

De acuerdo con la producción ya vigente, la población prioriza unas cadenas, y solicitan 

su abordaje a través de las cadenas de valor, teniendo en cuenta el contexto territorial 
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amazónico, la extensión agropecuaria, el fortalecimiento organizativo y la infraestructura 

productiva. 

 

Las cadenas priorizadas son: café, caucho, plátano, acuícola, cacao, ganadería y caña 

panelera. También se plantean otras no agropecuarias como: el aprovechamiento forestal, 

los servicios ambientales, las artesanías y el turismo. 

 

Adicional al abordaje de las cadenas se plantean acciones complementarias y 

fundamentales para el impulso productivo, como: 

 

• Gestionar un acceso prioritario a programas de créditos y de fomento, y 

normalización de cartera para proyectos.  

• Fortalecer los sistemas productivos a través de un banco de semillas 

nativas y criollas. 

• Infraestructura productiva. 

 

4.3.1.7. Pilar del Sistema para la garantía progresiva del 

derecho a la alimentación. 

 

Es un pilar que está relacionado con el de reactivación económica, pero que se enfoca 

más en los modelos de producción, en la gobernanza, políticas y programas que se deben 

implementar para hacer efectivo el derecho a la alimentación. Es así como las iniciativas 

son, por ejemplo: 

• Implementar estrategias para la Agricultura Campesina, Familiar y 

Comunitaria (ACFC) con enfoque agroecológico. 

• Implementar una red de organizaciones de seguridad alimentaria. 

• Construir participativamente e implementar las políticas públicas 

departamentales para la Garantía Progresiva del Derecho a la Alimentación 

y la Soberanía Alimentaria. 
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4.3.1.8. Pilar de reconciliación, convivencia y construcción de 

paz. 

Son iniciativas para la protección de los derechos humanos, de participación de la 

población étnica y de mecanismos de resolución de conflictos.  

 

• Actualización de los planes de vida, etnodesarrollo y planes de salvaguarda 

de los pueblos étnicos 

• Diseñar e implementar programas integrales de formación en pedagogías 

para la paz y derechos humanos 

• Diseñar e implementar una estrategia de seguridad a lideres y lideresas 

con enfoque étnico y diferencial, que incluya la revisión y puesta en marcha 

de protocolos individuales y colectivos de seguridad. 

 

4.3.2. Estado PDET de la Subregión Cuenca del Caguán y 

Piedemonte Caqueteño 

 

De acuerdo con el portal Web, creado a finales del gobierno pasado y que hace un 

seguimiento a los PDET, para esta subregión de las 3.322 iniciativas, 1.651 se encuentran 

en implementación activa. Esto significa que, como se describió en el capítulo tercero, 

algunas se están implementado, otras están estructuradas, pero no todas tienen 

financiación.  
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Figura 10. Avance Iniciativas PDET, junio 2024 

 

 

Fuente: Elaboración propia basada en el portal web Central PDET, 2024. 

 

 

*Tener en cuenta lo mencionado en el capítulo 3 en relación a la implementación de las iniciativas PDET. Se 

hace referencia a “implementación activa” no necesariamente cuando tiene financiación o se están 

ejecutando, también cuando se están estructurando. 

 

Educación es el primer pilar con mayor número de iniciativas activas, le sigue reactivación 

económica y en tercer lugar infraestructura. Sin embargo, uno es el reporte de iniciativas 

PDET y otro el de inversiones realizadas. De acuerdo con el informe que presentó el 

gobierno anterior con corte a junio de 2022 (ART, 2022, P. 99)63, se invirtieron 1,14 billones 

de pesos en esta subregión. La principal fuente es el OCAD Paz con un 52% y le siguen 

las demás que son: ART y Fondo Colombia en Paz, el Presupuesto General de la Nación 

(PGN) y su trazador de paz, obras por impuestos y obras ART. La financiación PDET es 

principalmente con recursos de la Nación y del nivel central. El portal central PDET, con 

corte a junio de 2024 reporta las siguientes inversiones para la subregión Cuenca del 

Caguán y Piedemonte Caqueteño.  

 

 
 
 

 
 

63 Agencia de Renovación del Territorio. (2022). Informe de seguimiento a la implementación de los PDET. En: 
https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/documentos/informe-de-seguimiento-a-la-implementacion-de-
los-pdet-2/ 

Iniciativas planteadas en el PATR Iniciativas en implementación* 



119 

 
Figura 11. Inversiones PDET Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 

 
(precios constantes 2016) 

 

 

 

Fuente: https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/inversion-subregional/ 

 

OCAD Paz es la fuente con mayores ingresos, cooperación internacional está en un sexto 

renglón, dato importante ya que se ha mencionado en varios medios y en los territorios, 

que los recursos de la paz han tenido su origen principalmente en la cooperación. Como 

puede observarse, las fuentes principales provienen de la financiación nacional, lo que 

puede originar esta afirmación en relación con la cooperación, son los mecanismos de 

implementación de los recursos por parte de las entidades públicas, como por ejemplo la 

ART, la ANT o la ADR. Estas entidades para ejecutar sus recursos lo hacen a través de 

operadores, algunos correspondientes a la cooperación internacional, como lo son 

organismos de Naciones Unidas, ejemplo: la Organización de la ONU para la Alimentación 

y la Agricultura (FAO), El Programa de la ONU para el Desarrollo PNUD y la Organización 

Internacional para las Migraciones (OIM). Para estos organismos internacionales, el 

carácter de ser operadores no es aceptable, por tal motivo, las entidades públicas firman 

con estos, convenios de cooperación, los cuales de acuerdo a la norma de contratación 

pública (Ley 80 de 1993, Artículo 20 Decreto 1150 de 2007) se pueden firmar de manera 

directa, siempre y cuando cumplan con algunos requisitos que evidencien que 

efectivamente haya una cooperación. Los organismos internacionales deben cumplir 

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/inversion-subregional/
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normas de visibilidad, por eso vemos los “chalecos” y demás elementos, con los logos e 

insignias de sus organizaciones. Esta presencia en territorio hace ver que quienes están 

allí son la cooperación y no las entidades públicas. Si bien estos organismos generalmente 

aclaran la fuente de los recursos con los cuales operan, para los habitantes de un territorio 

estos mensajes son confusos y se quedan con lo que ven. 

 

Otro dato relevante es la financiación territorial, la inversión realizada por los entes 

territoriales entre el año 2018 y 2021 es de $394.942 millones (ART, 2022, P. 101), los 

cuales corresponden a recursos propios de fuentes tributarias. Este monto es mucho 

menor en comparación con los recursos nacionales, más cuando corresponden a aportes 

realizados en un periodo de tres años. Lo cual muestra las limitaciones de recaudo de los 

entes territoriales en materia de recursos propios, los recursos de transferencias del 

Sistema General de Participaciones, como se mencionó anteriormente están sujetos a lo 

que establece la norma, que básicamente son gastos en: educación, salud, agua y 

saneamiento básico y funcionamiento. Departamentos como el Caquetá, que tienen un 

recaudo propio bajo, tienen reducidas sus finanzas, presupuestan y ejecutan lo que se 

transfiere y no tienen flexibilidad para otro tipo de gastos como los de inversión. 

 

Las inversiones PDET que provienen de inversiones del nivel nacional se han dirigido 

mayoritariamente hacia la infraestructura, con la construcción de kilómetros de vías 

secundarias o terciarias, lo cual representa el 34% de las inversiones (ART, 2022, P. 99). 

Le sigue con un 21% el sector de minas y energía, con la construcción de redes del sistema 

de distribución local de energía. Sector que se ubica igualmente en el pilar de 

infraestructura. Un tercer nivel de inversión está hacia el pilar 6, de reactivación económica 

del cual, el mencionado informe a junio de 2022 (ART, 2022, P. 100), resalta la financiación 

de dos proyectos de mejoramiento de producción ganadera y de implementación de 

cultivos de cacao, plátano, financiados por la cooperación internacional. 
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4.4. Resultados: Análisis del estado actual PDET de 

conformidad con los criterios del enfoque 

territorial. 

 

Lo primero que hay que resaltar, es que la visión del PATR es coherente con el contexto 

territorial. Quienes participaron en la construcción de esta agenda PDET, le dieron una 

prioridad a lo ambiental, al ordenamiento alrededor del agua y a la reconversión de 

modelos de producción. Esta visión otorga un marco de acción de la agenda PDET y un 

objetivo común de desarrollo del territorio. Las iniciativas, por su parte, en conjunto podrían 

alcanzar este objetivo territorial, sin embargo, las cifras muestran como la priorización se 

ha dirigido hacia los sectores como el de infraestructura, lo cual representa la fuente de 

financiación más disponible. Las temáticas ambientales o de integración de estas con lo 

productivo, no son visibles. 

A la luz de los criterios del enfoque territorial, propuestos por este trabajo, la identificación 

de vínculos que conecten territorio no es clara en la política PDET según lo examinado 

en el estudio de caso. Este es un elemento esencial del enfoque territorial, ya que es el 

principal para la superación de las brechas urbano – rurales, además refleja el nodo del 

enfoque territorial, el cual es su posibilidad de articularse y jalonar desarrollo con otros 

territorios, ya sea por asuntos económicos, ambientales, sociales o culturales. 

Los PDET han sido medidos por las inversiones hechas y por el número de iniciativas 

implementadas, pero no se han tenido en cuenta indicadores o instrumentos que ayuden 

a identificar si estos territorios PDET han dinamizado sus economías gracias al 

establecimiento o el aprovechamiento de vínculos con otros territorios, principalmente a 

los vínculos entre lo rural y lo urbano.  

En los PDET hay una carencia de vínculos territoriales. Fue un avance importante proponer 

a las subregiones como unidad de abordaje de políticas, lo que auguraba su 

implementación más allá de las divisiones administrativas. Sin embargo, este factor 

interesante para el enfoque territorial no fue lo suficientemente desarrollado en el marco 

de los PDET. Es decir, no se cuenta con valoraciones o evidencias que muestren avances 
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o resultados como subregión. En últimas, fue una manera de clasificar los territorios, pero 

no una plataforma de abordaje de política. 

La multisectorialidad, según Berdegué, Chistrian y Favareto (2020, P. 46), es uno de los 

criterios que genera mayores retos para el enfoque territorial. La perspectiva sectorial ha 

sido la manera tradicional de implementar la política. En el caso de la subregión Cuenca 

del Caguán, la entidad encargada de coordinar el PDET es la ART a dos niveles, el 

subregional y el nacional. La ART, como entidad adscrita a Presidencia de la República, 

con una naturaleza jurídica que trasciende los sectores, podría favorecer la coordinación 

entre ministerios, entidades públicas y demás actores.  

En el caso estudiado, si bien hubo una coordinación de la ART, los resultados analizados 

muestran que se le dio más fuerza a lo sectorial que a una coordinación eficiente entre 

sectores. Es probable que este diálogo entre sectores se haya presentado en algún 

espacio de discusión o a los inicios de construcción de los PATR. Sin embargo, se 

evidencia que no ha sido un diálogo que tenga como resultado una ejecución ordenada y 

apegada al PATR. Eso lo vemos en el porcentaje de inversiones que, como se presentó, 

corresponde al 34% a infraestructura (ART, 2022, P. 99). Los demás pilares serán 

atendidos una vez las cabezas de sector, como por ejemplo los ministerios de Educación, 

Salud o Agricultura, dispongan de recursos para atender específicamente la agenda de la 

subregión. 

Otro factor, además del peso presupuestal de los sectores, es que la multisectorialidad no 

solo es la coordinación para la distribución de tareas o responsabilidades entre las 

entidades competentes, también lo es, la coordinación de estas entidades alrededor de 

una agenda territorial, es decir, estas entidades deben responder a la visión construida de 

desarrollo territorial. Esto las obliga a tener mecanismos flexibles que permitan una 

ejecución conjunta y no segmentada, así como un diálogo permanente con el territorio para 

llegar a logros territoriales y no metas sectoriales, que es con lo que actualmente 

contamos, ejemplo, indicadores sectoriales como: número de productores que reciben 

crédito agropecuario, etc.    

La descentralización es casi nula. El manejo de la agenda PDET por parte de las 

autoridades locales o las organizaciones sociales del territorio está limitada principalmente 

por las fuentes de financiación y la toma de decisiones del nivel central.  El ejercicio de 

incluir el PDET dentro de los planes de desarrollo locales, el cual inició en el gobierno 2018 
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– 2022, no es suficiente para alcanzar un involucramiento territorial. Las herramientas de 

política que den mayor autonomía a los territorios son limitadas y en su mayoría están 

atadas a las disposiciones presupuestales. 

La capacidad territorial es visible. Tener 74 proyectos64 jalonados del OCAD Paz, los 

cuales representan el primer renglón de la financiación de los PDET, muestra buena 

gestión para traer recursos del nivel nacional a la subregión. De todas formas, la capacidad 

también se mide en la posibilidad que un territorio establezca sus propios mecanismos 

para implementar la política, estos deben ser fortalecidos por las entidades en lo 

administrativo, técnico y organizacional. Así mismo, la posibilidad que organizaciones 

locales puedan ejecutar recursos del nivel nacional, les da mayor potestad y 

responsabilidad sobre las acciones que definieron como prioritarias en el PATR. El actual 

gobierno ha promovido los Convenios Solidarios contemplados en el   Artículo 95 de la Ley 

2166 de 2021, estos permiten la contratación con Juntas de Acción Comunal (JAC) para 

obras de menor cuantía. Si bien, la norma permite este tipo de alianzas para la ejecución 

de recursos públicos, la realidad muestra que las JAC no cuentan con la experiencia, ni los 

recursos humanos, ni los medios para garantizar y cumplir con los requisitos que la ley 

exige. En este sentido, son muy pocas las JAC que pueden celebrar este tipo de convenios.  

La reconstrucción del tejido social se puede ver en los PDET en el pilar de 

reconciliación. Para la subregión hay 430 iniciativas en este pilar de 3.322 iniciativas PDET, 

de estas, 232 se registran con implementación activa65. Estas iniciativas deberían estar 

integradas a las otras con el fin de visibilizar impactos territoriales y no individuales por 

pilar. Esta es una falla estructural de los PDET y de la manera de medirlos. Teniendo en 

cuenta lo mencionado en el segundo capítulo, en la parte del PND del gobierno actual, se 

sabe que se está haciendo un esfuerzo a través de los proyectos integradores para 

articular las agendas PDET y establecer estos vínculos entre los pilares, más hacia una 

visión territorial. Sin embargo, estos proyectos se encuentran en construcción, y no pueden 

ser analizados en el presente trabajo. 

 
 

64 Cifra tomada de:  https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/inversion-subregional/ 
 
65 Cifras tomadas de: https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/avance-en-iniciativas/ con corte a 31 de 
enero de 2025. 

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/inversion-subregional/
https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/avance-en-iniciativas/
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A nivel presupuestal se evidencia una alta dependencia de las fuentes de financiación 

nacionales, lo cual limita el poder de decisión local. El enfoque territorial entra en choque 

con un presupuesto central. Elementos como la descentralización, la gobernanza, 

presupuesto flexible y participación, se ven reducidos ante las definiciones de financiación, 

en las cuales pesan los sectores que tienen mayor número de recursos. Así mismo, las 

iniciativas se implementan en la medida que haya designación de presupuesto y esto 

depende de la disponibilidad financiera del nivel central. Como consecuencia, los pilares 

se implementan de manera dispar, de esta forma se pierde la integralidad de la visión 

territorial y queda la implementación en iniciativas individuales.   

En materia de gobernanza, los PDET cuentan con espacios de seguimiento semestral, a 

través de los grupos motor. Estos grupos están compuestos por representantes de la 

comunidad que participaron de todo el proceso de construcción del PATR. La dinámica 

actual es la de reunirse con la administración municipal y los ejecutores de los proyectos 

para hacer un seguimiento de implementación de las iniciativas más relevantes para la 

subregión. El objeto principal es revisar su cumplimiento y si hay inquietudes trasladarlas 

a los ejecutores de los proyectos66. En la subregión se está haciendo seguimiento a 48 

proyectos, los cuales se distribuyen por los siguientes tipos de productos: “vías terciarias: 

16, soluciones energéticas: 11, unidades sanitarias: 11, proyectos productivos y/o huertas: 

4, planes de ordenamiento territorial: 1, alcantarillado; 1, dotación escolar: 1, acueductos: 

1, viviendas: 1, y puentes: 1” (CENTRAL PDET, 2025)67. Se puede evidenciar de acuerdo 

al reporte de la página web Central PDET, que estas reuniones giran alrededor de los 

siguientes puntos: la contratación de mano de obra local, la conformación de veedurías 

ciudadanas, la respuesta de ejecutores/administraciones locales a solicitudes de 

información y la satisfacción frente a la información brindada sobre el proyecto 

(socializaciones).  

En estos espacios se hace seguimiento, pero se carece de herramientas de co ejecución, 

de toma de decisiones y de discusión sobre la visión de desarrollo territorial.  

 
 

66 https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/seguimiento-participativo-reporte-semestral/ 
 
67 https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/seguimiento-participativo-reporte-semestral/ 

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/seguimiento-participativo-reporte-semestral/
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La participación en la subregión fue determinante para la construcción del PATR, así 

mismo se mantiene el espacio de los grupos motor. Se puede decir que se ha cumplido 

con este criterio, sin embargo, el mismo se cuestiona ya que es una participación baja en 

incidencia, ya que se limita al seguimiento. 

Por último, también preocupa que la priorización en la financiación de las iniciativas no 

necesariamente representa “el querer” territorial. Desde una perspectiva macro, la 

subregión presenta una alta conflictividad ambiental por los modelos de producción 

prevalecientes como la ganadería extensiva y la expansión de la frontera mediante la 

deforestación. Pero, por otro lado, el departamento tiene una economía centrada en los 

servicios que no parece corresponder con la magnitud del desafío ambiental. Esto hace 

pensar en una carencia de vínculos territoriales. 
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Conclusiones y recomendaciones 

 

Proponer unos criterios para la construcción de políticas con enfoque territorial busca darle 

un piso conceptual y de alcance teórico y práctico a quienes, en el ejercicio de la toma de 

decisiones a nivel público, cooperación internacional o desde la academia, tengan previsto 

incorporar este enfoque. Lejos de ser unos criterios inflexibles, que “deben” cumplirse para 

calificar si una política o un proyecto incluye o no el enfoque territorial, tienen el fin de 

proporcionar reflexión y elementos tangibles que permitan su evaluación e 

implementación.  

El enfoque territorial ha sido utilizado con frecuencia en discursos institucionales y en otros 

escenarios de tipo académico. Se ha incorporado a la narrativa de lo público y se menciona 

como una garantía de inclusión de la población y de los territorios. Sin embargo, la mayoría 

de las veces que se menciona no se tiene claro su alcance, ni su implementación práctica, 

solo se menciona como algo “bueno”, o algo que contribuye a que los territorios sean 

partícipes de las políticas o proyectos. 

En este trabajo se tuvo en cuenta a los PDET como política emblemática de la RRI. De la 

misma manera, los PDET surgieron en el periodo en el que con mayor fuerza se planteó 

el enfoque territorial, es decir, el segundo gobierno del presidente Juan Manuel Santos 

(2014 – 2018) y el correspondiente a los diálogos y firma del Acuerdo de Paz con las ex 

FARC – EP.  

Los PDET han despertado una alta expectativa a nivel territorial y se han constituido en 

una referencia fundamental para la focalización de programas y políticas de gobierno. 

Aquellos municipios que no son PDET manifiestan su inconformidad ya que se ven 

limitados en el acceso a recursos del nivel nacional. Como se mencionó en este trabajo, 

han existido otras políticas, programas y proyectos con este enfoque, pero ninguno tan 

concreto como lo son los PDET, por lo menos en su estructura y en el discurso.   

El enfoque territorial en su mayoría ha tenido experiencias dispersas y algunas muy 

focalizadas, las cuales no llegan a tener un alcance nacional o de transformación. Los 

PDET tenían este alcance, sin embargo y como se pudo mostrar en este trabajo, la falta 

de implementación de un enfoque territorial hizo que estos programas se implementen de 
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la forma tradicional, con un marcado peso sectorial y central. Estas experiencias 

focalizadas han sido iniciativa principalmente de la cooperación internacional, con 

resultados importantes en territorio, pero con limitada sostenibilidad y diálogo con las 

entidades públicas del orden nacional o locales.  

La manera como está estructurado el Estado y su funcionamiento para la designación de 

presupuesto por sectores y a nivel central, restringe la implementación de políticas con 

enfoque territorial. Es necesario flexibilizar las normas de contratación pública y de 

transferencias, así como ampliar las capacidades para la generación y recaudación de 

ingresos locales que impacten en la toma de decisiones territoriales. Un claro ejemplo que 

puede evaluarse a nivel público, es el de la implementación del principio presupuestal de 

la vigencia anual del presupuesto. Hay unos casos taxativos que permiten ampliar las 

vigencias presupuestales más allá de un año, pero estos no están relacionados con 

proyectos o iniciativas principalmente de carácter social o que impliquen proceso en los 

territorios. Generalmente, son proyectos de infraestructura que desde un inicio se sabe 

que requieren de más de una vigencia presupuestal para su implementación. Los 

programas sociales que pudieran tener un impacto desde el enfoque territorial, en su 

mayoría (por no decir que todos) se implementan por sectores y bajo vigencias anuales.  

La multisectorialidad es clave, y para hacerla operativa se pueden crear instrumentos 

financieros, como fondos fiduciarios o fondos de carácter especial, que sean administrados 

por una entidad que coordine a las demás en espacios de gobernanza, en donde haya 

poder de decisión de sus participantes y flexibilidad. Así mismo, fortalecer las capacidades, 

partir de las organizaciones locales y desde allí, construir o reconocer los espacios 

territoriales. El entender el territorio, involucrar con capacidad de decisión a sus pobladores 

y articularse alrededor de este, genera sostenibilidad. 

Con un sentido riguroso, se puede decir que los PDET no son una política que en la 

práctica aplique el enfoque territorial. Su implementación desde el nivel central reduce su 

impacto y su accionar en el territorio. La dispersión de las iniciativas no solo obedece a la 

falta de integralidad en la financiación, sino también a la desconexión entre ellas y sus 

actores.   El punto de partida para el análisis es reconocer que el logro de transformaciones 

profundas y de largo alcance en un territorio supone concebirlo, examinarlo y tratarlo de 

manera integral y en conexión rural - urbano. Las tradicionales perspectivas centradas 

exclusivamente en el desarrollo por sectores han resultado insuficientes y, en ocasiones, 
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inadecuadas al responder a miradas centralistas y fragmentadas del territorio que 

corresponden a un único patrón de soluciones aplicable en múltiples situaciones. Por el 

contrario, los desarrollos organizativos propios de las comunidades en sus territorios 

deberían ser escuchados, promovidos y respaldados para dinamizar procesos 

ascendentes de planeación y gestión. 

La financiación de los PDET constituye el mayor desafío de esta política, el predominio de 

los sectores se da en gran parte porque los mismos están atados a fuentes de financiación 

del nivel central, como lo son, los recursos provenientes de regalías. Los territorios que 

acceden a estos recursos, son los que tienen la mayor capacidad de presentar proyectos 

y responder a los criterios o requisitos que estas fuentes exigen, que muchas veces no 

coinciden con las reales necesidades o la visión territorial. 

Por otra parte, quisiera recalcar la solidez del Acuerdo de Paz como política pública. Las 

normas que le dan “vida” al Acuerdo han pasado por una revisión de constitucionalidad 

que lo respaldan y le dan una jerarquía de cumplimiento. A la par, ese marco normativo le 

da una relevancia al enfoque territorial. Resalto este punto, ya que el Acuerdo no es, como 

en algunos espacios se ha señalado “un saludo a la bandera” o “letra muerta”. Es un 

consenso estructurado sobre los puntos fundamentales para transformar este país, 

teniendo como foco el medio rural. Este consenso está en la norma, se implementa a largo 

plazo, tiene seguimiento nacional e internacional, y se debe cumplir independientemente 

de los gobiernos. 

En cuanto a la subregión Cuenca del Caguán y Pie de Monte caqueteño pongo en 

consideración, como propuesta para futuros análisis, la relevancia que tiene su carácter 

ambiental y, por tanto, de avanzar en un PDET ambientalmente sostenible. Esto plantea 

el desafío de profundizar en las posibilidades de desarrollo y de generación de ingresos 

que, en esta región, ofrece la conservación, la reconversión de modelos de producción y 

la regeneración del suelo. Esto significa pensar en el diseño de un programa de desarrollo 

social basado en el bosque que tenga en cuenta los fenómenos históricos de la 

colonización en estos territorios, las difíciles condiciones de vida de sectores mayoritarios 

de población, los conflictos derivados, entre otros, de la deforestación, del acaparamiento 

de tierras y de los cultivos de uso ilícito, sumado a las tensiones en las zonas de 

amortiguamiento, en los Parques Nacionales Naturales o de zonas de reserva forestal (Ley 

2 de 1959). En este orden de ideas, las Zonas de Reserva Campesina son un instrumento 
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viable de ordenamiento de ocupación y manejo del territorio, cuyo desafío radica en su 

capacidad de integrar a las poblaciones involucradas para avanzar en el diseño concertado 

y en la aplicación de planes de desarrollo sostenible en sus áreas de influencia, de manera 

que convoquen el apoyo y el acompañamiento multisectorial. 
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